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Introducción

Teodoro Aguilar Ortega

Mónica Guadalupe Chávez Elorza

Durante la época de la posguerra la economía mundial disfrutó de un auge 
que se mantuvo hasta fines de los años setenta del siglo pasado; sin embar-
go, las tasas de ganancia de las grandes empresas comenzaron a reducirse y 
eso prendió las alarmas de los gobiernos de los países desarrollados. Una 
forma de superar ese estancamiento económico fue la implementación del 
neoliberalismo en casi todo el mundo, que incluía un conjunto de políticas 
que los países debían llevar a cabo (Calvento, 2006).

El neoliberalismo comenzó como un experimento social en Chile, du-
rante el gobierno del dictador Augusto Pinochet, donde el Estado benefac-
tor fue dejado de lado y, a partir de ese momento, las “libres fuerzas del 
mercado” comenzaron a dominar todos los aspectos de la economía, inclu-
yendo las relaciones laborales entre los patrones y los obreros (Carrillo, 
2010).

Es decir, el experimento neoliberal se aplicó por primera vez en un 
contexto de dictadura, lo que ofreció resultados favorables. Sin embargo, 
los beneficios fueron pasajeros ante los miles de asesinatos, desaparecidos 
y la creciente desigualdad que en una década demostró que el neoliberalis-
mo representa pobreza e inequidad social.

El neoliberalismo proviene de la teoría económica neoclásica que pro-
mueve el libre mercado, y del liberalismo social que está a favor de las liber-
tades sociales sin intervención del gobierno (Bresser, 2009). Sin embargo, 
los neoliberales llevaron al extremo la teoría al promover las privatizaciones 
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de todos los bienes públicos con la finalidad de reducir el tamaño del Esta-
do, lo que supuestamente lo haría más eficiente.

La reducción del Estado en realidad era el pretexto ideal para promover 
las privatizaciones de todo el aparato estatal y rematar los bienes públicos a 
fin de que fueran explotados por particulares. Tal como ocurrió en el Mé-
xico de Carlos Salinas de Gortari cuando las empresas estatales se entrega-
ron a los amigos y parientes de los Salinas.

Ante la imposición del neoliberalismo en gran parte del mundo, la po-
breza y la desigualdad tuvieron un gran crecimiento y la falta de oportuni-
dades incrementó las carencias sociales en la población. Ello se debió a que 
las políticas neoliberales provocaron la expansión del empleo informal, así 
como la reducción del número de personas sindicalizadas (Zepeda, 2013), 
lo que provocó la caída en los niveles de bienestar de los trabajadores.

El neoliberalismo promovió el libre comercio mundial y una de las es-
trategias para mejorar la “competitividad” de algunas naciones fue la con-
tención salarial, como fue el caso de México. Esto no solo generó inequidad 
social, sino que restringió cada vez más el mercado interno, por lo que las 
empresas requerían ampliar su comercio global. Aunado a lo anterior, miles 
de micro y pequeñas empresas se fueron a la quiebra porque no pudieron 
incorporarse a la globalización y el predominio de las grandes firmas tras-
nacionales.

Este fenómeno lo podemos observar actualmente en Argentina gober-
nada por Javier Milei, sobre todo su Reforma laboral que amplía la jornada 
laboral sin que las empresas paguen horas extras, se reduce el monto de las 
indemnizaciones por despido y disminución del pago patronal por parte de 
las empresas (Oliva y Llambías, 2026). Estas políticas contrarias a los obre-
ros se aplican en contextos neoliberales, mientras que en México se avanza 
hacia la mejora de los beneficios sociales y en favor de los trabajadores de 
menores ingresos.

El modelo neoliberal, en suma, le ha dado más importancia a la creación 
de riqueza en provecho de las grandes trasnacionales que pueden explotar 
los recursos de las naciones pequeñas, mientras que deja de lado la pobreza 
y la desigualdad al considerarlas resultados secundarios del modelo (Cal-
vento, 2006). Ese escenario ha provocado enormes oleadas de migrantes por 
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todo el orbe, así como movimientos sociales que buscan recuperar los de-
rechos humanos y laborales perdidos durante ese modelo económico.

El movimiento zapatista en Chiapas (el cual se hizo presente el primero 
de enero de 1994, el mismo día que entraba en vigor el Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte) fue el ejemplo claro de que los beneficios 
del neoliberalismo nunca fueron para los obreros y campesinos, sino que 
los acapararon un puñado de empresarios que se favorecen del bajo costo 
de la mano de obra.

Para el caso mexicano, el neoliberalismo se implementó en 1982 con la 
llegada de Miguel de la Madrid Hurtado a la presidencia del país (Espinoza 
y Rodríguez, 2022), y se mantuvo hasta 2018, cuando el triunfo de Andrés 
Manuel López Obrador (AMLO) puso en tela de juicio la continuidad del 
modelo neoliberal. Las razones que lo llevaron a ello fue la enorme desigual-
dad y pobreza existentes en ese momento en México.

Los resultados del modelo neoliberal para los mexicanos fueron lamen-
tables: en 2008, 44.4 % de la población se encontraba en pobreza, mientras 
que en 2014 un total de 46.2 % de los residentes de México estaba por de-
bajo del umbral de pobreza; es decir, casi uno de cada dos mexicanos obte-
nía recursos que no les permitían mantener una vida digna, a pesar de 
trabajar todo el día y todos los días. En 2018, cuando AMLO llegó a la 
presidencia, la pobreza abarcaba a 42 % de los mexicanos (Coneval, 2019).

Los resultados sociales del neoliberalismo en México son evidentes, pues 
el crecimiento económico nunca superó 2.3 % (Calva, 2019), debido a que 
los neoliberales mexicanos destruyeron los instrumentos de fomento eco-
nómico como los fertilizantes, la liberación del precio de los combustibles 
y de los alimentos, lo cual generó atraso, desigualdad y pobreza.

La existencia de un gran porcentaje de personas en situación de pobre-
za en el país llevó a que AMLO planeara una estrategia para contrarrestar 
esta problemática. Una de las estrategias clave fue instalar programas socia-
les de contención de la pobreza; los primeros fueron: Fomento a la Economía 
Social, Seguro de Vida para Jefas de Familia y Sembrando Vida (Milenio, 
2024). Todos ellos, además de otras políticas como el incremento salarial 
por arriba de la inflación, buscaban reducir la miseria en México.

Si bien el gobierno de la Cuarta Transformación no rompió de manera 
tajante con las políticas neoliberales, sí marcó un cambio de rumbo en su 
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política de bienestar social en favor de la clase obrera sin necesidad de au-
mentar los impuestos a las empresas, simplemente optimizando el gasto 
público.

De esa manera, con la llegada de AMLO a la presidencia de México en 
2018, comenzó una etapa orientada a recuperar el mercado interno y redu-
cir los elevados porcentajes de pobreza. La estrategia debía empezar por 
repartir la riqueza generada de manera más equitativa y así ampliar el mer-
cado interno para que las empresas pudieran colocar su producción en el 
país (Presidencia de México, 2019), evitando depender del volátil comercio 
internacional; sobre todo ante la llegada de Donald Trump por segunda vez 
a la presidencia de Estados Unidos y sus amenazas de imponer aranceles a 
los bienes mexicanos.

Los programas sociales buscaban, y buscan, ampliar la demanda inter-
na e incrementar los recursos de las familias para superar la pobreza. Por 
su parte, los proyectos públicos impulsan la inversión económica, lo que 
fomenta la creación de fuentes de trabajo directas e indirectas.

En momentos en que la economía requiere inversiones para crear em-
pleos y promover el crecimiento, la inversión pública resulta una herramien-
ta indispensable para focalizar territorialmente ese desarrollo en las regiones 
que más lo necesitan. Para el caso mexicano, el sur y sureste han sido por 
tradición las regiones más pobres, motivo por el cual los proyectos diseña-
dos en el gobierno de AMLO promovieron la creación de infraestructura 
en esas zonas.

Con base en lo anterior, el objetivo de este libro es analizar los programas 
y proyectos sociales que se han implementado o están en marcha, tanto en 
México como en el mundo, orientados a mejorar la calidad de vida de la 
población. En este sentido, las políticas públicas han sido fundamentales 
para conservar el medio ambiente y reducir las carencias sociales.

Los programas sociales surgen en un escenario donde la pobreza gene-
ralizada de la población redujo el mercado interno al mínimo, lo cual se 
trató de compensar con la firma de diversos tratados de libre comercio para 
vender los bienes producidos en el país a los que la mayoría de la población 
no tenía acceso. Asimismo, estas acciones son una medida de justicia social 
en beneficio de los sectores más vulnerables de la sociedad mexicana.
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El libro es resultado del trabajo conjunto de un grupo de investigación 
sobre Desarrollo y migración, conformado por académicos de diversas uni-
versidades de México y del exterior, en especial de Cuba. Tras 15 años de 
trabajo conjunto, nuestras publicaciones dan cuenta de la situación del de-
sarrollo y la movilidad humana en nuestro país y América Latina. La pre-
sente obra pretende contribuir al estudio de la promoción del desarrollo a 
través de las políticas públicas llevadas a cabo por un gobierno progresista.

El libro consta de dos grandes apartados que buscan alcanzar el objeti-
vo planteado para proponer y promover políticas de fomento al desarrollo 
y reducción de la pobreza en nuestro país y en otras latitudes. De esta ma-
nera, el primer apartado se titula “Programas sociales y promoción del 
desarrollo” y agrupa cuatro capítulos donde se estudian los efectos de las 
políticas de AMLO en cuanto a reformas laborales (sobre todo la elimi-
nación del outsourcing, el aumento salarial, entre otros), además del estu-
dio de la Banca del Bienestar y las políticas de aprovechamiento de los 
recursos hídricos.

El primer capítulo analiza las reformas laborales en el marco de la 4T, 
ofreciendo un estudio de los cambios legislativos que han existido en Mé-
xico en favor de la clase trabajadora. Este se centra en el corto plazo con el 
fin de entender los beneficios casi inmediatos que han llegado a los traba-
jadores con menores ingresos.

El segundo capítulo estudia la evolución espacial de la Banca del Bienes-
tar a partir de su creación, en el marco de la política de AMLO de otorgar 
pensiones universales a los adultos mayores en México, la cual busca ase-
gurar un cobro accesible y abaratar los costos en el manejo de las cuentas 
bancarias.

El tercer capítulo indaga en los avances en la política hídrica del gobier-
no de la 4T, así como los retos enfrentados debido al acaparamiento del 
agua, derivado de las políticas privatizadoras del vital líquido durante la 
etapa neoliberal.

Por su parte, el cuarto capítulo de este apartado profundiza en los pro-
gramas de promoción del desarrollo y bienestar de la población implemen-
tados en la región Ciénega de Michoacán. Asimismo, describe las acciones 
orientadas a favorecer el progreso social en esta región tan importante para 
la entidad.
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El segundo apartado del libro, titulado “Jóvenes Construyendo el Futu-
ro y las sociedades civiles”, analiza los resultados de las becas para los estu-
diantes mexicanos y la promoción del sistema educativo en el país, en el 
entendido de que la educación constituye el pilar para promover el desarro-
llo en cualquier nación. De la misma manera, se analiza la función de las 
sociedades civiles en el modelo de desarrollo propuesto por AMLO, con-
trastándolo con el periodo neoliberal, en el que estas eran una fuente de 
riqueza para muchos empresarios que, aliados del gobierno, recibían recur-
sos públicos sin fiscalizar a cambio de compartir esas ganancias entre la 
clase política.

El primer capítulo de la segunda sección estudia los beneficios sociales 
que ha generado el programa Jóvenes Construyendo el Futuro en Sonora. 
El análisis abarca las expectativas generadas desde su implementación y 
culmina con la exposición de los resultados actuales de dicho programa en 
la entidad.

El segundo capítulo examina los impactos del programa Jóvenes Cons-
truyendo el Futuro en el municipio de Valparaíso, Zacatecas. El análisis se 
sustenta en una perspectiva territorial y ofrece un recorrido de los beneficios 
sociales que ha generado el programa de becas a los jóvenes estudiantes en 
una entidad con muy alta intensidad migratoria.

En el capítulo tres de esta sección, los autores analizan los resultados del 
programa Jóvenes Escribiendo el Futuro, el cual otorga becas de educación 
superior a estudiantes de bajos recursos en Guanajuato. El estudio aborda  
los retos sociales y económicos del programa en la entidad, así como los 
beneficios sociales que se ha generado.

Finalmente, el cuarto capítulo de esta segunda sección analiza el papel 
de las sociedades civiles en México durante los gobiernos de la 4T. Los au-
tores plantean la idea de la posible desaparición de estas sociedades ante la 
reducción del apoyo gubernamental, el cual tuvo su mayor auge durante el 
neoliberalismo, época en la que los recursos asignados a estas sociedades 
superaban el presupuesto de muchos programas sociales.

En resumen, el presente libro permite entender el alcance de algunos 
programas sociales durante el gobierno de Andrés Manuel López Obrador. 
Aunque no se analizan todos ellos, la obra representa un avance para cono-
cer los efectos sociales de dichas políticas y su contribución al desarrollo 
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local, regional y nacional. Los autores coinciden en que los programas so-
ciales, de la mano con los proyectos de infraestructura sustentados por la 
inversión pública, promueven el crecimiento económico y la generación de 
empleos mejor remunerados en beneficio de la sociedad en su conjunto.

Jiquilpan de Juárez, Michoacán

Marzo de 2026
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1. Las reformas laborales bajo la Cuarta 
Transformación: un balance de corto plazo

Erazhamani Gamaliel López Espinoza* 
Mónica Guadalupe Chávez Elorza **

Francisco Javier Caballero Anguiano ***

Resumen

El objetivo de este trabajo es analizar de manera sucinta las implicaciones 
de las reformas a la Ley Federal del Trabajo de 2012 y 2019; en especial se 
busca establecer un punto de comparación en materia de exposición de los 
trabajadores a las prácticas corporativistas y, de manera más puntual, pre-
cisar los puntos de referencia para tener un balance más detallado de la 
reforma de 2019 en el seno de la Cuarta Transformación (4T). Se argumen-
ta que fenómenos como la pandemia, la incorporación al acuerdo comercial 
t-mec y las prácticas corporativistas heredadas del periodo del unipartidis-
mo dificultan una evaluación integral de las posibles bondades de una re-
forma que, si bien ha reducido prácticas perversas como el outsourcing, 
resulta insuficiente en un mercado laboral constreñido y excluyente.
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Introducción

En el Plan Nacional de Desarrollo (pnd) 2019-2024 del gobierno de Andrés 
Manuel López Obrador (AMLO) (Diario Oficial de la Federación, 2019), 
los ejes centrales fueron: 1) Política de gobierno, 2) Política social, 3) Eco-
nomía y 4) Visión 2024. En el eje de Economía se planteó el objetivo de 
detonar el crecimiento: “se requiere, en primer lugar, del fortalecimiento del 
mercado interno, lo que se conseguirá con una política de recuperación 
salarial y una estrategia de creación masiva de empleos productivos, per-
manentes y bien remunerados” (p. 29). Con esto en mente, en el presente 
estudio se analiza la reforma laboral de 2019 para verificar en qué medida 
respondió al objetivo planteado en el pnd. 

La reforma laboral del 2019 tuvo como principal objetivo, según la au-
todenominada 4T, corregir la precarización laboral propiciada por la refor-
ma de 2012. Una de sus metas fue regular los procesos de subcontratación. 
En su momento, durante la reforma de 2012, los debates en las cámaras, 
tanto de diputados como de senadores, expusieron los argumentos en pro 
y contra de proscribir esta práctica. Los legisladores del Partido de la Re-
volución Democrática (prd) y del Partido del Trabajo (pt) sostuvieron 
que dicha reforma abriría la puerta para que las empresas se deslindaran 
de su responsabilidad legal con los trabajadores y vulneraba las conquistas 
laborales. 

Por su parte, los legisladores que pertenecían principalmente al Partido 
Acción Nacional (pan) y al Partido Revolucionario Institucional (pri) ad-
virtieron que la subcontratación existía ya de facto en las relaciones labora-
les y que persistían altas tasas de informalidad (Loria y Salas, 2019); por ello, 
consideraban necesaria su regulación, con el argumento de que la conse-
cuencia positiva de esto era la creación de un gran número de empleos.

No es sencillo realizar una evaluación completa de los beneficios ni los 
de los efectos negativos de la reforma laboral de 2019, que se implementó 
progresivamente, debido a que apenas estamos viviendo sus primeras con-
secuencias. Sin embargo, esto no es obstáculo para ofrecer una primera 
aproximación de los principales alcances de esta reforma en el ámbito del 
trabajo. 
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Toda reforma laboral en México ha surgido en coyunturas específicas y 
bajo circunstancias particulares: ya sea por la presión del sector obrero ante 
la precarización de sus condiciones de trabajo, por presiones de grupos 
empresariales que buscan mayores espacios de maniobra para ofrecer em-
pleos, o bien porque el marco jurídico laboral ha quedado rebasado por las 
formas de trabajo emergentes. 

El objetivo de este capítulo es analizar la reforma laboral de 2019, utili-
zando como punto de referencia los alcances de las reformas de 2012, pues 
en buena medida la 4T buscó responder al descontento de las organizacio-
nes de trabajadores mediante la mejora de sus condiciones salariales y la-
borales. De igual modo, la puesta en marcha de la reforma de 2019 repre-
sentó la concreción de la oferta política del partido del presidente AMLO.

El texto se organiza en dos subapartados, en el primero se analizan las 
reformas laborales aprobadas en 2012; en el segundo se presentan los cam-
bios de 2019. Por último, se plasman las conclusiones, las cuales agrupan 
los resultados de las reformas a la luz de la ruptura de la visión laboral que 
imperó hasta la última etapa del gobierno encabezado por el partido hege-
mónico por más de 70 años y su comparación respecto a la propuesta de 
izquierda que ascendió al poder en el 2018.

Implicaciones de la reforma a la Ley Federal  
del Trabajo de 2012 

López Chávez y Velázquez Orihuela (2021) señalan que el objetivo principal 
de la reforma laboral de 2012 consistió en flexibilizar las relaciones labora-
les para fortalecer el modelo económico neoliberal establecido en la década 
de los ochenta del siglo xx. Para Martínez Soria y Chávez Maza (2014), la 
reforma buscaba que los cambios en el mercado de trabajo ayudaran al 
crecimiento económico y se generara más empleo, mientras que Loría Díaz 
y Salas González (2019) afirman que las reformas buscaron aumentar la 
productividad para impulsar el crecimiento económico. 

Cabe mencionar que un cambio importante en la reforma de 2012 fue 
la incorporación del concepto “trabajo decente” en la normativa mexica-
na (Martínez Soria y Cabestany Ruíz, 2016), el cual comprende cuatro 
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dimensiones, a saber: promoción del empleo, protección social, derechos 
en el trabajo y diálogo social.

La flexibilización del mercado laboral se realizó a través de tres meca-
nismos: a) la subcontratación (outsourcing); b) los contratos de prueba y/o 
por capacitación inicial, así como nuevas formas de contratación por obra 
o tiempo determinado, por temporada y por horas; y c) la reducción de 
costos de despido y del tiempo de duración de un juicio laboral (Martínez 
Soria y Chávez Maza, 2014; Martínez Soria y Cabestany Ruíz, 2016).

Para que procediera la subcontratación, debían cumplirse ciertos requi-
sitos: 1) que el trabajo subcontratado no abarcara la totalidad de sus activi-
dades en el centro de trabajo contratante, y 2) que fuera especializado, de 
modo que no realizara tareas similares a las del resto de los trabajadores. Al 
respecto, una gran debilidad estructural es la ineficiencia de las autoridades 
en México para inspeccionar la legislación laboral, lo que dio lugar a un 
subregistro de trabajadores y a la evasión en el pago de prestaciones (Mar-
tínez Soria y Cabestany Ruíz, 2016).

Los datos observados en cuatro periodos (2003, 2008, 2013 y 2018) 
indican que el personal no dependiente de la razón social (subcontratado) 
representó el 8.6 %, 13.5 %, 16.6 % y 17.3 % del total de personal ocupado 
en cada uno de esos años, respectivamente (López Chávez y Velázquez 
Orihuela, 2021). Las implicaciones de estar contratado bajo el esquema 
de outsourcing se relacionan con el incumplimiento de ciertos derechos 
laborales a los trabajadores; por ejemplo, la asignación de salarios mínimos 
y la falta de registro de los trabajadores en el Instituto Mexicano del Se-
guro Social (imss). 

Por su parte, los contratos de prueba y de capacitación laboral buscaron 
disminuir la informalidad existente y fomentar la contratación eventual en 
el país. Al respecto, la Ley Federal del Trabajo señala que estas modalidades 
serán reconocidas cuando no se prorroguen en más de dos ocasiones o por 
más de 180 días (Martínez Soria y Cabestany Ruíz, 2016). Ello propiciaría 
que la población joven pudiera acceder al mercado laboral de manera más 
ágil; no obstante, Martínez Soria y Chávez Maza (2014) presentan datos 
desfavorables, puesto que la tasa de informalidad laboral se mantuvo cons-
tante, con apenas una reducción marginal de -0.2 % anual durante el perio-
do 2005-2013 y los datos del inegi (2025) indican que la participación de 
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la economía informal en el Producto Interno Bruto en 2003, 2013 y 2023 
fue de 23.1 %, 23.2 % y 24.8 %, respectivamente. 

La incorporación de las nuevas formas de contratación, tales como los 
contratados por obra o tiempo determinado, por horas o temporadas, oca-
sionó que los trabajadores tuvieran condiciones de mayor vulnerabilidad 
dado que, de aquellos trabajadores que laboran menos de 15 horas en pro-
medio, 97 % no cuenta con acceso a una institución de salud. Dicha situación 
se agrava por el hecho de que se establecieron límites al cobro de los salarios 
caídos, dejando en una indemnización por despido injustificado a un máxi-
mo de 12 meses de salarios caídos y la duración máxima del juicio a un año 
(López-Chavez y Velázquez-Orihuela, 2021). 

Según Martínez Soria y Chávez Maza (2014), diversos autores anotan 
que la flexibilidad laboral no genera mayor empleo ni mejoras en el ingre-
so de los trabajadores, dado que se favorece a la sustitución de trabajadores 
permanentes por temporales. Asimismo, Mártinez Soria y Cabestany Ruiz 
(2016) reportan que la reducción en costos de despido no necesariamente 
implica que haya un aumento en los niveles de ocupación, pero si se tien-
de a perjudicar a dos sectores importantes: jóvenes y mujeres trabajadoras.

Loria Díaz y Salas González (2019) concluyen que las reformas de 2012 
favorecieron la precarización laboral, puesto que el porcentaje de trabaja-
dores que percibían cinco o más salarios mínimos disminuyó a la par que 
aumentó el porcentaje de trabajadores que percibían un salario mínimo. 
Pese a que se favoreció la creación de empleo formal, esto no necesariamente 
fue acompañado de crecimiento económico ni de mejoras en las condiciones 
laborales.

Perspectiva de la reforma a la Ley Federal  
de Trabajo de 2019 

En el presente trabajo no se pretende abarcar con profundidad todos los 
aspectos que incluyó la reforma laboral de 2019, ya que por su extensión 
e implicaciones aún no plenamente manifiestas implicaría limitar el aná-
lisis; por tanto, en el documento solo se expondrán algunos puntos que a 
nuestro juicio resultan importantes debido a que son novedosos en el 
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marco jurídico laboral de nuestro país, y previo a la reforma de 2019 no 
habían sido abordadas en las reformas precedentes, o al menos no con la 
misma ambición como lo aspiraba esta última.

La regulación de las relaciones laborales es una tarea imprescindible en 
cualquier país; independientemente del sistema o ideología que impere en 
tal o cual nación, el gobierno tiene que, necesariamente, contar con un 
marco jurídico que establezca una normatividad clara para regular estas 
relaciones. Según la visión de cada gobierno, dicho marco varía de nación 
a nación, es decir, cada gobierno establece los alcances de sus estrategias 
para incentivar la oferta y demanda de trabajo. 

Es claro que existen académicos y sobre todo escuelas que han influido 
en las políticas laborales de muchos países; por ejemplo, algunas escuelas 
de economía sostienen que los gobiernos deben tener una mínima partici-
pación en las regulaciones del mercado, las cuales incluyen las relaciones 
laborales, por lo tanto, el mercado será el que establezca y regule dichas 
relaciones (Trías, 1978). A lo largo de la historia hemos visto que por sea 
cual sea la naturaleza y profundidad de la intervención estatal, siempre ha 
sido necesario un marco jurídico laboral que inhiba las prácticas excluyen-
tes del mercado.

En México se ha transitado por distintas modalidades de gestión e in-
tervención gubernamental con respecto a la naturaleza deseable del merca-
do de trabajo y de su marco laboral. Han existido desde aquellos que han 
propuesto un Estado abiertamente proteccionista, hasta aquellos que, in-
fluenciados por el sistema neoliberal global, propugnan por un mercado 
laboral flexible y un Estado poco protector del trabajador. 

Entre los dos extremos, se ha hecho caso omiso, en muchos casos, de 
las especificidades sociales, económicas e inclusive culturales, lo que signi-
ficó una suerte de dinámica conflictiva entre la necesidad de la promoción 
del empleo con la existencia de un marco regulatorio que equilibrara las 
demandas laborales y salariales con la condición del mercado de trabajo. La 
consecuencia de ello es que, en cada gobierno, según su posición, se incli-
naba por alguno de los actores involucrados en las relaciones laborales (tra-
bajo y capital). 

Durante décadas, con el pri en la presidencia, se favoreció un sistema 
corporativista basado en el clientelismo político (Pampillo, 2008). Las grandes 
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centrales obreras y el gobierno se apoderaron prácticamente de todos los 
mecanismos de negociación laboral, mediante el acotamiento e intervención 
en las negociaciones colectivas por la vía del control de las grandes centra-
les de trabajadores (cnop, ctm y cnc). 

Posteriormente, en los dos sexenios cuando gobernó el pan (2000-2006 
y 2006-2012), si bien siguió operando el arreglo corporativista, se favoreció 
a la clase empresarial que era la encargada de ofertar empleos, (Calzada y 
Corona, 2008) con el argumento de que para lograr crecimiento económico 
era necesaria una estabilidad macroeconómica y para esto se tenían que 
hacer las empresas más competitivas, lo que fue el argumento que dio so-
porte a la estrategia mediante la cual se permitió la subcontratación laboral. 

Por su parte, la 4T sostiene que su política laboral siempre será en favor 
de la clase trabajadora, con su lema “por el bien de todos, primero los po-
bres” indican y postulan que sus políticas públicas siempre tienen un con-
tenido de justicia social,1 que a diferencia de los otros regímenes ahora pri-
vilegia a las clases desfavorecidas. Sin embargo, el afirmarlo no quiere decir 
que todo un sistema que ha operado durante decenios se pueda desmontar 
de la noche a la mañana, pues hay actores con gran poder económico que 
siempre han buscado influir en las políticas laborales (Basañez, 1990). 

La Secretaría del Trabajo durante la administración de AMLO, Luisa 
María Alcalde, sostuvo que el trabajo ya no sería una mercancía, como lo 
era hasta el momento de la reforma laboral de 2019. Además, argumentó 
que no se trata “solo de un cambio normativo, sino algo mucho más impor-
tante: una revolución cultural respecto al mundo del trabajo”, donde aque-
llas prácticas de amiguismo, compadrazgo y desigualdades salariales que 
eran vistas como normales al momento de buscar un empleo ya no serían 
bien vistas, ni mucho menos permitidas. Por ejemplo, situaciones en las que 
a un puesto disponible no llega quien tiene la mejor formación, sino aquel 
que tiene familiares o conocidos dentro de la institución o de la empresa.

1	La idea de justicia social es una de las más esclarecedoras de la agresiva y excluyente forma 
de subordinación de las personas al capital y, en consecuencia, del trabajo al mercado. Las 
mejoras para reducir, por ejemplo, las horas de trabajo o la incorporación de condiciones 
de salubridad mínima fueron consecuencia de la elevada mortandad de trabajadores en la 
industria durante los siglos XIX y XX y, desde luego, de la emergencia de los movimientos 
de trabajadores al promediar el siglo XX, donde la idea de justicia se amplió a la observan-
cia de los derechos humanos e igualdad.
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En el artículo Tercero de la Ley Federal de Trabajo (lft) se establece 
que el trabajo es un derecho y un deber social, no un artículo de comercio; 
en dicho instrumento legal se asegura la igualdad ante la ley de hombres y 
mujeres y, además, se estipula que todo trabajo debe efectuarse en condi-
ciones que aseguren la vida digna y la salud de los trabajadores. 

Asimismo, no debe existir discriminación de trabajadores por su origen 
étnico, género, edad, discapacidad, condición social, religión, condición 
migratoria, preferencia sexual, estado civil, entre otras. Tal artículo plantea 
que los trabajadores estén en igualdad de condiciones al momento de bus-
car un empleo, donde lo único que sea tomado en cuenta al momento de 
otorgarlo sea la preparación de quien lo solicita.

Algunas de las personas que participaron en los debates para lograr la 
reforma de 2019 sostenían que esta era sumamente importante para las 
minorías. Argumentaron que el mundo obrero, por años, había discrimi-
nado a estos grupos y ahora es tiempo de hacer justicia para ellos. Y no solo 
eso, señalaron que también se debe asegurar la no discriminación dentro 
de las empresas o centros de trabajo. Por tanto, en la reforma laboral se 
obliga a los patrones a establecer protocolos que dispongan medidas para 
la atención de discriminación por razón de género, atención a casos de 
violencia, acoso u hostigamiento laboral y sexual (Art. 132, fracción xxxi). 

Pese a los propósitos que subyacen en esos postulados, en la actualidad 
lamentablemente estos casos son muy comunes en los espacios laborales.  
En las empresas más pequeñas, con un reducido número de trabajadores , 
incluso dentro de organizaciones que, por definición, deberían ser aquellas 
donde se erradiquen estas prácticas —como en las universidades y en las 
oficinas de gobierno—, con frecuencia se conocen casos de hostigamiento 
laboral, violencia en razón de género y acoso sexual. 

En cuanto al acoso sexual, la gran mayoría de las víctimas son mujeres 
que, por miedo a perder el empleo, muchas veces no se animan a denunciar 
(Adarga, 2014). Sin embargo, no es extraño que en los últimos años las 
denuncias se hayan incrementado notablemente, es decir, no es que no exis-
tiera acoso antes, sino que era mucho más difícil transitar por todo el pro-
ceso involucrado en el levantamiento de una denuncia.

Los protocolos que se pretenden implementar en todos los centros labo-
rales tienen el objetivo de garantizar a las personas denunciantes un proceso 
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trasparente y sin ningún tipo de protección o práctica que favorezca al pre-
sumible inculpado, tales como cambio de centro de trabajo u otras prácticas 
evasivas; es decir, que velarán la existencia de un debido proceso. 

Desde luego, tampoco se pretende que se señale sin el sustento necesa-
rio, todo sujeto tiene derecho a una defensa, no obstante, en la mayoría de 
los conflictos laborales de este tipo, se ha favorecido a quienes han cometi-
do el acoso, sobre todo cuando es masculino y ocupa una posición de poder 
con respecto a la denunciante. 

En este sentido, los artículos 164 al 170 de la lft plantean que tanto 
mujeres como hombres tienen los mismos derechos y obligaciones, con ello 
se busca alcanzar una igualdad de oportunidades, además de erradicar la 
discriminación y procurar el cuidado de las mujeres en etapa de gestación, 
en caso de que existan riesgos para la salud de la madre gestante o del pro-
ducto. En estos casos, específicamente, la ley plantea que las mujeres no 
pueden realizar trabajos con alto grado de peligro, ni cubrir horarios noc-
turnos u horas extras, sin que por eso sufra perjuicio a su salario y presta-
ciones laborales. Así también, la reforma mandata que las mesas directivas 
de los sindicatos deben ser integradas con representación proporcional 
(Artículo 371 ix bis) lo que favorece que más mujeres participen en las 
decisiones gremiales. 

Como se mencionó, toda reforma laboral tiene ciertas características 
asociadas con la coyuntura y los equilibrios en el mercado de trabajo, deri-
vados de diversas posiciones de poder y, en este contexto, la de 2019 no 
estuvo exenta de esta circunstancia. La reforma se discutió justo después de 
las negociaciones para firma del nuevo Tratado Comercial de Norteamérica  
(t-mec), el cual no fue nada fácil para los representantes mexicanos.

Si bien la Reforma tuvo lugar en la última parte del sexenio de Enrique 
Peña Nieto (2012-2018), en las negociaciones estuvieron presentes miem-
bros del gabinete saliente y del que estaba por asumir la presidencia, entre 
ellos se encontraba Jesús Seade del partido del Movimiento de Regeneración 
Nacional (Morena), quien se incorporó un poco después del inicio de las 
negociaciones del tratado comercial. 

Por tanto, la 4T, y en particular el entonces presidente AMLO, no po-
drían sostener la postura deslindante de que el acuerdo fue una carga here-
dada, aunque sí sostuvo que el país tenía la gran carga de la entrada del 
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neoliberalismo con la firma del tlcan en 1994; al contrario, alabó el acuer-
do logrado sosteniendo que esta era una oportunidad “para ir aumentando 
paulatinamente los salarios y para dar certidumbre a la inversión extranjera” 
(Huerta, 2017, p. 58). 

Precisamente, la supuesta inseguridad para los capitales extranjeros fue 
usada por la oposición como factor de alarma al momento de la llegada de 
Morena a la presidencia, particularmente tras la cancelación del proyecto 
aeroportuario de Texcoco. En ese momento, se veía como un riesgo latente 
la retirada de las inversiones extranjeras en México (Lomelí, 2019), pues el 
nuevo gobierno no garantizaba su permanencia y mucho menos la llegada 
de otras.

La firma del t-mec llevó consigo, tal vez sin proponérselo, la exigencia 
de un cambio en las políticas laborales en el país, sobre todo en lo respecti-
vo a las negociaciones colectivas y la revisión de los contratos colectivos de 
trabajo, ya que a los sindicatos y las empresas estadounidenses les preocu-
paba estar en desventaja debido a las reglas tan laxas que imperaban en el 
país. Los negociadores estadounidenses exigieron garantías para que la le-
gislación no fuera tan permisiva: “el principal reclamo de los sindicatos de 
Estados Unidos y Canadá fue que en México hubiese garantía de democra-
cia sindical, negociaciones colectivas, aumento al salario mínimo y creación 
de un sistema de tribunales que resuelva las disputas laborales” (Huerta, 
2017, p. 59).

Así pues, la presión de los socios comerciales del t-mec influyó para 
que en la reforma laboral se pusiesen reglas claras respecto a este reclamo. 
Ahora bien, no es que las empresa norteamericanas o canadienses estuvie-
sen preocupadas por mejorar las condiciones laborales de los trabajadores 
mexicanos, sino que buscaban no verse amenazadas en sus propios países 
de origen debido a que en México el salario es mucho menor en compara-
ción con el que se paga en los otros dos países, lo cual implicaba un posible 
traslado masivo de empresas provenientes de ambos países. 

Las modificaciones y nuevas disposiciones que se estipularon en esta 
reforma, sin lugar a duda, nos dan herramientas para poder imaginar la 
implantación de lo que se ha denotado como una “nueva cultura laboral” 
en un sentido más amplio. Sobre todo, se abre la posibilidad para que los 
modos de hacer sindicalismo, que han imperado en nuestro país puedan 
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reformularse y lograr una representación verdadera, una que realmente ten-
ga el respaldo de la clase trabajadora y donde las prácticas clientelares, que 
son muy comunes, se puedan erradicar. No es algo que sucederá forzosa-
mente, pero se considera que las condiciones están dadas para lograrlo. 

Antes de la reforma de 2019, los gobiernos en turno tenían temor de 
enfrentarse con las grandes centrales obreras. Aunque ello dejó de ser una 
realidad incontestable hasta el “quinazo” durante la administración de Sa-
linas de Gortari en 1989 (Monsiváis, 2024); sin embargo esto fue solo un 
acontecimiento mediático que no trastocó el poder de los grandes sindica-
tos corporativistas, pues impuso como líder a Carlos Romero Deschamps, 
quien se convirtió en la imagen emblemática del líder sindical que presumía 
una vida llena de lujos y excentricidades, con recursos que le proporciona-
ba el sindicato. 

También en los sexenios panistas se puso bajo control a varios sindica-
tos, e incluso desparecieron de un manotazo a algunos otros (Montarcé, 
2017). Estas agrupaciones enfrentaron un embate mediático y la oposición 
del entonces secretario del trabajo Javier Lozano, quien se negó a darles la 
Toma de Nota, es decir, desconoció su existencia legal.

Pese a estos acontecimientos, la realidad fue que, simultáneamente, se 
negoció el apoyo político con buena parte de los sindicatos y centrales obre-
ras, es decir, que continuó el uso corporativista de estos. Incluso se otorga-
ron espacios en la administración pública a gente emanada de algunos sin-
dicatos, sobre todo del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación 
(snte), donde la exlíder sindical del magisterio logró colocar a sus allegados 
como directores del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado (issste), primero a Benjamín González Roaro (2000-
2006) (Rafael Rodríguez Coord., 2013) y después a Miguel Ángel Yunes 
(2006-2010); igualmente en las cámaras legislativas algunos curules fueron 
ocupados por sindicalistas y dejaron sin tocar el poder caciquil de muchos 
otros. 

Por tanto, en las reformas laborales anteriores a la de 2019 no se atrevían 
a proponer modificaciones ambiciosas, tanto al Artículo 123 constitucional 
como a la lft, que pudiesen amenazar el poder caciquil de varios líderes 
sindicales y de las grandes centrales obreras, en este sentido compartimos 
el argumento de Ruiz y Ruiz (2020): 
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Vemos pues, en esta somera revisión de tan importante artículo constitucio-
nal que no todos los gobiernos estuvieron dispuestos a involucrarse en la re-
gulación sindical: probablemente porque muchos líderes sindicales abande-
raban partidos políticos, o bien, ocupaban después cargos importantes en el 
gobierno. (p. 105)

Ahora bien, ¿por qué es relevante destacar que se pusieran reglas claras 
para los sindicatos, sobre todo en la negociación y elecciones de secretarias 
o secretarios generales? Es decir: ¿qué es lo que propiciaba esta laguna legal 
con relación a las prácticas sindicales? 

Son varias las causas y las consecuencias, pero es necesario destacar que, 
por mucho tiempo, estas condiciones permitieron la existencia de los lla-
mados contratos de protección (Unna, 2011), los cuales suponen la no par-
ticipación directa de los trabajadores en sus contratos colectivos. Esta situa-
ción es la que la reforma de 2019 intenta proscribir, aunque no se sabe si en 
la práctica efectivamente se logre, ya que obliga que todos los contratos sean 
revisados y sean las bases trabajadoras quienes decidan su continuidad. La 
celebración del contrato de trabajo la realiza el sindicato con mayor núme-
ro de votos, en el caso de que haya concurrencia de sindicatos en una em-
presa, o bien las puede hacer el conjunto de sindicatos mayoritarios que 
represente a las profesiones, siempre y cuando se pongan de acuerdo (Ar-
tículo 388). El voto de los trabajadores será conforme a lo establecido en el 
artículo 390 Bis. El o los sindicatos que obtengan la mayoría de votos ob-
tendrán la constancia de representatividad para celebrar y firmar el contra-
to colectivo de trabajo en los términos del artículo 387.

Recordemos que México por mucho tiempo estuvo fuera de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (oit), debido a que las políticas laborales 
del país no podían estar dentro de las disposiciones generales de dicha or-
ganización: México fue el último en ratificar el convenio 98 en la región 
de América Latina y el Caribe, lo hizo el Senado el 23 de septiembre de 
2018, casi 69 años después de su adopción por la Organización Interna-
cional del Trabajo. 

Este convenio, complementario del establecido en 1987 que protege 
la libre sindicación laboral, asegura la libre asociación sindical y la nego-
ciación colectiva. En nuestro país, la mayoría de las veces los contratos 



	 L A S  R E F O R M A S  L A B O R A L E S  B A J O  L A  C U A R TA  T R A N S F O R M A C I Ó N :  U N  B A L A N C E  D E  C O R T O  P L A Z O � 31

colectivos de trabajo se firmaban únicamente entre la cúpula sindical y la 
patronal, mientras que el gran universo de los trabajadores no conocía su 
contrato colectivo ni los derechos que tenían; se llegaba incluso a tener un 
contrato de protección desde antes que siquiera se abriera una empresa para 
blindarla de posteriores reclamos de los trabajadores. Se les denominó ge-
néricamente como contratos de protección debido a que: 

Protegen a los intereses de los patrones. Son el resultado de una negociación 
oculta entre sindicatos y patrones tramposos; ese arreglo se materializa en la 
firma de un contrato colectivo de deslealtad, que ataca a los derechos de los 
trabajadores. Estos contratos de protección son funestos para los trabajado-
res. Al no ser negociados por los representantes de los empleados, las condi-
ciones son favorables al patrón, casi siempre se fijan reconociendo unas 
cuantas prestaciones a los trabajadores, que por lo general son reiteraciones 
de los derechos mínimos que establece la ley. (Davalos, 2019, p. 23)

De lo anterior resulta que la Reforma laboral de 2019 continúa teniendo 
claroscuros en sus alcances. Evidentemente la vinculación comercial con 
los dos socios del Tratado de libre Comercio, transformado en t-mec, im-
pulsó que muchos sindicatos tuvieran mayor transparencia en sus procesos 
debido a la vigilancia de las organizaciones gremiales de Estados Unidos y 
Canadá ante el eventual riesgo de sus agremiados, al pasar buena parte de 
los procesos de trabajo hacia México, pero ello es también consecuencia de 
las estrategias de sus monopolios por abaratar costos.

La Reforma laboral de 2019 ciertamente ha permitido abatir los niveles 
de outsourcing previos a la implantación de dicho ordenamiento legal, pero 
ello ha implicado, de igual manera, que el crecimiento del empleo formal 
se haya estancado. Lo cierto es que más allá de las adecuaciones para hacer 
más firme la legislación laboral, la estructura productiva, con una reducida 
articulación entre sectores y regiones hace prácticamente imposible mejorar 
las condiciones laborales, es decir, se cuenta con un marco regulatorio que 
se encuentra de frente a la precariedad estructural del empleo. Y esta situa-
ción no puede resolverse únicamente con el voluntarismo de que se hace 
gala con inusitada frecuencia.
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Conclusiones

Las reformas a la Ley Federal del Trabajo de 2012 y 2019 deben analizarse 
a la luz de los grandes procesos de cambio que se vivieron en el interludio 
de esos años. La amalgama de acontecimientos políticos de ese periodo de 
apenas nueve años ha sido relevante para la vida económica, política y la-
boral. Lo más destacado ha sido el tránsito de políticas abiertamente a favor 
del mercado y de aliento a la impunidad de los patrones, hacia otras donde 
prevalece un claro interés por lograr mayores garantías laborales de respeto, 
inclusión y dignificación. 

Desafortunadamente esto ocurre en un espacio caracterizado por el res-
quebrajamiento de los eslabones productivos y la desarticulación entre sec-
tores y regiones, resultado de más de cuatro décadas de implementación de 
políticas de exposición al comercio y a la inversión sin restricción alguna. 
Es difícil realizar el balance de una reforma que, si bien ya tiene seis años 
de haberse promulgado, no ha contado con un entorno adecuado para su 
implementación amplia. Acontecimientos como la pandemia, la transición 
hacia la izquierda política y la dificultad para modernizar las prácticas cor-
porativistas que han regulado la vida laboral durante casi un siglo no son 
obstáculos fáciles de encarar ni de superar.

El análisis del periodo entre ambas reformas requiere de un balance que 
permita una perspectiva equilibrada para evaluar la naturaleza de los cam-
bios en el mercado laboral, lugar en el que muchas de las medidas legales 
parecen no llegar ni con la profundidad ni con la fuerza necesarias para 
facilitar la transición hacia una sociedad y una economía respetuosas del 
trabajo. 

La reforma laboral de 2019 no ha dejado atrás las prácticas corporati-
vistas, pero debe evaluarse a la luz de un marco normativo que sea necesa-
riamente el cimiento de una estrategia favorecedora de la estabilidad laboral 
y la promoción del derecho humano al trabajo digno e incluyente.
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Resumen

El Banco del Bienestar, conocido por sus siglas BaBien, corresponde a una 
estrategia territorial en el ámbito nacional. Su creación se sustenta en el 
hecho que muchos municipios del país no cuentan con alguna sucursal 
bancaria debido a que la banca comercial tiende a instalarse en las zonas 
con mayor población, dejando de lado las pequeñas localidades. El surgi-
miento de estos bancos tiene como objetivo entregar puntualmente los apo-
yos gubernamentales a población vulnerable en todo el país. Con base en 
ello, el objetivo de este documento es analizar la creación y funcionamien-
to de los BaBien en Michoacán y su papel en el ámbito del reforzamiento 
del Estado de bienestar promovido por el Gobierno Federal.
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Introducción

El 19 de julio de 2019 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (dof) 
el decreto de creación del Banco del Bienestar (también conocido como 
BaBien), institución cuyo origen forma parte de uno de los 100 compromi-
sos pronunciados por el presidente Andrés Manuel López Obrador (AMLO) 
durante el 1 de diciembre de 2018. Esta infraestructura bancaria tiene como 
propósito principal atender el rezago financiero de la gente pobre, y ofrecer 
cobertura en los pueblos más apartados, para que las personas puedan co-
brar la ayuda del gobierno y en esa misma cuenta puedan recibir remesas y 
otros ingresos, así como mantener sus ahorros con rendimientos y garantías 
de seguridad (AMLO, 2020), lo que permite eliminar prácticas corruptas o 
clientelares en el manejo de apoyos sociales (pnd, 2019).

La creación del Banco del Bienestar corresponde a una estrategia terri-
torial, ya que muchos municipios del país no registran una sola sucursal de 
instituciones financieras y ni siquiera un cajero automático (pnd, 2019), por 
esto mismo su diversificación territorial y la dotación de servicios financie-
ros pretende coadyuvar a los programas sociales (por ejemplo: Crédito a la 
Palabra, Pensión para el Bienestar de las Personas Mayores, Jóvenes Cons-
truyendo el Futuro, entre otros) impulsados por el Estado de bienestar.

Según la Política Nacional de Inclusión Financiera, se tenía previsto la 
construcción de 2 700 sucursales del Banco del Bienestar y la instalación de 
cajeros automáticos en los 13 500 Centros Integradores de Desarrollo que 
se desplegarán en todo el país (pnif, 2020, p. 70). De acuerdo con los resul-
tados proporcionados por el Banco del Bienestar, en 2021, existían 441 su-
cursales (bb, 2021), mientras que de enero de 2023 a febrero de 2024 se 
crearon 1 828 nuevas sucursales, con las cuales, a junio de 2024, la red de 
sucursales y de cajeros automáticos alcanzó un total de 3 149 y 2 945, res-
pectivamente (bb, 2024).1

El objetivo de este capítulo es medir y comparar, desde una perspec-
tiva espacio-temporal, la evolución de la Banca del Bienestar en México y 
particularmente en el Estado de Michoacán durante el sexenio del presi-

1	El ejercicio de medición recurrió a datos proporcionados por la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores, por esto mismo, pudiera no coincidir con los totales.
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dente Andrés Manuel López Obrador. Asociado a lo anterior, nuestra pre-
gunta guía de la investigación es la siguiente: ¿La creación de las entidades 
bancarias del bienestar ha favorecido a una mayor cobertura financiera a 
los municipios de México y particularmente al territorio michoacano?

La investigación se organiza en cinco partes. En primer lugar, se expo-
nen los métodos de investigación que fueron aplicados en el capítulo. En 
segundo lugar, se presenta la discusión teórica sobre el Estado de bienestar. 
En tercer lugar, se dimensiona el papel de las sucursales bancarias en Mé-
xico durante el sexenio de AMLO. En cuarto lugar, se mide, desde una 
perspectiva espacial, el papel del Banco de Bienestar en el Estado de Mi-
choacán. Por último y quinto lugar, se encuentran las conclusiones donde 
se presentan los hallazgos y las futuras líneas de investigación.

Metodología: creación de datos geográficos  
y métodos geoespaciales

Se utilizó un diseño mixto que combina diversos métodos de investigación. 
La fase cualitativa consistió en revisar literatura especializada para descifrar 
el sentido y el propósito de las políticas del bienestar de AMLO y cómo 
estas tienen como interés principal el beneficio de la sociedad mexicana.

En cuanto a la fase cuantitativa, se construyó una base de datos de los 
Bancos del Bienestar donde se incorporó el nombre del municipio, la colo-
nia, la calle y el código postal a partir del directorio de sucursales propor-
cionadas por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp), también 
se organizó una base de información de corte diacrónico de la banca múl-
tiple y de desarrollo en México y en el Estado de Michoacán, a través de 
fuentes oficiales de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (cnbv).

Se aplicaron dos Sistemas de Información Geográfica (sig). El primero 
fue Google Earth Pro, con el que se realizó la georreferenciación de 174 
bancos de bienestar ubicados en el Estado de Michoacán, una vez realizado 
el proceso se llevó a cabo su conversión de formato KML por uno vectorial. 
El segundo fue ArcGIS 10.8, software que sirvió para hacer la unión de 
atributos espaciales entre las tablas estatales y municipales de las sucursales 
bancarias con la capa vectorial municipal, para después exportar dicha 
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información de las entidades con el objetivo de conservar todos los registros 
en la capa vectorial.

El Estado de bienestar social: los programas  
del Bienestar en el sexenio de AMLO

Andrés Manuel López Obrador tomó posesión de la presidencia de la Re-
pública el primero de diciembre de 2018, en su toma de protesta mencionó 
la estrategia principal de su gobierno, que sería también su eslogan: “Por el 
bien de todos, primero los pobres”. Su política social se sustentaba en el 
apoyo inmediato a las clases menos favorecidas a fin de rescatarlos de la 
pobreza.

La Secretaría del Bienestar surgió mediante decreto publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2018, para iniciar sus 
funciones el primero de diciembre, mismo día de toma de posesión de 
AMLO. Con el objetivo de coordinar las acciones que incidan en el bienes-
tar de la población, el combate a la pobreza y el desarrollo humano, fomen-
tando un mejor nivel de vida, así como promover la construcción de obras 
de infraestructura y equipamiento para fortalecer el desarrollo e inclusión 
social.

Los antecedentes de las Secretaría del Bienestar se remontan a 1959, 
durante el gobierno de Adolfo López Mateos, cuando se creó la Secretaría 
de Obras Públicas. En 1976 en el gobierno de Luis Echeverría Álvarez su 
nombre se modificó a Secretaría de Asentamientos Humanos y Obras Pú-
blicas. En 1982, con la llegada de Miguel de la Madrid Hurtado a la presi-
dencia, cambió a Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología. Finalmente, 
en 1992, Carlos Salinas de Gortari la nombró Secretaría de Desarrollo Social.

El martes 5 de junio de 2022 se publicó en el Diario Oficial de la Fede-
ración el Manual de organización general de la Secretaría del Bienestar, 
donde se establece que su misión es: “Coadyuvar al establecimiento del 
estado de bienestar en donde las personas como sujetos de derecho, en 
particular los grupos históricamente vulnerables, mejoren sus niveles de 
bienestar, inclusión y equidad durante su curso de vida considerando la 
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diversidad cultural, social y territorial, a través de la consolidación de polí-
ticas públicas integrales, con desarrollo sustentable e inclusión productiva”.

Durante muchos años han existido en México diversos programas so-
ciales cuyo objetivo ha sido mejorar las condiciones de vida de la población. 
Algunos se han dirigido hacia los grupos más vulnerables a fin de reducir 
el número de pobres en el país. Sin embargo, durante los gobiernos neoli-
berales, su aplicación se hacía con fines electorales y no siempre llegaban a 
los más necesitados. Por esa razón, en el gobierno de AMLO se eliminó la 
condicionalidad de algunos programas sociales a fin de evitar que futuros 
gobiernos los aplicaran para beneficio de grupos cercanos a ellos.

Los programas sociales que instauró AMLO fueron principalmente 
cinco: Jóvenes Construyendo el Futuro, Becas Benito Juárez, Sembrando 
Vida, Bienestar de Niñas y Niños Hijos de Madres Trabajadoras y Pensión 
para el Bienestar (de adultos mayores y personas con discapacidad) (Moy, 
2024). Todos ellos en conjunto buscaban mejorar la calidad de vida de las 
personas a través de una aportación económica mensual por parte del 
Gobierno federal.

Cada programa va dirigido a un segmento de la población que puede 
estar en condiciones de vulnerabilidad. Por ejemplo, Jóvenes Construyendo 
el Futuro tiene por objetivo capacitar a los jóvenes que no tienen trabajo, 
con edades de entre 18 y 29 años, en empresas o centros de trabajo a fin de 
facilitar su inserción laboral. Reciben una beca mensual equivalente a un 
salario mínimo durante un año (Gobierno de México, 2025).

Por su parte, las Becas Benito Juárez buscan garantizar el acceso a la 
educación a personas en situación de pobreza y también reducir la deserción 
escolar por falta de recursos. Mediante este programa se apoya económica-
mente a familias en condiciones de vulnerabilidad que tengan hijos que 
cursan la educación básica, media superior y superior (Presidencia de la 
República, 2019a).

A través del programa Sembrando Vida se pretende atender dos graves 
problemas, reducir la pobreza rural y la degradación ambiental. Mediante 
este programa se apoya a los productores para recuperar la cobertura fores-
tal y hacer más productiva la tierra, y de esa manera aumentar la autosufi-
ciencia alimentaria al tiempo que se reactiva la economía local y se regene-
ra el tejido social en las comunidades (Gobierno de México, 2024a).



	 E V O L U C I Ó N  E S PA C I A L  D E  L A  B A N C A  D E L  B I E N E S TA R  E N  M É X I C O  Y  M I C H O A C Á N ,  2 0 1 9 - 2 0 2 4 �40

El Programa de Apoyo para el Bienestar de las Niñas y Niños Hijos de 
Madres Trabajadoras se implementó para mejorar las condiciones de acce-
so a cuidados y educación de la población que se encuentra en el rango de 
edad de cero a 23 años, en condiciones de vulnerabilidad por la falta de uno 
o ambos padres (Gobierno de México, 2025a).

El programa social más relevante, tanto por el número de beneficiados 
como por el monto asignado, es la Pensión para Adultos Mayores. Este 
programa está dirigido a mejorar la situación de la población adulta, desde 
los 65 años, mediante una pensión económica mensual. El ocho de mayo 
de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto que ele-
va a rango constitucional el derecho a la pensión no contributiva para las 
personas adultas mayores (Presidencia de la República, 2023).

Dimensión de las sucursales bancarias  
en México, 2019-2024

La entrada en vigor de las políticas neoliberales y el nuevo patrón de acu-
mulación de capital con tendencias abiertas favorecieron la desregulación 
del sistema financiero mexicano, lo que dio lugar a un mayor protagonismo 
del sector privado en la intermediación financiera en detrimento de las 
instituciones financieras públicas. 

Al respecto, Girón y Levy (2005) señalan que las modificaciones que 
sufrió el sistema financiero mexicano se iniciaron en la década de los ochen-
ta con la privatización de las empresas productivas estatales, la reprivatiza-
ción del sistema bancario, la restitución de la función de banca de inversión 
a la banca universal y la conformación de varios grupos financieros, así 
como la reforma del mercado de valores. Sin embargo, el proceso más im-
portante que marcó un hito de inflexión se produjo en 1994, con la firma 
del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan), cuyas ope-
raciones generaron la desregulación global de los circuitos financieros, lo 
que agravó la competencia entre los grupos financieros internacionales y 
nacionales (Castro, 2024a).

Actualmente, según la clasificación de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, la estructura del sistema financiero mexicano se organiza en 
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siete sectores: i) los intermediarios bancarios; ii) el mercado bursátil, donde 
se inscriben las bolsas de valores (por ejemplo, la bmv y la biva); iii) los 
derivados; iv) el sector de seguros y fianzas; v) los fondos de pensiones, cuya 
participación se realiza a través de las Administradoras de Fondos para el 
Retiro (afore); vi) los fondos y fideicomisos públicos regulados por el Ban-
co de México; y, vii) el sector de intermediarios financieros no bancarios.2 

En cuanto al sector bancario, este se divide en comercial y de desarrollo. 
El primero corresponde a los bancos privados, como son: bbva, abc capital, 
BanRegio, CI Banco, Ve por Más, Santander, Bajío, hsbc, Monex, BanCo-
ppel, Scoatiabank y Azteca. Los de desarrollo son aquellos en los que par-
ticipa el Gobierno federal.

Según los datos reportados por la Comisión Nacional Bancaria y de 
Valores (cnbv), en 2019 había 13 441 sucursales bancarias en México, de las 
cuales la tercera parte del total se encontraba en las siguientes entidades 
federativas por orden de importancia: Ciudad de México, Estado de Méxi-
co, Jalisco y Nuevo León. A poco más de cuatro años, en particular en 2024, 
el número de sucursales aumentó a 15 148 establecimientos y el estado de 
Veracruz se situó en cuarto lugar (véase la Figura 2.1).

2	La clasificación se puede ver con más detalle en el siguiente vínculo: https://www.gob.mx/
cms/uploads/attachment/file/23187/Estructura_del_Sistema_Financiero_Mexica-
no_2015.pdf

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/23187/Estructura_del_Sistema_Financiero_Mexicano_2015.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/23187/Estructura_del_Sistema_Financiero_Mexicano_2015.pdf
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/23187/Estructura_del_Sistema_Financiero_Mexicano_2015.pdf
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Figura 2.1. México: sucursales bancarias por Estado, 2019-2024

Fuente: elaboración propia a partir de la CNBV (marzo de 2019 y 2024).

En la Figura 2.2 se observan las variaciones temporales según el sector 
bancario. En lo que respecta a las sucursales comerciales, entre 2019 y 2024 
se registró una disminución de 1 019 establecimientos repartidos en veinti-
séis estados. Los estados que experimentaron un aumento fueron Chiapas, 
Querétaro, Baja California Sur, Campeche, Colima y Tlaxcala. Por su parte, 
los bancos de desarrollo registraron un aumento de 2,726 sucursales distri-
buidas en el territorio mexicano entre 2019 y 2024. Algunas de las entidades 
que más crecieron, en orden de importancia, son: Oaxaca, Veracruz, Puebla, 
el Estado de México, Chiapas, Michoacán, Jalisco, Hidalgo y Guerrero.
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Figura 2.2. México: tipo de sucursales bancarias por Estado, 2019-2024

Fuente: elaboración propia a partir de la CNBV (marzo de 2019 y 2024).

Auge y diversificación de la banca de desarrollo, 2019-20203

Según la cnbv (2016) existen seis instituciones que constituyen el sistema 
de banca de desarrollo mexicano, son las siguientes: la Nacional Financiera, 
S.N.C. (Nafin); la Banca Nacional de Obras y Servicios Públicos, S.N.C. 
(Banobras); el Banco Nacional del Comercio Exterior, S.N.C. (Bancomext); 
la Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C. (shf); el Banco del Ahorro Nacio-
nal y Servicios Financieros, S.N.C. (Bansefi); y, el Banco Nacional del Ejér-
cito, Fuerza Aérea y Armada, S.N.C. (Banjército).

3	Para el periodo del 2019 y 2024, incluye bancos de Bansefi (hoy Bienestar) y Banjército.
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En cuanto a la Banca del Ahorro Nacional y Servicios Financieros (Ban-
sefi) se creó el 1° de junio de 2001,4 a través de la Ley Orgánica del Banco 
del Ahorro Nacional y Servicios Financieros (Bansefi, 2016; Gutiérrez, 
2023). Esta institución fue establecida con la finalidad de promover el aho-
rro, el financiamiento y la inversión entre la población. El principal objeti-
vo para su establecimiento fue fortalecer y desarrollar el ahorro y el crédito 
popular, así como ofrecer servicios financieros a los sectores más vulnera-
bles. Años después, concretamente 19 de julio de 2019, se transformó en lo 
que se conoce como el Banco del Bienestar mediante la Ley Orgánica del 
Banco del Bienestar (lobb, 2019).

El cambio que se llevó a cabo durante el gobierno de Andrés Manuel 
López Obrador tuvo el objetivo de promover y facilitar el ahorro de la po-
blación, dentro y fuera de México, así como acceder a financiamiento. El 19 
de julio de 2019 Bansefi se convirtió en el “Banco del Bienestar, Sociedad 
Nacional de Crédito”, con la publicación de la Ley Orgánica del Banco del 
Bienestar. El Banco del Bienestar se rige por los principios establecidos en 
su artículo tercero, que dicta que la institución “realizará funciones de ban-
ca social, para lo cual tendrá por objeto promover y facilitar el ahorro, el 
acceso al financiamiento en condiciones equitativa, la inclusión financiera, 
el uso y fomento de la innovación tecnológica” (Asesores, 2024, pp. 1-2).

En México, la inclusión financiera se define como el acceso y uso de 
servicios financieros formales bajo una regulación apropiada que garantice 
esquemas de protección a las personas usuarias y promueva la educación 
financiera a partir de cuatro características. La primera responde al acceso 
a las infraestructuras disponibles para ofrecer servicios y productos finan-
cieros. La segunda es el uso de productos o servicios financieros. La tercera 
peculiaridad responde a la protección de las personas usuarias. La cuarta 
corresponde a la penetración de la educación financiera en la población 
(cnbv, 2020).

Es importante mencionar que la cuestión del acceso forma parte de los 
objetivos fundamentales del Banco del Bienestar, tal y como se establece en 
el artículo siete, fracción xvi, de la Ley Orgánica del Banco del Bienestar 

4	Esta institución financiera tiene como antecedente al Patronato del Ahorro Nacional (PAH-
NAL), el cual fue creado mediante Decreto Presidencial publicado el 31 de diciembre de 
1949 (AFBM, 2012).
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(lobb, 2019: 4), donde se indica que “la institución deberá contar con la 
infraestructura necesaria para la adecuada prestación de servicios y reali-
zación de operaciones, en las distintas regiones del país y, en su caso, en el 
extranjero”. Según el Programa Institucional 2020-2024 del Banco del Bien-
estar, estas infraestructuras bancarias ofrecen los siguientes productos y 
servicios:

Productos de depósito a la vista (Debicuenta); Productos de ahorro (Cuen-
taahorro y Tandahorro); Inversión (Pagaré con Rendimiento Liquidable al 
Vencimiento); Envíos de dinero (remesas nacionales e internacionales); Bi-
lletes de Depósito (bides); Recepción de Pagos a Cuenta de Terceros (con-
sar, telmex); Distribución de Microseguros; Compra-Venta de Divisas; 
Contrato de Comisión Mercantil y Depósito de Titulo en Custodia y Admi-
nistración; Dispersión de recursos; Servicio de cetesdirecto; Programa de 
Crédito de Segundo Piso para Intermediarios Financieros, Fideicomisos y 
Entidades Públicas; Programa de Ahorro Previo para Vivienda; Programas 
Educativos para Personas del Sector; y, Programas Educativos para Socieda-
des del Sector. (dof, 2021)

Sin embargo, a seis años del mandato presidencial del presidente Andrés 
Manuel López Obrador, el Banco del Bienestar ha sufrido diversos ajustes 
financieros. Tal vez el más importante es dejar el mercado de las remesas 
para dar mayor prioridad la bancarización de los beneficiarios nacionales 
de los programas sociales, que alcanzan los 25 millones de usuarios al cierre 
de la administración de AMLO.5 

5	Para conocer más sobre el tema, ver el siguiente vínculo: https://www.gob.mx/bancodel-
bienestar/prensa/comunicado-002-banco-del-bienestar-deja-mercado-de-remesas-prio-
riza-bancarizacion-de-beneficiarios-de-programas-sociales

https://www.gob.mx/bancodelbienestar/prensa/comunicado-002-banco-del-bienestar-deja-mercado-de-remesas-prioriza-bancarizacion-de-beneficiarios-de-programas-sociales
https://www.gob.mx/bancodelbienestar/prensa/comunicado-002-banco-del-bienestar-deja-mercado-de-remesas-prioriza-bancarizacion-de-beneficiarios-de-programas-sociales
https://www.gob.mx/bancodelbienestar/prensa/comunicado-002-banco-del-bienestar-deja-mercado-de-remesas-prioriza-bancarizacion-de-beneficiarios-de-programas-sociales
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Figura 2.3. México: sucursales de la banca de desarrollo, 2019

Fuente: elaboración propia a partir de la CNBV (marzo 2019).

Según la información recopilada por la Comisión Nacional Bancaria y 
de Valores, entre 2019 y 2024 la cobertura de los bancos de desarrollo in-
crementó en 2 726 el número de establecimientos. En 2019, del total de 
municipios, tan solo 495 contaban con bancos de desarrollo, ubicados prin-
cipalmente en ciudades y municipios con mayor dinámica urbana, como la 
Ciudad de México (Miguel Hidalgo, Iztapalapa, Álvaro Obregón, Cuauhté-
moc, Venustiano Carranza, Coyoacán y Gustavo A. Madero), Puebla (Pue-
bla), Baja California (Tijuana y Ensenada), Guerrero (Chilpancingo de los 
Bravos), Jalisco (Guadalajara), Chihuahua (Juárez) y Chiapas (Tuxtla Gu-
tiérrez). Por su parte, en 2024, la cobertura de los bancos de desarrollo tenía 
una mayor incidencia en el territorio mexicano. No obstante, todavía hay 
municipios que carecen de presencia bancaria, como Almoloya del Río, en 
el Estado de México, y Villa de Tamazulápam del Progreso, en Oaxaca (véan-
se las Figuras 2.3 y 2.4).
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Figura 2.4. México: sucursales de la banca de desarrollo, 2024

Fuente: elaboración propia a partir de la CNBV (marzo 2024).
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Tabla 2.1. Programas del Bienestar: número de personas beneficiarias en 2024
Estado PAB_NNHMT PPB_PAM PPB_PDP PSV PB_PESN Total %

1 047 118 508 14 918  1 134 474 0.92

Baja 
California 19 517 312 170 59 008  1 650 392 345 2.68

Baja 
California 
Sur 

4 179 59 120 11 932  75 231 0.51

Campeche 8 643 82 231 19 270 19 629 129 773 0.89

Coahuila 927 286 800 21 662  309 389 2.12

Colima 2 530 81 004 9 275 4 678 97 487 0.67

Chiapas 2 663 420 173 84 687 81 019 1 588 543 4.02

25 059 361 430 26 745 22 332 3 234 438 800 3.00

Ciudad de 
México 28 028 1 210 113 155 630  1 393 771 9.53

Durango 7 128 177 434 14 549 20 768 219 879 1.50

3 778 569 077 51 268  624 123 4.27

Guerrero 35 102 350 186 57 895 34 799 190 385 668 367 4.57

Hidalgo 3 366 315 685 28 320 10 337 357 708 2.45

Jalisco 7 455 825 702 49 805 1 590 884 552 6.05

México 28 532 1 441 074 154 245 87 1 805 1 625 743 11.12

3 873 520 893 43 635 11 085 579 486 3.96

Morelos 1 015 215 746 14 489 5 218 236 468 1.62

Nayarit 11 336 134 777 25 865 6 248 178 226 1.22

Nuevo León 1 383 512 721 36 213  550 317 3.76

Oaxaca 2 573 445 529 58 928 34 700 8 040 549 770 3.76

Puebla 30 264 587 563 77 721 15 625 711 173 4.86

Querétaro 1 023 194 697 16 893  212 613 1.45

Quintana 
Roo 2 443 98 432 16 777 9 566 16 127 234 0.87

San Luis 
Potosí 697 295 282 38 295 17 842 352 116 2.41

Sinaloa 9 292 335 292 62 941 9 200 416 725 2.85

Sonora 9 446 295 930 35 369 4 703 345 448 2.36

Tabasco 1 518 206 384 27 325 54 102 289 329 1.98

3 242 356 471 31 342 4 304 1 163 396 522 2.71

Tlaxcala 1 150 117 190 20 304 4 742 143 386 0.98

Veracruz 1 752 908 441 121 801 64 042 1 096 036 7.50

Yucatán 2 531 231 592 28 956 9 694 272 773 1.87

Zacatecas 8 764 180 119 35 878 428 225 189 1.54

Nacional 270 256 12 247 766 1 451 941 446 738 206 295 14 622 996 100.0
Fuente: elaboración propia a través de la Secretaría del Bienestar (4° trimestre de 2024). Nota: PAB_NN-
HMT-Programa de Apoyo para el Bienestar de las Niñas y Niños, Hijos de Madres Trabajadoras. PPB_
PAM-Programa Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores. PPB_PDP-Programa Pensión 
para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente. PSV-Programa Sembrando Vida. PB_
PESN-Programa para el Bienestar de las Personas en Emergencia Social o Natural.
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Diversificación espacial de la banca de bienestar 
en Michoacán

Según la Secretaría del Bienestar, en su último informe de 2024, registró que 
más de catorce millones de personas han sido beneficiarias en algunos pro-
gramas sociales del bienestar, los principales estados por orden de impor-
tancia son: Estado de México, Ciudad de México, Veracruz, Jalisco, Puebla, 
Guerrero, Guanajuato, Chiapas y Michoacán. Este último se ha beneficiado 
a través del Programa Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas 
Mayores y el Programa Pensión para el Bienestar de las Personas con Dis-
capacidad Permanente (véase la Tabla 2.1).

Por su parte, en la página oficial de los programas para el bienestar, en 
Michoacán han llegado a más de un millón de personas, lo que equivale a 
más del 85 % de las viviendas de la entidad. En otras palabras, los programas 
sociales llegan a ocho de cada diez hogares. Esta misma dependencia men-
ciona que, en total, de 2019 a 2024 la administración del presidente Andrés 
Manuel López Obrador ha destinado al estado de Michoacán 105 mil mi-
llones de pesos para los programas de bienestar.6

Esta inversión que absorbió el estado de Michoacán necesitó de un sis-
tema bancario robusto que permitiera sustraer los montos correspondientes 
a la población beneficiaria. Los principales programas con mayor cobertu-
ra en el estado son la Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas 
Mayores, con 511 165 beneficiarios, y la Beca para el Bienestar Benito Juárez 
de Educación Básica, con 224 231 becarios. Otros programas sociales que 
también destacan son: la Beca Universal para el Bienestar Benito Juárez de 
Educación Media Superior, así como los programas Fertilizantes para el 
Bienestar y Producción para el Bienestar.7

6		 Información recuperada de: https://programasparaelbienestar.gob.mx/
7		 Información recuperada de: https://programasparaelbienestar.gob.mx/
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Figura 2.5. Michoacán: evolución temporal de las sucursales bancarias, 2019-2024

Fuente: elaboración propia a partir de la CNBV (marzo 2019, 2024).

En Michoacán existen diversos programas sociales de bienestar que han 
beneficiado a miles de personas. Al retomar la pregunta de investigación, 
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según la Figura 2.5 se observan dos temporalidades en la diversificación 
espacial de los bancos en esa entidad.

En 2019, las instituciones comerciales ejercían un importante dominio, 
monopolizando y privatizando los recursos de la entidad. Esta dinámica ha 
ido disminuyendo gradualmente, ya que para el 2024 se observa la inciden-
cia de las instituciones públicas cuyas operaciones financieras se han expan-
dido por todo el territorio, registrándose al menos una sucursal de desarro-
llo en cada municipio.

La Tabla 2.2 muestra una cuadrícula en la que se puede observar el 
aumento y la disminución de las sucursales bancarias en Michoacán. En 
primer lugar, se puede observar que diez municipios han aumentado el 
número de sucursales comerciales, pero de igual manera, los Bancos del 
Bienestar han crecido en gran parte del territorio michoacano. En segundo 
lugar, algunos municipios han perdido instituciones privadas, sobre todo la 
metrópoli de Morelia.

Otra característica interesante es la reducción del número de sucursales 
comerciales donde se encuentran grandes concentraciones de la población 
(Castro, 2024b). Lo anterior permite comprender la incorporación de los 
Bancos del Bienestar como una estrategia territorial que han contribuido a 
la inclusión financiera. En la Figura 6 se puede observar que existen 174 
sucursales del Bienestar, en su mayoría se encuentran al norte del estado en 
detrimento con la parte sur, sin embargo, los Bancos del Bienestar se han 
diversificado en gran parte del territorio teniendo como resultado que todo 
municipio tenga una sucursal.

Por último, pero no menos importante, la ubicación de los Bancos del 
Bienestar ha favorecido a una mayor inclusión de los servicios financieros 
para la población michoacana; sin embargo, por la geomorfología del terre-
no presenta ciertas áreas con mayor dificultad para asistir a las sucursales 
bancarias, por ejemplo, aquellas localidades que se encuentran en la Sierra 
Madre del Sur.
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Tabla 2.2. Variación bancaria por municipio en Michoacán, 2019-2024

Fuente: elaboración propia.

Cuadro 2.2. Variación bancaria por municipio en Michoacán, 2019-2024
Banca comercial Banca de bienestar

Au
m

en
to

  
de

 s
uc

ur
sa

le
s

Lázaro Cárdenas, Uruapan, 
Apatzingán, Buenavista, La Piedad, 
Tancítaro, Tangamandapio, Peribán, 

Purépero, Sahuayo,

Lázaro Cárdenas, Morelia, Uruapan, Hidalgo, Puruándiro, Zamora, 
Apatzingán, Buenavista, Cherán, Maravatío, Pátzcuaro, Tarímbaro, 

Zacapu, Álvaro Obregón, Angangueo, Aquila, Coahuayana, 
Coeneo, Contepec, Charapan, Chilchota, Erongarícuaro, La 

Huacana, Huetamo, Indaparapeo, Jiquilpan, Nahuatzen, Nuevo 
Parangaricutiro, Ocampo, Parácuaro, Paracho, Penjamillo, La 
Piedad, Cojumatlán de Régules, Santa Ana Maya, Tacámbaro, 

Tancítaro, Tangamandapio, Tocumbo, Turicato, Tuzantla, 
Tzintzuntzan, Vista Hermosa, Zitácuaro, Acuitzio, Aguililla, 
Angamacutiro, Aporo, Ario, Arteaga, Briseñas, Carácuaro, 

Coalcomán de Vázquez Pallares, Copándaro, Cotija, Cuitzeo, 
Charo, Chavinda, Chinicuila, Chucándiro, Churintzio, Churumuco, 

Ecuandureo, Epitacio Huerta, Gabriel Zamora, Huandacareo, 
Huaniqueo, Huiramba, Jungapeo, Lagunillas, Madero, Irimbo, 
Ixtlán, Jacona, Jiménez, Juárez, Marcos Castellanos, Morelos, 
Múgica, Nocupétaro, Nuevo Urecho, Numarán, Pajacuarán, 

Panindícuaro, Peribán, Purépero, Queréndaro, Quiroga, Los Reyes, 
Sahuayo, San Lucas, Salvador Escalante, Senguio, Susupuato, 
Tangancícuaro, Tanhuato, Taretan, Tepalcatepec, Tingambato, 

Tingüindín, Tiquicheo de Nicolás Romero, Tlalpujahua, Tlazazalca, 
Tumbiscatío, Tuxpan, Tzitzio, Venustiano Carranza, Villamar, 
Yurécuaro, Zináparo, Zinapécuaro, Ziracuaretiro, José Sixto 

Verduzco

D
is

m
in

uc
ió

n 
 

de
 s

uc
ur

sa
le

s

Morelia, Hidalgo, Puruándiro, 
Zamora, Cherán, Tarímbaro, Zacapu, 

Chilchota, Penjamillo, Tocumbo, 
Angamacutiro, Ario, Arteaga, 

Coalcomán de Vázquez Pallares, 
Huandacareo, Huandacareo, Marcos 

Castellanos, Tanhuato,

No hay presencia de municipios 

Fuente: elaboración propia.
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Figura 2.6. Michoacán: georreferenciación de las sucursales de Bienestar, 2024

Fuente: elaboración propia a partir del Gobierno de México (2024).

Conclusiones

El Estado de bienestar es una estructura de poder que ha favorecido la crea-
ción de políticas sociales en beneficio de los ciudadanos mexicanos. Los 
bancos de desarrollo, que en su mayoría corresponden a sucursales del Bien-
estar, han contribuido a una mejor inclusión financiera de miles de personas 
que carecían de acceso a los servicios de infraestructura.

La diversificación espacial de las infraestructuras bancarias del bienes-
tar es una estrategia que se divide en dos partes. Por un lado, se trata de una 
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estrategia territorial que permite ampliar el alcance de los programas socia-
les. Por otro lado, la creación de sucursales es una respuesta a los problemas 
de monopolio y privatización causados por la banca comercial.

El laboratorio de análisis fue el estado de Michoacán, que evidenció el 
crecimiento de los bancos del Bienestar y su diversificación espacial, lo que 
generó una mayor inclusión financiera para el acceso a los servicios banca-
rios. Sin embargo, es oportuno mencionar que el presente estudio se centra 
en la dinámica espacial, pero no en la temporal. Es decir, en términos de la 
distancia y accesibilidad entre las localidades y las sucursales, aspecto que 
no se aborda en los programas sociales del Bienestar.

Uno de los problemas que encontramos responde es la información 
proporcionada en los programas sociales, que son datos generales a nivel 
municipal y no local, lo que habría permitido una mayor comprensión al 
correlacionarlos con algún programa en específico. Otros temas que ayu-
darían a comprender la dinámica espacial están relacionados con los servi-
cios de transporte de pasajeros y el grado de pavimentación de las calles y 
avenidas. También sería adecuado conocer la participación de las personas 
beneficiarias que asisten a los Bancos del Bienestar.
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Resumen

Las problemáticas relacionadas con los recursos hídricos se han hecho más 
evidentes durante las últimas dos décadas debido a los procesos de escasez 
manifiesta en diversas zonas de México. Hasta la década de 1980, la princi-
pal preocupación estuvo centrada en la megalópolis de la Ciudad de Méxi-
co, que ya contaba desde la década de 1950 con un sistema moderno de 
distribución de agua potable, pero que sería insuficiente 30 años después, 
razón por la cual se aceleraría la construcción del sistema Cutzamala.

En este texto se pretende discutir algunas de las principales estrategias 
construidas durante el periodo de la llamada 4T, respecto de la situación 
hídrica que se ha agudizado en México durante la última década, consi-
derando las acciones desde el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y la 
academia. A partir de dicho balance, se examinan algunos retos que per-
sisten en materia de política hídrica mexicana, como la necesidad de una 
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estrategia integral que contemple los aspectos sociales, culturales, políticos 
y ambientales, así como la discusión de una nueva Ley General de Aguas.

Palabras clave: política hídrica, cuarta transformación, México.

Introducción

En los últimos 20 años, las problemáticas sociales relacionadas con la falta 
de agua han tomado gran relevancia en la agenda pública, al convertirse en 
unos de los temas centrales de discusión en los debates presidenciales rea-
lizados en la renovación del gobierno federal en el periodo 2024-2030. 

Sin embargo, la escasez de recursos hídricos en varias zonas del país, 
incluido el sureste1 (que tradicionalmente tiene mayor disponibilidad de 
aguas superficiales y subterráneas), ha evidenciado una problemática mul-
ticausal que incluye componentes ecológicos, políticos, sociales y técnicos. 
A diferencia de los discursos presidenciales del periodo, centrados en temas 
políticos y sociales como la corrupción, existe una serie de elementos de la 
política hídrica que conviene revisar, pues trascienden los procesos econó-
micos y obligan a insertar el asunto ecológico entre los elementos de estudio.

Un caso ilustrativo ocurrió en Ciudad del Cabo, en África, que en 2018 
enfrentó una crisis generalizada de escasez de agua. Las autoridades reali-
zaron recortes y racionamientos extremos, y la población solo accedía a 25 
litros diarios de agua por persona (bbc mundo, 2018). Ante este fenómeno 
social, Archer et al. (2019) revelan la importancia de contemplar el compo-
nente ecológico dentro de las políticas públicas.

Cuatro años después, la ciudad mexicana de Monterrey se convirtió en 
la segunda metrópolis de un país en riesgo de llegar al Día Cero, debido a 
que las condiciones meteorológicas, la sequía hidrológica y el comporta-

1	Desde 2024, ciudades como San Cristóbal de las Casas o Tapachula, en el estado de Chia-
pas, que se encuentran en la región con la mayor cantidad de precipitaciones del país, han 
presentado zonas donde empieza a escasear el agua. Para marzo de 2025, el portal elec-
trónico Aquínoticias (2025) señalaba que varias colonias de Tapachula tenían hasta dos 
semanas sin agua, teniendo que recurrir a servicio de pipas particulares para acceder al 
agua potable, aparentemente sin soluciones de las autoridades municipales.
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miento de la distribución a nivel local y regional (Breña, 2022)2 habían 
generado una baja disponibilidad de agua. 

En 2024, los pronósticos del Organismo de Cuenca Aguas del Valle de 
México (ocavm) señalaban que el 26 de junio sería el Día Cero para el 
Sistema Cutzamala (El Economista, 2024), responsable del 25.5 % de las 
fuentes de agua potable de la megalópolis de la Ciudad de México. La situa-
ción se debió a la falta de lluvias desde 2023 en todo el país; al 15 de enero 
de ese año “la Comisión Nacional de Agua (Conagua) registró un 81.87 % 
de algún grado de sequía en el territorio nacional” (Bautista, 2024, párr. 1); 
entonces las presas quedaron debajo de sus niveles históricos y gradualmen-
te fue bajando la cantidad de litros que pudo ofertarse a la ciudadanía. 

Aunque las lluvias atípicas de junio del año pasado lograron llenar los 
embalses, en la actualidad se sigue temiendo dicho escenario, debido a que 
“Comisión del Agua del Estado de México (caem) ha señalado que la sequía 
prevista podría extenderse hasta finales de mayo de 2025” (García, 2025).

Si bien la distribución de agua tiene factores políticos, históricos, eco-
nómicos y jurídicos que han propiciado procesos de desigualdad desde 
principios del siglo xx, los datos actuales revelan que una combinación 
entre factores humanos y ambientales podría aumentarlos. 

Más allá de los efectos económicos, la escasez de agua puede generar 
desigualdad en cuanto al acceso a los recursos; como ejemplo, podemos 
tomar a la megalópolis, en donde solo el sentido de los ductos de agua pue-
de condicionar cuánta agua llega a los hogares.3

Por otra parte, la alta dependencia del país de las aguas subterráneas 
para diferentes usos, incluido el consumo humano, es parte fundamental de 
la problemática de escasez de agua potable en el país. Solo la megalópolis 
de la Ciudad de México (entre las diez ciudades con mayor población en el 

2	De acuerdo con el autor, tanto Ciudad del Cabo como Monterrey se parecen en su dimen-
sión demográfica como por las condiciones hidrometeorológicas, además de que el abas-
to depende del agua renovable anual que se obtiene por las lluvias.

3	La revisión reciente de la situación de la Ciudad de México revela que la distribución des-
igual se observa no solo entre quienes tienen acceso a la red de distribución, sino el tiem-
po que llega el agua: “solo el 45 % de la población capitalina tiene un servicio regular de 
agua diariamente, cerca del 25 % recibe agua por tandeo tres veces a la semana y el 30 % 
restante se abastece con pipas” (El Economista, 2024, párr. 5).
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mundo) requiere de casi 70 por ciento de aguas subterráneas (El Economis-
ta, 2024) para dotar del servicio a los diferentes sectores de la zona urbana. 

Con base en lo anterior, el objetivo central de este documento es anali-
zar los avances que ha habido en el uso y manejo del agua en México du-
rante el primer periodo de gobierno de la 4T, así como los retos a los que se 
ha enfrentado la nueva política hídrica en el país.

En medio de estas problemáticas hídricas, que incluyen aspectos como 
la producción de alimentos y la dotación de líquido para el sector industrial 
y de servicios, a lo largo de la administración 2018-2024 se ha generado una 
serie de cambios en cuanto a las políticas públicas, con las que se busca una 
nueva gestión del agua, que no deje atrás a ninguno de los sectores sociales.

Situación política, ecológica y jurídica 
del agua en México

Hace más de tres décadas entró en vigor la Ley de Aguas Nacionales (lan), 
como norma reglamentaria del artículo 27 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (cpeum). Publicada el 1° de diciembre de 1992, 
la lan tenía entre sus objetivos la concentración de normas dispersas, para 
permitir un manejo más efectivo de los recursos hídricos nacionales, con-
solidar a la Comisión Nacional del Agua (cna), agilizar trámites para con-
cesiones y asignaciones, así como la creación del Registro Público de Dere-
chos del Agua (repda), la descentralización de los servicios de agua potable 
y nuevos esquemas de financiamiento.4

Desde ese momento, la Conagua ha sido el principal agente de deter-
minar los procesos de planeación, tomando en cuenta los consejos de las 
cuencas hidrológicas, aunque la aprobación final de los planes anuales que-
da supeditada a la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Se-
marnat).

Las políticas hídricas de la 4T se han caracterizado por una dura crítica 
a los procesos neoliberales, principalmente los relacionados con la entrega 
de concesiones al sector privado -con particular atención a la minería y el 

4	Un estudio más detallado de la Ley de Aguas Nacionales, incluidas las reformas hechas 
hasta 2004, lo ofrece Ortiz Rendón, G. A. (2008).
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sector industrial-; también se han centrado en evitar los casos de corrup-
ción y vigilar los aspectos ambientales.

Como ejemplo, la reforma a la Ley de Minería planteó cambios en los 
permisos sobre el uso de tierras y de aguas del país, quedando de la siguien-
te manera: 

Queda prohibido el otorgamiento de concesiones en áreas naturales protegi-
das o donde se ponga en riesgo la población, así como en zonas sin disponi-
bilidad de agua, de conformidad con la prioridad de los usos establecida en la 
Ley de Aguas Nacionales y demás normatividad aplicable. (Art. 6, párr. 2, 
Ley de Minería, 2025)

Dicha reforma, anunciada desde la plataforma electoral de 2018, pre-
tendía revertir los cambios hechos en 2014 por la legislatura federal, me-
diante la cual se permitió la apertura de concesiones para exploración y 
extracción de productos minerales, entre cuyas consecuencias se encuentran 
el aumento de sitios con daños ambientales.

Otra modificación relevante se dio en la lan, para disminuir el caudal 
o la cancelación de los volúmenes de agua concesionada cuando exista ries-
go de desabasto para el consumo humano y doméstico (Artículo 4, párr. 3. 
lan, 2025). Aunque la reforma de 2012 a la cpeum ya establecía que el 
Estado debía garantizar el derecho humano al agua, la fracción reformada 
no establecía acciones específicas para ello y de facto se mantenía la lógica 
original de la lan de 1992.

Esta modificación considera a todas las fuentes de agua, pero se enfoca 
en las aguas subterráneas. El diagnóstico más actualizado señala que 115 de 
los 653 acuíferos del país presentan algún grado de sobreexplotación de los 
recursos naturales; y en 69 de las 757 cuencas hidrológicas se extrae más 
agua de la que puede renovarse con las lluvias del año, por lo cual se obser-
van condiciones deficitarias para la oferta de agua, mientras que en los lu-
gares de paso hay afectaciones para los servicios ecosistémicos (Semarnat, 
2020).

Datos oficiales señalan que seis de cada 10 litros vienen de fuentes su-
perficiales y el resto es extraído de los acuíferos. Sin embargo, la situación 
crítica de las aguas subterráneas se debe a que la mayor parte de la población 
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mexicana habita en zonas con menor disponibilidad de agua y las autorida-
des garantizan la demanda con los acuíferos. Ello explica por qué el grado 
de presión es mayor en el norte que en el sureste de México.

En el centro del país, con una proporción equitativa entre extracción de 
aguas superficiales y subterráneas, es evidente que la alta concentración 
poblacional de la Zona Metropolitana del Valle de México5 (zmvm) influye 
en las problemáticas hídricas. Este espacio geográfico concentra 37 millones 
de habitantes, de los 126 millones con que cuenta el país6 (Damián, 2016; 
inegi, 2025). De acuerdo con Damián (2016), la población de esta zona 
“aumentó 50 por ciento durante los últimos 20 años” (párr. 1), mientras los 
datos de inegi (2025) señalan que la población en todo el país se duplicó 
en un plazo de 40 años, por lo cual parte del crecimiento de la megalópolis 
se debió a la migración interna.

Ante la posibilidad de que cada día pudiera acercarse el Día Cero a esta 
zona del país, el investigador Roberto Constantino Toto, coordinador de la 
Red de Investigación en Agua de la Universidad Autónoma Metropolitana 
(AgUAM), ha señalado que se deben modificar las políticas públicas hídri-
cas, y que “en los últimos 450 años no se ha cambiado la manera de gestio-
nar el agua en la capital del país, lo que ha agravado esta crisis” (Aristegui 
Noticias, 2023, párr. 3). 

Ya desde 2011, él mismo proponía tratar la gestión del agua como un 
asunto de seguridad nacional, puesto que su escasez puede afectar procesos 
políticos, económicos y sociales. En sus palabras: “Los riesgos no son evi-
tables, pero los desastres sí. Y en materia de agua, tanto los riesgos actuales 
como los desastres potenciales son crecientemente importantes y acumula-
tivos” (Constantino, 2011. p. 177).

5	Este espacio incluye a la Ciudad de México y los estados de México, Querétaro, Tlaxcala, 
Puebla, Morelos e Hidalgo.

6	Cabe precisar que México, además de albergar a una de las diez megalópolis más grandes 
del mundo, es el 11° país con mayor población del mundo (INEGI, 2025).
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Cambios en la política hídrica durante la 4T7 

El diagnóstico de distintas instituciones y actores sociales coincide en que 
la crisis hídrica afecta el abasto de agua en las ciudades, disminuye la capa-
cidad de la producción agrícola, y, en términos generales, atrofia los proce-
sos de desarrollo en diversas regiones del país. Se habla de desarrollo, y no 
solo de crecimiento económico, puesto que la falta de agua es una causa 
fuerte para la disminución de la actividad económica y el impulso a los 
procesos de migración.

De entrada, hay que decir que las políticas hídricas no fueron tema 
central en la discusión durante la primera etapa de la 4T, pese a que varios 
actores sociales habían advertido preocupación por ellas. En resumen, las 
reformas legislativas aprobadas fueron pocas y acotadas, disminuyeron los 
recursos federales para obras de infraestructura, hubo escasas medidas gu-
bernamentales; no obstante, en los sectores sociales y académicos se ha 
abierto el tema para aspectos específicos de varias regiones del país.

El agua en el Proyecto de Nación

En este apartado nos enfocaremos en elementos del discurso presidencial 
de Andrés Manuel López Obrador, contrastando los resultados con los dis-
cursos y los informes de gobierno, para entender los cambios de la política 
hídrica respecto de las anteriores administraciones.

Los principales ejes del Proyecto de Nación 2018-2024 fueron un cam-
bio de régimen político y de gobierno (bajo el argumento de que el princi-
pal problema de México es la corrupción), la construcción de un modelo 

7	El término de la Cuarta Transformación (4T) se formalizó durante el discurso de victoria de 
Andrés Manuel López Obrador, una vez que las actas preliminares lo convertían virtual-
mente en presidente de los Estados Unidos Mexicanos, cuando enunció: “Una mayoría im-
portante de ciudadanos ha decidido iniciar la cuarta transformación de la vida pública de 
México” (López, 2018b, párr. 2). Se hace referencia a que a partir de la nueva administración 
federal habría un movimiento de cambios político-administrativos pacíficos, que conti-
nuarían con el legado de la Independencia de México de 1820, la Reforma Liberal de Beni-
to Juárez (a mediados del siglo XIX) y la Revolución Mexicana.
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de economía y desarrollo que integre el aspecto medioambiental, con jus-
ticia y desarrollo social (razón por la cual se plantearon diversos programas 
sociales como Jóvenes Construyendo el Futuro o los apoyos para adultos 
mayores), así como modificaciones en los diferentes aspectos de la educa-
ción básica y superior (Morena, 2018). 

A nivel general, el documento integra el tema del agua en cuatro ejes 
(véase la Figura 3.1). Una exploración más profunda advierte que el agua se 
encuentra en diversas estrategias, principalmente vinculadas con los pro-
cesos económicos y sociales; y aunque se vincula territorio con ambiente y 
el agua se contempla entre sus elementos constitutivos (Morena, 2018, p. 
287), las medidas de restauración de zonas afectadas por contaminación o 
sobreexplotación aparecen con menor intensidad.

En el discurso del Primer Informe de Gobierno se mencionaron las cues-
tiones hídricas para reorientar el desarrollo productivo y “el impulso al cre-
cimiento poblacional en el Sureste” (López Obrador, 2019, p. 7), donde haya 
más posibilidades de lluvia y, por ende, de acceso a mayor cantidad de aguas 
superficiales renovables para las diferentes actividades humanas. 

El Plan Nacional Hídrico 2020-2024 señala que seis de cada 10 litros de 
agua viene de ríos, arroyos y lagos (Semarnat, 2020); sin embargo, la zona 
centro y norte del país tiene una alta dependencia de las aguas subterráneas, 
lo cual puede observarse en la Figura 3.1.

Cabe recordar que tanto los factores climatológicos y geográficos, como 
los procesos sociales y económicos, influyen en la sobreexplotación de los 
recursos hídricos. Esta perspectiva no parece fuera de las posibilidades, pero 
se topa con un proceso inercial que mantiene el crecimiento económico en 
el centro y norte del país, tanto por la cercanía con Estados Unidos de Amé-
rica como por los avances en la construcción de infraestructura ya instala-
da para crear empresas y mover la producción, por lo cual tendrían que 
reorientarse las vocaciones productivas. 

El documento extenso menciona como objetivos la mejora de infraestruc-
tura hidroagrícola para un uso más eficiente del agua en las zonas de riego, 
mientras que en zonas destinadas a la conservación se aplicarían esquemas 
como el pago de servicios ambientales, y a nivel general se mantendría una 
constante vigilancia de los fenómenos climáticos. El primer punto es de par-
ticular relevancia, pues la mayoría del agua va a la producción agrícola.
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Figura 3.1. Contraste regional entre agua renovable y desarrollo

Fuente: Conagua, 2023, p. 17.

Para el Segundo Informe de Gobierno, López Obrador (2020) única-
mente mencionó que dejarían de otorgar nuevas concesiones mineras, a fin 
de que los niveles y la calidad de las aguas subterráneas se puedan restaurar. 
En lo relativo al suelo, la medida detendría procesos contaminantes, pero 
también el abuso hacia los propietarios que rentaban las tierras por precios 
irrisorios, al no establecerse los montos en base a la extracción efectiva de 
materiales como oro, plata y zinc.8 

Poco se habló sobre el tema hídrico desde los discursos,9 aunque en el 
documento oficial se recordó el decreto del 1 de julio de 2019, mediante el 

8	La propuesta de gobierno no es nueva, aunque sí su planteamiento como mecanismo de 
política pública. Para una reflexión más profunda sobre este tema en específico revisar 
Burnes (2002).

9	Como se recordará, desde inicios del 2020 inició el proceso de aislamiento generalizado en 
todo México por la gran cantidad de casos de Covid-19 entre la población mexicana (me-
dida que se extendió hasta mediados de 2021), de ahí que no sea raro encontrar pocas re-
ferencias a otros elementos de política pública, como el caso de la hídrica.
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cual se establecieron facilidades administrativas para otorgar nuevas con-
cesiones para el uso público urbano en los casos “cuya vigencia hubiere 
expirado a partir del 1 de enero de 2019, así como respecto de dichos títulos 
vigentes cuya prórroga no se solicitó en los plazos señalados en la Ley de 
Aguas Nacionales” (dof, 2019, párr. 12), dando prioridad a las zonas donde 
se deba garantizar el derecho humano al vital líquido. Los resultados del 
Segundo Informe de Gobierno señalan que desde la publicación del decre-
to hasta el 30 de junio del 2020 se logró ofertar 26 millones de metros cú-
bicos (m³) de aguas superficiales y subterráneas, en beneficio de casi 285 
mil personas (Presidencia de la República, 2021, p. 177).

Ese mismo año fue presentado el Programa Nacional de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano (pnotdu), del cual no se volvió a hablar en 
ninguno de los discursos oficiales restantes. Los resultados que se mencio-
nan en los documentos del programa señalan que el porcentaje de personas 
sin acceso a servicios básicos en la vivienda pasó de 19.76 a 17.79 entre 2018 
y 2024, según las cifras preliminares (Sedatu, 2024, p. 67). Sin embargo, los 
informes oficiales aún no aclaran cómo se abatió el rezago de agua potable 
en las zonas rurales. Por otra parte, el porcentaje de zonas metropolitanas 
con un comité de ordenamiento pasaron de 2.9 a 69.57 por ciento (Sedatu, 
2024, p. 28); el objetivo es constituir los institutos metropolitanos de pla-
neación, aunque no se menciona más sobre su desempeño.

En el Tercer Informe (López Obrador, 2021) se anunció que se dejaría 
de recurrir a las Asociaciones Público Privadas (app) para la construcción 
de infraestructura, así como a los instrumentos implementados antes de 
2018, llamados Pidiregas,10 los cuales contemplaban financiamiento de obras 
con participación del sector público y privado. La otra estrategia destacada 
fue la ampliación del Programa de Mejoramiento Urbano para obras de agua 
potable, drenaje y pavimentación en 77 municipios de varios estados.

Para los restantes informes, en el discurso presidencial y en los docu-
mentos se mencionaron las grandes obras hídricas del país, como el acue-

10 Los Proyectos de Infraestructura Productiva de Largo Plazo (Pidiregas, por sus siglas en 
español), conocidos inicialmente como Proyectos de Inversión Diferidos en el Gasto, recu-
rren directamente a los mercados financieros privados bajo el argumento de que el gasto 
público es escaso, “donde el Sector Público comienza a pagar esta inversión, con recursos 
presupuestales, una vez recibidos los proyectos a entera satisfacción por la entidad contra-
tante” (CEFP, 2007, p. 1).
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ducto de la Presa el Cuchillo (en Monterrey), El Zapotillo (en Jalisco), los 
embalses de Sonora, que buscan aumentar la captación de agua de lluvia 
(superficiales), para garantizar el abasto a todos los usos humanos y de las 
diversas zonas de riego. 

Aunque el tema del agua no ha sido central en el discurso oficial, resal-
ta que en el segundo informe de gobierno sí se contempló el asunto de la 
crisis hídrica como problemática nacional urgente, al considerar “el creci-
miento demográfico del país y su impacto ambiental” (Presidencia de la 
República, 2020, p. 173) como una de las causas, mientras que entre las vías 
de solución se encuentra una gestión eficiente del agua de primer uso y el 
aumento del agua tratada en el país, así como la limpieza de los caudales 
con altos niveles de contaminación.

Las políticas hídricas se aplicaron desde aspectos como la lucha contra 
la corrupción y el rescate del Estado como ente regulatorio; lo cual puede 
sintetizarse en las palabras de López Obrador: 

[...] no es posible seguir perforando [en el centro y norte del país], extrayen-
do agua, porque son zonas con estrés hídrico [...] por eso se llevó a cabo una 
reforma, y ya hay un mapeo de cuáles son las zonas con menos agua del país, 
en dónde no se pueden otorgar concesiones a industrias que consuman mu-
cha agua, y se tiene que dar prioridad al agua doméstica, a la que consume la 
gente, más que a las empresas. (López Obrador, 2024)

Para 2024, el gobierno de México logró varios acuerdos de cooperación 
con la Administración Nacional de Aeronáutica y el Espacio (nasa); aunque 
el asunto pasó desapercibido, se tuvieron dos compromisos en materia de 
agua, cuyos avances y resultados no han sido presentados a la fecha:

Para aprovechar mejor el agua, la NASA seleccionó dos proyectos en cola-
boración con la Comisión Internacional de Aguas Fronterizas. El primero, 
enfocado en mejorar la previsión hidrológica en la cuenca del Río Grande y, 
el segundo, para usar la teledetección para estimar la interacción entre el 
agua superficial y subterránea. (U.S. Mission to Mexico, 2024) 
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El Plan Hídrico Nacional y sus resultados

El documento rector de la política mexicana en materia políticas de la ges-
tión del agua es el Plan Nacional Hídrico (pnh), con estrategias y acciones 
para el periodo 2020-2024 propuestas tras la elaboración de foros de con-
sulta, en donde se pidió opinión a los diferentes sectores sociales relaciona-
dos con las problemáticas del agua, así como con especialistas y funcionarios 
públicos.

Se plantearon cinco objetivos prioritarios (véase la Tabla 3.1), todos 
coincidentes con similar número de problemáticas generales; y fueron di-
vididos en dos grandes campos, según el contexto afectado: usuarios y asun-
tos del entorno. En el segundo aspecto se contemplan los deterioros cuan-
titativos y cualitativos de las cuencas y acuíferos, pero también las 
condiciones institucionales que evitaban la participación social en la gober-
nanza de los recursos de cada cuenca.

Las motivaciones ofrecidas en el pnh 2020-2024 obedecen a una vincu-
lación entre economía y bienestar, así como a una gobernanza del agua que 
garantice el derecho humano al agua en términos efectivos, buscando “la 
disminución de la brecha de desigualdad en el acceso al agua y al sanea-
miento” (Semarnat, 2020, p. 10), de la mano de la seguridad alimentaria, 
estrategias contra los impactos climáticos y la reconstrucción de los ecosis-
temas, como elementos para la planeación en el uso de los recursos hídricos.

Pero antes se necesitaba ampliar el diagnóstico de los procesos de gestión 
hídrica, para entender cómo se generaban, y posteriormente resolver la 
inequidad en el recurso hídrico en los sectores urbano y rural. Por ello se 
estableció la necesidad de incluir a la sociedad en la búsqueda de soluciones, 
la exploración de tecnologías más eficientes, y una mayor inversión para los 
distintos aspectos del agua potable. Para los objetivos se hicieron foros y 
consultas en espacios específicos, como las localidades rurales.
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Tabla 3.1. Objetivos prioritarios de PNH 2020-2024

Fuente: Gobierno de México, 2024.

El papel de las tecnologías se ha enfocado en disminuir el agua desper-
diciada en las tuberías, que hasta 2013 era de hasta 60 por ciento de la que 
se extraía (Semarnat, 2020). A nivel financiero se planteó la forma en que 
las inversiones puedan ser más accesibles, sobre todo en el sector rural, pues 
el diagnóstico gubernamental señala que: “El costo de dotar de agua y al-
cantarillado a dichas localidades es mayor al costo de hacer lo mismo en 
ciudades pequeñas y medianas” (Semarnat, 2020, p. 12).

El volumen concesionado para uso doméstico o público urbano pasó 
de 13.1 a 14.3 miles de millones de metros cúbicos anuales (m³/a), entre 
2018 y 2024 (Semarnat, 2024); en los informes emitidos por la Conagua al 
31 de diciembre de 2024 se mencionan apenas 13.717 miles de millones 
m³/a (Conagua, 2024). Considerando las dos cifras, el avance es de entre 
4.73 y 9.16 por ciento respecto de la capacidad instalada hasta 2019. 

Sobre el porcentaje de población que recibe agua diariamente en loca-
lidades con mayor rezago, el reporte de Semarnat no tiene datos completos. 
Aun así, conviene traer a colación los datos de la encuesta Inseguridad del 
agua en el hogar en México, en donde se reveló que 74 de cada 100 personas 
en todo el país “experimentan interrupciones de su fuente principal y 72 % 
se preocupa por no tener agua para todas sus necesidades” (Ibero, 2022, p. 
1) y que en casi la mitad de los hogares ha faltado agua potable en el hogar.

Otra meta del phn 2020-2024 fue disminuir el grado de presión del 
recurso hídrico en la zona centro y norte del país; sin embargo, este ha se-
guido creciendo a lo largo del sexenio. Mientras que en 2018 se tenía un 
55.8 %, para 2024 había crecido a 57 % (Semarnat, 2024), 1.2 puntos por-
centuales más que al principio del sexenio de López Obrador.

Cuadro 3.1. Objetivos prioritarios de PNH 2020-2024
Objetivos prioritarios del Plan Nacional Hídrico 2020-2024

1. �Garantizar progresivamente los derechos humanos al agua y al saneamiento, especialmente en la población 
más vulnerable.

2. Aprovechar eficientemente el agua para contribuir al desarrollo sostenible de los sectores productivos

3. �Reducir la vulnerabilidad de la población ante inundaciones y sequías, con énfasis en pueblos indígenas y 
afromexicanos.

4. �Preservar la integridad del ciclo del agua a fin de garantizar los servicios hidrológicos que brindan cuencas y 
acuíferos.

5. �Mejorar las condiciones para la gobernanza del agua a fin de fortalecer la toma de decisiones y combatir la 
corrupción.

Fuente: Gobierno de México, 2024.
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En el Objetivo 4 de dicho plan, las cuencas destinadas para protección 
de la biodiversidad llegaron a 448 en 2024, 147 más que en 2018, lo que 
representa un incremento de casi 52 % respecto del sexenio anterior. En 
tanto las cuencas y acuíferos reglamentados pasaron de 35 a 56 en el mismo 
plazo (Conagua, 2024). En el Objetivo 5 podemos conocer cómo subió la 
recaudación de la Conagua, así como cuántos consejos de cuenca cuentan 
con vocalía de equidad de género y de grupos sociales no incorporados en 
la gestión del agua (Conagua, 2024). 

Por otra parte, los informes de gobierno nos brindan otra serie de re-
sultados para medir aciertos y ausencias de la administración federal 2020-
2024, acerca de los retos que se tienen a futuro respecto del abastecimiento 
de agua potable.

De acuerdo con las inscripciones en el Repda, entre 2001 y 2024 se 
concedieron 238 917 títulos de concesión o asignación de aguas nacionales, 
correspondientes a 124 588.4 millones de metros cúbicos de agua, en don-
de solo 20 529.7 correspondían a aguas subterráneas (Presidencia de la Re-
pública, 2024, pp. 308, 895).11 En comparación con el total de aguas con-
cesionadas hasta diciembre de 2024, esta cifra representa 46.8 % del 
volumen concesionado desde la entrada en vigor de la Ley de Aguas 
Nacionales. 

En el caso del primer periodo de la 4T, se otorgaron 45 151 títulos, equi-
valentes a 47 737 millones de metros cúbicos, de los cuales 4 359.9 se obtu-
vieron de fuentes subterráneas. La cifra representa 17.95 % de los recursos 
hídricos totales del país; por fuente de abastecimiento, se trataría de 18.89 % 
de las aguas superficiales y 1.19 % por ciento de las aguas subterráneas.

En tanto la posibilidad de tratar agua residual aumentó. Se pasó de tra-
tar 137 698 litros por segundo en 2018 -de una capacidad total de 181 mil 
152 litros de agua-, a tratar poco más de 143 568 litros por segundo en 2024, 
de una capacidad de 196 mil 442 litros. En términos porcentuales, repre-
sentó solamente un 3 por ciento más del agua. Al comparar la capacidad 
instalada de las plantas tratadoras y el agua ya limpia, se obtuvo que en 2018 
se trataba casi 64 % del agua, en 2024 la cifra subió a 70 %. 

11La referencia a las páginas es diferente, puesto que la primera refiere al número de página 
del archivo PDF, mientras la segunda es la numeración que tienen los anexos del Sexto In-
forme de Gobierno de Andrés Manuel López Obrador.
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La capacidad de plantas tratadoras de agua para reúso también aumentó: 
en 2018 se tenía capacidad de tratamiento de 84.18 % de las aguas residua-
les que eran colectadas, mientras que en 2023 se tenía infraestructura para 
91.67 % de las aguas residuales colectadas (Presidencia de la República, 2024, 
pp. 310, 897),12 un aumento de casi 7.5 puntos porcentuales.

El presupuesto destinado para obras de infraestructura en seis años fue 
de poco más de 190 76 millones de pesos, de los cuales 158 mil millones de 
pesos correspondieron al gasto federal. Para el programa de Infraestructu-
ra de abasto de agua potable, alcantarillado y saneamiento se destinaron 138  
628 millones de pesos, de los cuales casi 108 mil millones fueron federales; 
una disminución de 16 por ciento respecto del sexenio anterior. 

El programa Operación y desarrollo de la infraestructura hidroagrícola 
tuvo un presupuesto global de 63 384 millones de pesos, de los cuales 57 199 
correspondieron a la federación; en comparación con el sexenio anterior, se 
destinaron casi 68 por ciento más de recursos federales. En el componente 
de Obras de protección para la prevención y protección contra inundaciones 
se erogaron casi 10.5 mil millones de pesos, todos del gobierno federal; 42 
por ciento menos que la administración anterior (Presidencia de la Repú-
blica, 2024).13 En general, y considerando los procesos inflacionarios, se 
puede decir que el presupuesto fue menor que en el sexenio anterior.

Los datos señalan que, si bien hay algunos avances, los retos para garan-
tizar el uso de agua potable persisten; de ahí la importancia de aumentar 
presupuesto para temas hídricos e implementar un programa integral que 
oriente la gestión de los recursos hídricos de manera equitativa y con justicia 
social, en colaboración con los distintos sectores sociales, teniendo en cuenta 
siempre el límite de los recursos naturales como una variable importante.

Por otra parte, una innovación política interesante de la 4T ha sido la 
inclusión de más sectores sociales dentro de los consejos de cuenca, sobre 
todo aquellos más interesados en una buena gestión que garantice su dere-
cho humano al agua. “A junio de 2024, en 13 de los 26 consejos de cuenca 
en el país incluyeron explícitamente vocalías representantes de mujeres y 
de pueblos originarios” (Presidencia de la República, 2024, p. 203). De ahí 

12 Se trata del mismo caso de la nota al pie número 9.
13 Se trata del mismo caso de la nota al pie número 9.
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la importancia de reforzar procesos de diálogo entre los distintos sectores 
sociales, para conocer las necesidades y las vías de solución que se proponen.

Reformas en materia legislativa

Parte del discurso presidencial del periodo 2018-2024 se consolidó con las 
reformas aprobadas por el Congreso de la Unión en algunos aspectos cons-
titucionales y en diversas leyes nacionales. Sin embargo, apenas se plantea-
ron procesos enfocados directamente al agua potable para consumo huma-
no; las reformas logradas apenas sirvieron para controlar el agua para uso 
industrial, que incluía a las concesiones mineras, pero el tema del agua era 
complementario.

Las dos leyes donde podemos ver las principales incidencias en la polí-
tica hídrica del país son la Ley General de Cambio Climático (lgcc) y la 
Ley de Aguas Nacionales (lan), que en el primer caso refieren a las acciones 
y estrategias generales tendientes a disminuir los efectos de la actividad 
humana sobre el ambiente, en tanto la segunda normatividad refiere al ma-
nejo y gestión de las aguas superficiales y subterráneas del país. 

Son de particular atención las reformas a la lgcc del 13 de julio de 2018, 
pese a que no entran dentro del periodo gubernamental conocido como 4T, 
porque constituyen la base conceptual para los procesos que se analizan 
desde la perspectiva del cambio climático.

Ahí se establece que las estrategias deben ser concertadas con la socie-
dad, tendientes a la sustentabilidad de los recursos naturales y a cumplir 
con el Acuerdo de París, para que la temperatura no suba más allá de 1.5 
°C. Incluye la conceptualización explícita de distintos aspectos ambientales 
e institucionales, como la resiliencia de los sistemas naturales y socioam-
bientales, la resistencia de los mismos, así como el concepto de riesgo, 
vulnerabilidad y los sistemas de alerta temprana que les puedan hacer 
frente  (lgcc, 2012, Artículo ii). Y por primera vez se incluye la creación 
de un Atlas Nacional de Vulnerabilidad al Cambio Climático (lgcc, 2012, 
Artículo 2 iii bis). 

No obstante, la reforma de 2012 establece desde el principio que las 
estrategias de mitigación deben orientarse al crecimiento económico del 
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país, pues entre los seis objetivos de la misma se encuentra: “Promover la 
transición hacia una economía competitiva, sustentable, de bajas emisiones 
de carbono y resiliente a los fenómenos hidrometeorológicos extremos aso-
ciados al cambio climático” (lgcc, Art. 2, Fracc. v).

Para el periodo gubernamental federal que comprende de 2018 a 2024, 
en la lgcc se tienen reformas, adiciones y derogaciones en 27 artículos, en 
cuatro momentos del sexenio (véase la Tabla 3.2). De la mano de dichas 
reformas, a nivel constitucional (cpeum, Art. 122, Apartado B, párr. 2) se 
establece que la planeación del desarrollo de las distintas regiones deberá 
contar con acciones coordinadas entre Federación, Estado y Municipios; el 
agua potable y drenaje es considerados uno de los ejes a considerar para los 
espacios que se constituyan como asentamientos urbanos.
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Tabla 3.2. Cambios en la Ley General de Cambio Climático Periodo durante la 4T

Fuente: elaboración propia con datos de la Cámara de Diputados y el Diario Oficial de la Federación.

Los cambios elaborados en 2020 impactan en los mecanismos de finan-
ciamiento para las acciones de adaptación y mitigación que se elaboran. En 
2022 se acordó que el consejo nacional se integrara “por mínimo quince 
personas provenientes de los sectores social, privado y académico, con re-
conocidos méritos y experiencia en cambio climático” (lgcc, Art. 51), y que 
este órgano sería responsable de evaluar permanentemente la implementa-
ción de las estrategias y acciones de gobierno. 

Los Cambios de 2023 se enfocan en algunas atribuciones del Instituto 
Nacional de Ecología y Cambio Climático (inecc); por su parte, los de 2024 

# Fecha Tipo Artículo Párrafo Fracción

1

6 de noviembre de 2020

Reforma

8 VI

2 16 VI, Inciso B y VII

3 32 2

4 50 II

5 81 1 V

6 82 1

7 83

8 86

9 92 3

10 107

11 108

12 Adición 82 2

13

Se derogan

3 XX

14 7 VIII

15 8 XVII

16 80

17 84

18 85

19 11 de mayo de 2022 Reforma 51

20

15 de noviembre de 2023

Reforma 7
8

29
30

IV

21 XIII

22 XI

23 I y II

24 Adición 3
22
29

III Bis

25 XXIX

26 X Bis

27 1 de abril de 2024 Reforma 26 Último
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establecen medidas desde una perspectiva intersectorial, que contemple los 
derechos humanos, el derecho a la salud y la integración de los distintos 
grupos sociales, incluido el principio de paridad de género y la participación 
de pueblos originarios.

Aunque la lgcc tuvo cambios, estos no incidieron en los artículos re-
lacionados con el manejo del agua, pues se mantienen los de la propuesta 
original. Dos propuestas relevantes se traen a colación. En primer lugar, los 
municipios deben plantear los sistemas de abasto de agua potable de acuer-
do a la estrategia que se establezca a nivel nacional y estatal (lgcc, Art. 9. 
Fracc. ii, Inciso a), lo que no se observa de manera generalizada; mientras 
que la infraestructura debe considerarse como “estratégica” (lgcc, Art., 29, 
Fracc. xviii). 

Además, se propone diagnosticar los daños a los ecosistemas según “los 
volúmenes disponibles de agua y su distribución territorial” (lgcc, Art. 30, 
Fracc. x); y que los sistemas tarifarios incorporen el pago de servicios am-
bientales (lgcc, Art. 30, Fracc. xii).

En cuanto a la Ley de Aguas Nacionales (véase la Tabla 3.3), los cambios 
fueron 15, en tres momentos. En 2020, se determinó que quien realice des-
cargas de aguas residuales debe usar materiales biodegradables (lan, Art. 
88 Bis, Fracc.  vi bis), para disminuir los procesos contaminantes del agua; 
y se reformaron las sanciones para quienes incurran en daños medioam-
bientales (lan, Art 12o, Fracc. i, ii y iii).

Como puede verse en la Tabla 3.1, los principales cambios de 2023 de-
finen explícitamente los usos mineros como usos industriales del agua (lan, 
Art. 3, Fracc. lvii bis). En al artículo 4 se añadieron dos párrafos que re-
fuerzan la norma constitucional del derecho humano al agua,14 mediante 
los cuales las concesiones o asignaciones por parte de la Conagua deberán 
otorgarse una vez garantizado el abasto para consumo humano y domésti-
co, así como disminuir el caudal o cancelarlas cuando exista el riesgo de 
desabasto (lan, Art. 4, Párr. 2 y 3).

14 Como se recordará, entre los cambios realizados a la Constitución en 2012, se añadía 
como derecho humano el “acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo per-
sonal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible” (CPEUM, Art, 4. Párr. 
8), en donde el Estado, que contempla a la Federación, entidades federativas y municipios,  
queda como responsable de garantizar este servicio público.
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Tabla 3.3. Cambios en la Ley General de Cambio Climático Periodo durante la 4T

Fuente: elaboración propia con datos de la Cámara de Diputados y el DOF.

Se amplió el catálogo de acciones que implican la revocación de conce-
siones, asignaciones o permisos para el uso del agua. La mayoría de estas 
reformas fueron elaboradas por la Presidencia de la República y entregadas 
a las dos cámaras del Poder Legislativo, en dónde fueron aprobadas una vez 
concluidos los procesos legislativos. 

Hasta la fecha ha quedado pendiente la reforma que extendería estos 
cambios de la lan a rango constitucional, una de las 20 iniciativas presen-
tadas por el exmandatario Andrés Manuel López Obrador el 5 de febrero 
de 2024, a unos meses de terminar su sexenio. Las reformas se harían al 
párrafo sexto del artículo 4°, mediante el cual se establecería como prioridad 
el consumo doméstico, mientras que la del artículo 27° tenía “el propósito 
de prohibir el otorgamiento de concesiones de agua en zonas con escasez 
de agua o sequía” (López Obrador, 2024b).

De acuerdo con Gutiérrez (2024), la reforma buscaba “reposicionar la 
política sobre el mercado y revertir el largo proceso de desmantelamiento 
del Estado social y democrático de derecho” (p. 237). Este espíritu parece 
compartirse por lo menos en las reformas logradas en la Ley de Aguas 

# Fecha Tipo Artículo Párrafo Fracción

1
6 de Enero de 2020

Reforma 120 1 I, II y III

2 Adición 88 VI

3 11 de Mayo de 2022 Reforma 10 1 y 2

4

9 de Mayo de 2023

Reforma

19

5 24 1

6 29 XVII y XVIII BIS 4

7 119 XXII

8

Adición

3 Párr. 1 III BIS y LVIII BIS

9 4 2 y 3

10 29 BIS 4 IX, X Y XI

11 37 2

12 81 BIS 1, BIS 2, BIS 3 
y BIS 4

13 88 BIS V BIS

14 92 Párr. 1 VI

15 118 4
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Nacionales, que si bien son acotadas a los usos mineros e industriales, sí 
trata de resolver un escenario complejo para el país.

Hasta noviembre de 2023, Conagua tenía detectados 114 acuíferos so-
breexplotados, en los estados de Zacatecas, Sonora, San Luis Potosí, Que-
rétaro, Nuevo León, Michoacán, Estado de México, Jalisco, Guanajuato, 
Durango, Coahuila, Chihuahua, Baja California Norte y Sur, Aguascalientes 
y Puebla; como lo muestran los mapas de urbanización y de desarrollo in-
dustrial (Conagua, 2023a). A ello se suma que sí hay elementos para una 
crítica a los usos industriales del agua, al igual que a los ordenamientos le-
gales que han facilitado procesos sociales desiguales y la degradación de las 
condiciones ambientales, tal como lo plantea Gutiérrez (2024):

De los 298 292 usuarios que tienen concesión para usos no consuntivos, solo 
3 304 usuarios en total (966 empresas, 1 537 personas físicas y 801 asociacio-
nes) acaparan el 22.3 % de toda el agua concesionada en el país. Eso significa 
que solo el 1.1 % de todos los usuarios de agua en México aprovecha más de 
una quinta parte de este bien común. (p. 240)

Bolaños et al. (2020) ilustran con mayor detalle las problemáticas am-
bientales y sociales que genera la sobreexplotación, derivada de la entrega 
de concesiones en espacios con escasez de agua: “desde abril del 2015 hasta 
diciembre del 2018 se otorgaron 77 títulos en acuíferos sin disponibilidad” 
(p. 17), de los cuales solo una décima parte de los recursos hídricos fue 
destinada para abasto público urbano.

En cuanto a la Ley General para el Cambio Climático la situación es un 
poco más polémica, pues si bien se busca un Consejo Nacional más inclu-
yente, y la suma de nuevas atribuciones para el inecc, las críticas se obser-
varon a lo largo del sexenio, sobre todo por los recortes presupuestales en 
materia de cambio climático, al propio instituto en mención y a la Comisión 
Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (Conabio). Para 
el Presupuesto de Egresos de la Federación 2025 —último presupuesto ela-
borado por el gobierno de López Obrador— la reducción fue de 15.8 % para 
las estrategias contra el cambio climático (Rojas, 2024).

Como ejemplo, las 232 Áreas Naturales Protegidas con que cuenta nues-
tro país apenas recibieron mil millones de pesos para 2025, “lo que equivale 



	 AVA N C E S  Y  R E T O S  D E  L A  P O L Í T I C A  H Í D R I C A  D U R A N T E  E L  P R I M E R  P E R I O D O  D E  L A  4 T �78

a apenas dos terceras partes del presupuesto asignado en 2018” (Rojas, 2024, 
párr. 11). Respecto a la Conabio, Arturo Sarukhan, fundador del organismo 
en cuestión, había manifestado varias diferencias con el manejo de la polí-
tica ambiental del sexenio, entre ellos los perfiles que estarían en la institu-
ción y la disminución de recursos públicos a lo largo de los años, lo que 
concluyó con su renuncia el 25 de agosto de 2022. Estos aspectos fueron 
criticados por parte del sector académico a lo largo del sexenio.

Un horizonte hídrico indeciso 

A lo largo de este capítulo hemos visto cómo el cambio normativo en la 
Constitución y en las Leyes secundarias ha intentado detener las afectacio-
nes al ambiente en las zonas con un alto grado de contaminación o con 
acuíferos sobreexplotados; sin embargo, que siga creciendo el índice de pre-
sión es un indicador de que es necesario que el diálogo interdisciplinario se 
traduzca en acciones de gobierno.

De entrada, hay coincidencias de diversos agentes sociales respecto de 
que la crisis hídrica tiene orígenes climáticos y económicos, siendo más 
importantes los segundos, razón por la cual se busca priorizar el agua para 
consumo humano y quitarles el control a los intereses privados. 

Moctezuma ha señalado reiteradamente que debe aprobarse la reforma 
al artículo cuarto constitucional (Laureles, 2023), pero también que habrá 
que aumentar controles, desde la lan, a las concesiones de grandes usuarios, 
a criterios como “el que contamina paga” y a los grupos de control de los 
distritos de riego (Moctezuma, 2023). También ha exigido que se derogue 
la lan, para dar paso a la Ley General de Aguas, mandatada desde 2012 en 
las reformas constitucionales, y cuya omisión ya lleva 12 años, es decir,  
cuatro legislaturas federales.

El asunto de la gestión hídrica en el país no es menor, pues García y 
Mozka (2022) señalan que, de seguir con el deterioro de los recursos natu-
rales, los riesgos se trasladarán a “la salud humana, la producción econó-
mica, el cambio climático, y el ejercicio de derechos fundamentales, en es-
pecial de los pueblos originarios” (p. 11).
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Conclusiones

A diferencia de la agenda política propuesta desde el Poder Ejecutivo y a las 
reformas aprobadas en la legislatura, los cuestionamientos desde la academia 
trataron de ir más allá de los cambios legales relativos a la protección de los 
recursos naturales, buscando alternativas sociales y tecnológicas capaces de 
generar una mejor gestión y gobernanza del agua, los cuales poco se vieron 
a nivel legislativo u operativo desde las instituciones encargadas de los 
programas de gobierno.

Sin embargo, lo que sí se ha logrado es un diálogo interdisciplinario que 
da pistas sobre cómo pudiera modificarse la gestión en una nueva Ley Ge-
neral de Aguas, así como los procesos tecnológicos y sociales para un control 
más transparente y abierto a la ciudadanía, que además de generar condi-
ciones de equidad nos ayude a entender a la ciudadanía en general cómo se 
realizan los procesos del agua. Por ello ha sido importante el acercamiento 
de la academia con los sujetos sociales que han participado en procesos de 
defensa de los recursos y las peticiones de remediación ecológica.

Bolaños et al. (2020) han advertido que el primer reto es la supervisión 
efectiva y detallada de los recursos naturales, para que en un segundo mo-
mento lograr que el Estado pueda gestionarlos de acuerdo con el principio 
constitucional de que el agua es un derecho humano, propuesta que se hizo 
entre las reformas de febrero de 2024 y sigue sin ser trabajada por la lxvi 
Legislatura. También advierte de la urgencia de regular con mayor eficien-
cia las concesiones. Los datos de los informes de gobierno corroboran lo 
que dicen las cifras de las nuevas concesiones y asignaciones: “López Obra-
dor tal vez no tenga mucha agua para concesionar a nuevos solicitantes, 
pero sí tiene mucha que supervisar” (Pipitone, 2020, p. 74). 

Por lo pronto, parece una buena señal que en esta segunda etapa de la 
4T se pueda impulsar un Plan Hídrico Nacional integral, de la mano de una 
Ley General de Aguas, como fue anunciado por la presidenta Claudia Shein-
baum en la conferencia mañanera del pasado 15 de enero de 2015. Al res-
pecto, Alicia Bárcena, en su calidad de secretaria de Medio Ambiente, ha 
insistido en regular las más de 360 mil títulos otorgados desde 1992, pero 
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sobre todo que la norma se modifique de acuerdo a las condiciones actuales 
de cambio climático y estrés hídrico.
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4. Programas y acciones para el desarrollo social en la 
región Ciénega de Chapala de Michoacán

Omar Ernesto Roque Bernal *
Damaris Roque Bernal **

Resumen

Este capítulo presenta una investigación documental que examina los in-
ventarios de programas y acciones de desarrollo social publicados por el 
Coneval a escala federal, estatal y municipal, para el periodo 2018-2023. El 
análisis se complementa con un recorrido histórico y teórico-conceptual 
sobre las principales corrientes del desarrollo social y su influencia en la 
política pública mexicana, lo que permite contextualizar los hallazgos em-
píricos desde una perspectiva crítica. El estudio focaliza su atención en los 
diez municipios que integran la región Ciénega de Chapala en Michoacán: 
Sahuayo, Jiquilpan, Cojumatlán de Regules, Marcos Castellanos, Villamar, 
Venustiano Carranza, Briseñas, Pajacuarán, Vista Hermosa e Ixtlán. A par-
tir de los criterios metodológicos del propio Coneval, se identifican el nú-
mero, objetivos, presupuesto, institución responsable, población atendida y 
derechos sociales cubiertos por cada intervención. Los resultados revelan 
que, si bien el gasto social ha crecido considerablemente en años recientes, 
el número de programas ha disminuido y su concentración presupuestaria 
recae en educación, salud y bienestar económico. Más relevante aún, la 
región presenta ausencias notorias en áreas como la superación de carencias 
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sociales, ciencia y tecnología, mejora laboral, desarrollo cultural y desarrollo 
rural. Los autores concluyen que la política social vigente, sustentada en la 
teoría del bienestar, no alcanza una redistribución equitativa, pues sus 
beneficios no llegan de manera universal, ni diferenciada, a todas las fami-
lias de esta región michoacana.

Palabras clave: política social, programas-acciones, desarrollo social, Michoacán.

Introducción

Esta es una investigación documental que realiza una breve revisión de los 
últimos resultados publicados por el Consejo Nacional de Evaluación de la 
Política de Desarrollo Social (Coneval) en proceso de integrarse al Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía (inegi). Se complementa con un 
sintético y conciso análisis histórico y teórico-conceptual sobre la evolución 
de las teorías del desarrollo social, así como de su influencia en la política 
social. Lo anterior permite establecer criterios teóricos para comprender el 
panorama general de los programas y acciones de desarrollo social que 
existen en la región de la Ciénega de Chapala en el estado de Michoacán de 
Ocampo, área administrativa conformada por 10 municipios aledaños a 
dicho lago. 

El objetivo central de este documento es analizar los programas y accio-
nes que se han estado llevando a cabo en la región Ciénega de Chapala de 
Michoacán durante el gobierno de la 4T y los beneficios sociales que se han 
documentado. Para ello, en un inicio, se refiere a la cantidad y tipos de ac-
ciones y programas de este tipo, según los datos del Coneval contenidos en 
sus inventarios federales, estatales y municipales, en el periodo 2018 al 2023; 
dejando en claro la forma en que este consejo realizaba su labor de evaluar 
este campo de las políticas sociales. 

Lo anterior permitirá comprender de forma sucinta, y a escala, la situa-
ción de estas acciones y programas a nivel nacional, estatal y de todos los 
municipios del estado de Michoacán, hasta centrarse en los municipios 
que conforman la Ciénega de Chapala: Sahuayo, Jiquilpan, Cojumatlán de 
Regules, Marcos Castellanos, Villamar, Venustiano Carranza, Briseñas, 
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Pajacuarán, Vista Hermosa e Ixtlán. De ellas, se expresarán condiciones y 
características tales como el número, nombre y objetivos de los programas; 
la cantidad y origen del presupuesto que reciben; la institución responsable 
de aplicarlos; la cantidad y tipo de población atendida; el derecho social que 
se cumple; y la fuente de donde se obtuvo la información.

Se concluye con la identificación de los temas de desarrollo social que 
se requieren integrar a la agenda pública de los municipios que forman la 
Ciénega de Chapala en Michoacán, para generar una más completa política 
social en esta región. Se identificó que las acciones y programas que hacen 
falta en esta área son las denominadas superación de carencias sociales, 
ciencia y tecnología, mejora laboral, desarrollo cultural, y hasta cierto pun-
to, bienestar social y desarrollo rural. 

Lo anterior se llevó a cabo según los mismos criterios metodológicos 
del Coneval, a los que se integraron algunos principios teóricos del desa-
rrollo social, del cual se hace un breve recorrido histórico y conceptual, 
permitiendo conocer un poco del origen e historia de las teorías del desa-
rrollo social que determinan las políticas sociales en la actualidad y en Mé-
xico. Concluyendo que los lineamientos de la teoría del bienestar, en los que 
se basa la nueva política social de México, no se cumplen en cuanto a su 
criterio de redistribución equitativa, pues no logra generalizar estos apoyos 
de los programas y acciones de desarrollo social a todas las familias mexi-
canas, y por ende, tampoco en esta región michoacana.

Análisis de los programas o acciones para 
el desarrollo social desde el Coneval:  
Inventario Federal 2022-2023

Desde el año 2007 el Coneval ha realizado un listado de los programas y 
acciones de desarrollo social que se aplican en el país, en sus tres niveles de 
gobierno, desde donde se realizan diversos ejercicios de análisis de política 
social: “esta herramienta permite consultar información estructurada y sin-
tética que contribuye a la toma de decisiones informadas y objetivas, en un 
marco de gobierno abierto, transparente, enfocado a resultados y compro-
metido con la rendición de cuentas” (Coneval, 2024, p. 12).
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Las características que permiten identificar un programa de desarrollo 
social para diferenciarlo de otro tipo de políticas públicas es que buscan 
guardar y preservar los derechos sociales y el bienestar económico de los 
ciudadanos. El desarrollo social se vincula con los derechos sociales, que se 
establecen en el artículo 6° de la Ley General de Desarrollo Social (lgds): 
“alimentación nutritiva y de calidad, educación, salud, seguridad social, 
trabajo, vivienda digna y decorosa, el disfrute de un medio ambiente sano 
y los relativos a la no discriminación” (Coneval, 2024, p. 17).

Por su parte, los programas sociales se consideran programas presu-
puestarios con reglas de operación y vinculados a otros programas de sub-
sidios. Y las acciones sociales se consideran parte de los programas presu-
puestarios de Prestación de Servicios Públicos y de Provisión de Bienes 
Públicos. Ambos buscan atender los problemas sociales que limitan los 
derechos sociales y el bienestar económico de una población específica. 

Por ello, casi siempre estas intervenciones se diseñan integrando distin-
tos elementos que coadyuvan a identificar las áreas y grupos que carecen de 
derechos sociales. Tales intervenciones también se supeditan a las priorida-
des y suficiencias presupuestarias (Coneval, 2024). Se hace notar que estos 
documentos consultados utilizan poco el término “desarrollo”, y en su lugar 
usan “bienestar”, sobre todo en la presentación de cada obra, denotando su 
plataforma teórica e ideológica.

El Inventario Federal del Coneval es un documento recopilatorio que 
enlista el total de programas y acciones de desarrollo social provenientes 
del presupuesto federal y de las entidades y dependencias de la Administra-
ción Pública Federal (APF), que se encargan de ejercer y aplicar estos pro-
gramas. Se actualizaba anualmente como parte de la planeación programá-
tica presupuestal anual de la federación. 

Para el año 2022, había un total de 125 programas y acciones (Coneval, 
2024a, p. 44), cifra que bajó a 123 en 2023, aplicadas en 18 entidades públi-
cas. Esta tendencia ha ido a la baja desde 2009 en cuanto al número de 
programas; sin embargo, en cuanto a presupuesto ha aumentado en casi 200 
mil millones de pesos (Coneval, 2024a). El presupuesto para estos progra-
mas ha pasado de un poco menos de 850 000 millones de pesos en 2009, a 
casi un billón doscientos mil millones de pesos en 2023. 
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La tendencia del número de programas y acciones se ha contraído año 
con año bajo la lógica de apoyar de mejor manera a alcanzar estos objetivos 
sociales con un menor número de programas y acciones, pero con un mayor 
presupuesto que permita acciones y programas mucho más enfocados. Los 
cambios más importantes de ese año impactaron el ámbito de la salud, el 
cual, aunque no disminuyó, fue superado por el apoyo directo a adultos 
mayores. 

Las secretarías que concentran el mayor presupuesto en este campo son 
la sep, el imss y la Secretaría del Bienestar1 (Coneval, 2024a); dependencias 
que también se ocupan de los programas que absorben más del 50 % de este 
presupuesto: 1) Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores, 
2) Atención a la Salud, y 3) Subsidios para organismos descentralizados 
estatales. Cabe señalar que son los criterios con los que se decide lo anterior, 
los que precisamente abren el debate de cómo y cuánto debe asignarse y 
ejercerse para alcanzar estos objetivos de desarrollo social (Coneval, 2024). 

Los principios ideológicos, teóricos y políticos de inicio definen mucho 
de esto, pero hay que agregar criterios técnicos y características regionales 
y de cada grupo social: “los programas y acciones son heterogéneos, por lo 
que su presupuesto debe corresponder a las necesidades que se requieren 
para alcanzar los objetivos y las metas propuestas” (Coneval, 2024, p. 33). 

Las necesidades del norte de México no son las mismas que las del su-
reste o del centro, tampoco las áreas rurales ni las urbanas comparten los 
mismos requerimientos ni características; incluso de colonia a colonia va-
rían los niveles socioeconómicos. A pesar de esto, es bien sabido que un 
campesino de la tercera edad cobra el mismo apoyo que una persona mayor 
que llega en su automóvil de lujo al Banco del Bienestar. Por ello, parte de 
la discusión gira entre el universalismo de los derechos sociales o uno fo-
calizado, por ejemplo en la edad, sin que ambos criterios terminen por 
aplicarse adecuadamente.  

Los programas encargados de dar las prestaciones de los distintos ser-
vicios públicos son los más abundantes desde 2022 (Coneval, 2024a), aunque 
para el año 2023 el cumplimiento de reglas de operación les ha igualado en 
cantidad. Los programas de subsidios siempre han sido los menos presentes 

1	En 2023, el presupuesto de la Secretaría del Bienestar utilizado en ese rubro superó por 
primera vez al del IMSS.
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en número y cantidad presupuestaria. La sep, la Secretaría de Cultura y la 
Secretaría de Salud son las dependencias que más programas y presupuesto 
ejercieron en 2022, pero en 2023 la dependencia de Salud superó a la de 
Cultura (Coneval, 2024, 2024a). 

De 2022 a 2023, educación, cultura y salud ejercen juntos más del 80 % 
del presupuesto asignado (Coneval, 2024, 2024a). La mayor parte del pre-
supuesto se otorga directamente a personas mediante becas o apoyos direc-
tos, mientras que menos del 13 % se destina al resto de las categorías, insti-
tuciones, territorios y otros. El grupo etario más apoyado no es el de adultos 
mayores, sino al compuesto por programas que atienden a grupos de edad 
diferentes de forma simultánea o que apoyan en más de una etapa de la vida 
(como la salud y la educación).

La primera infancia es el grupo etario menos apoyado. Más del 50 % de 
estos programas cuenta con padrones actualizados de beneficiarios (Cone-
val, 2024, 2024a). Finalmente, es interesante observar cómo los programas 
eliminados en 2022 tienen que ver con temas de emprendurismo, compe-
titividad y calidad (Coneval, 2024a).

En conclusión, es notoria la disminución nominal de programas y ac-
ciones desde décadas pasadas, pero hay una clara tendencia de crecimiento 
presupuestario de ellos en los últimos años. El presupuesto ejercido se con-
centra en tres dependencias, tres programas presupuestarios y tres derechos 
sociales (educación, salud y bienestar económico); pero de ellos, salud, edu-
cación y seguridad social tienen el mayor presupuesto. Por su parte, es la 
prestación de servicios públicos el principal tipo de intervención, incremen-
tándose en los últimos años (Coneval, 2024).

Consultar las evaluaciones y demás datos de las acciones y programas 
de desarrollo social permite tener información para mejorar las políticas 
públicas en este campo, por medio de una gran variedad de análisis que 
ayuden a conocer cómo contribuyen a disminuir las carencias de cada una 
de las dimensiones de la pobreza y al acceso efectivo de los derechos socia-
les. También permite identificar similitudes y diferencias entre ellas, para 
evitar duplicaciones, e identificar áreas o temas faltantes. 

La existencia de estas bases de datos desde 2008 facilita hacer análisis 
históricos, además de conocer los aportes presupuestarios a los municipios 
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y a las entidades federativas. Y lo más importante, “contribuye a la transpa-
rencia y la rendición de cuentas” (Coneval, 2024, pp. 53-54).

Michoacán y su panorama general sobre  
programas y acciones de desarrollo social:  
Inventario Estatal 2018-2021

El Inventario Estatal de 2021 identifica un total acumulado de 1 038 inicia-
tivas de desarrollo social implementadas en todos los estados. Las regiones 
con la gama más amplia de programas y acciones fueron la Ciudad de Mé-
xico, Jalisco, Zacatecas, Guanajuato y Yucatán; en conjunto, estos estados 
constituyeron el 32.4 % del número total de iniciativas. Por el contrario, 
Michoacán, Tabasco, Morelos, San Luis Potosí y Nayarit fueron las entidades 
con menos iniciativas; en total, representaron el 6.6 % del total (Coneval, 
2024b).

Michoacán ha tenido un decrecimiento de más de un 60 % en sus pro-
gramas y acciones de desarrollo social entre 2018 y 2021 (Coneval, 2024b, 
p. 25). En lo que se refiere a grupo etario (por etapa de vida), los datos es-
tatales coinciden con los nacionales; los programas que apoyan a varios 
grupos etarios dominan en cantidad y presupuesto, siguiéndole el apoyo a 
adultos mayores. 

Históricamente, estos dos grupos etarios han superado en el 2023 a la 
tendencia anterior de apoyo a grupo etario de jóvenes (Coneval, 2024b). En 
2021 tenía un presupuesto original2 por debajo del promedio nacional (78.4 
millones de pesos), pero estaba por arriba de más del cincuenta por ciento 
de los estados de la república, con 53.3 millones de pesos (Coneval, 2024b). 

De los programas de desarrollo social prioritarios para atender las ne-
cesidades derivadas por el COVID-19, Michoacán recibió un poco menos 
de 196 millones de pesos por medio del programa de Asistencia Social Ali-
mentaria a Personas de Atención Prioritaria. Dicho programa se implemen-
tó por medio del DIF y estuvo dirigido a personas con discapacidad. Este 

2	Se debe diferenciar entre presupuesto original asignado y presupuesto ejercido realmente.
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era un programa que se implementó desde 2018, pero que en 2021 recibió  
mayor presupuesto (Coneval, 2024b).

Hay una diferencia importante en el tipo de derechos sociales que se 
apoyan en Michoacán con relación a la tendencia nacional, pues domina la 
Alimentación Nutritiva y de Calidad, dejando en segundo lugar a los tres 
derechos más apoyados, en un orden diferente, primero Bienestar econó-
mico, segundo Educación y el resto empatados con un porcentaje similar. 
Llama la atención que el apoyo a este derecho se justifique como parte del 
apoyo contra las consecuencias sociales del COVID-19, y esté enfocado a 
grupos de personas con discapacidad, aunque no se especifica el tipo. Por 
lo anterior se supone que se incluyeron a los enfermos por este virus. 

Para finalizar, es notoria la falta de datos en estos inventarios estatales y 
municipales. Esto se explica, en parte, por los cambios en la administración 
pública que, para el caso de México, no permiten continuidad, no solo en 
la generación y aplicación de programas como estos, sino también de la 
generación de información al respecto, cuestión que debe cambiar. Esto 
contribuiría a mejorar la transparencia y la rendición de cuentas en el ám-
bito de la administración pública; pues a pesar del uso generalizado de 
plataformas de las redes sociales, la información que se comparte no se 
sistematiza, ni se evidencia con documentación o bases de datos que corro-
boren la información compartida. 

También se requiere implementar estrategias que garanticen la dispo-
nibilidad de los documentos normativos de los programas sociales, para 
que en cada intervención se tengan claras las reglas de operación o linea-
mientos que permitan identificar la población objetivo, el presupuesto dis-
ponible, el bien o servicio a otorgar y la periodicidad con la que se entrega-
rán los apoyos; todos ellos temas que reciben críticas que dudan de la 
cuantía de tales programas. Solo de esta manera se sabrá de forma precisa 
los resultados de las intervenciones de desarrollo social (Coneval, 2024b).
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Situación general sobre programas y acciones 
de desarrollo social a nivel municipal:  
Inventario Municipal 2020-2022

Los municipios son base fundamental de la estructura administrativa y po-
lítica del país y, por lo mismo, responsables de asegurar el bienestar de la 
población de forma específica; esto se establece desde un marco legal que 
determina que deberán fomentar las oportunidades de desarrollo de sus 
habitantes, para lo cual destinan recursos presupuestales en la implemen-
tación de políticas, acciones y programas que: 

[...] promuevan el bienestar y la mejora de la calidad de vida de sus habitan-
tes, conforme a lo establecido en el artículo 9 de la Ley General de Desarrollo 
Social (lgds). [...] [según] el artículo 115 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (cpeum), tienen la responsabilidad de proporcio-
nar servicios públicos esenciales como el suministro de agua potable, el 
alumbrado público, el drenaje, la recolección de basura y la limpieza del te-
rritorio, entre otros. (Coneval, 2024c, p. 1)

Sus intervenciones deben responder y adaptarse a los diversos requisitos 
del grupo demográfico previsto. Al igual que en otros ámbitos de la gober-
nanza, su constancia, las asignaciones financieras, los marcos operativos y 
el alcance dependen de variables que incluyen el entorno económico, los 
periodos electorales y las prioridades delineadas en el panorama político y 
la agenda pública al comienzo de cada administración; factores que se ac-
tualizan conforme cambian las circunstancias y necesidades. Esta cuestión 
choca con los principios teóricos que señalan la necesidad de definir una 
planeación del desarrollo social de forma continua, y desde las caracterís-
ticas de las carencias sociales y no de factores externos.

Estos datos recopilados en inventarios como este (tipo de apoyo, pobla-
ción que beneficia y recursos utilizados) ayudan a identificar áreas de me-
jora. Asimismo se constituye como una herramienta valiosa y que beneficia 
el examen y la observación de las prioridades sociales de los organismos 



	 P R O G R A M A S  Y  A C C I O N E S  PA R A  E L  D E S A R R O L L O  S O C I A L  E N  L A  R E G I Ó N  C I É N E G A  D E  C H A PA L A �94

gubernamentales locales, ya que facilita la toma de decisiones informadas, 
mejora la transparencia y garantiza la rendición de cuentas (Coneval, 2024c). 

Desde el último cuarto del siglo xx, los municipios han entrado en una 
dinámica de descentralización y autonomía, la cual les ha permitido “des-
empeñar un papel más activo en la gestión de sus recursos e implementación 
de sus políticas” (Coneval, 2024c, p. 4); administrando y generando sus 
propios recursos, emitiendo reglamentos propios al respecto. Esto ha faci-
litado el desarrollo social para sus comunidades. 

Pero esta libertad está acompañada de una responsabilidad normada en 
un marco legal robusto, que les obliga a documentar y rendir cuentas en lo 
concerniente al manejo efectivo de recursos públicos, así como el cumpli-
miento de sus objetivos y resultados obtenidos; “esto reafirmaba la respon-
sabilidad de los municipios de hacer públicos sus planes de desarrollo, in-
formes de gobierno, presupuesto de egresos y gacetas municipales” 
(Coneval, 2024c, p. 5).

Los principios de transparencia y acceso a la información pública sus-
tentan la creación de este inventario de iniciativas y actividades de desarro-
llo social a nivel municipal, llevado a cabo por el Coneval desde el año 2012. 
Dichos principios se basan en el inventario federal, pero a diferencia de este 
y del Inventario Estatal, el Municipal “representa una complejidad adicional, 
pues las fuentes de información de las que se recopilan los programas y 
acciones no siempre se encuentran públicas en todos los municipios que 
integran el Inventario Municipal 2022” (Coneval, 2024c, p. 6); siendo la 
Plataforma Nacional de Transparencia (pnt) una herramienta primordial 
para la obtención de estos datos. Al igual que los inventarios federales y 
estatales, el objetivo del inventario municipal es: 

[...] dar a conocer las características generales de cada intervención de desa-
rrollo social identificada a nivel municipal, tales como la población a la que 
se dirige, el presupuesto aprobado y las instituciones y dependencias respon-
sables de su operación, a partir de información disponible en documentos 
oficiales públicos, páginas de internet, redes sociales oficiales y la pnt. (Co-
neval, 2024c, pp. 6-7)
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Las fuentes desde donde se pueden obtener datos sobre las acciones y 
programas de desarrollo social a nivel municipal se clasifican como docu-
mentos formales, entre los que se incluyen los protocolos operativos, los 
marcos de métricas de rendimiento y las directivas de procedimiento; mien-
tras que a nivel local destacan los planes de desarrollo, presupuestos de 
egresos, informes de gobierno, Informe de Cuenta Pública, o cualquier equi-
valente a ellos. En últimas fechas la información en redes sociales completa 
estos datos. La dificultad en la búsqueda de estos datos mostró la necesidad 
de mejorar las capacidades técnicas de sus funcionarios, por la duplicidad 
de registros, falta de actualización de datos y la inconsistencia de los mismos 
(Coneval, 2024c).

A diferencia de sus homólogos, el inventario municipal no cuenta con 
una clasificación programática precisa, por lo que se catalogó todo progra-
ma y acción municipal cercana a los derechos sociales y de bienestar eco-
nómico ya mencionados, mediante el análisis de la descripción de los obje-
tivos de los mismos, la población a quien se dirige o la dependencia que los 
opera (Coneval, 2024c). 

Este inventario tiene datos de los 2 476 municipios vigentes durante el 
ejercicio fiscal 2022; de los cuales, cerca del 80 % contó con alguna fuente 
de información para la recuperación de estos datos; siendo el plan de desa-
rrollo municipal su principal fuente. El informe de gobierno es la principal 
fuente de información para datos sobre el desarrollo social municipal, con 
casi el 50 % de los casos, y son las páginas web las que menos datos presen-
tan. Los criterios para elegir los datos utilizados fueron un indicador de 
transparencia, accesibilidad y legibilidad, los cuales más de la mitad de los 
municipios no logra cumplir (Coneval, 2024c). 

Los derechos sociales que están asociados con la gama más amplia de 
iniciativas e intervenciones se refieren a la salud, el bienestar económico y 
la vivienda. El origen de los grupos sociales apoyados, en su mayoría, no se 
pudo identificar, les sigue el apoyo a grupos de diversos orígenes etarios, y 
en tercero a grupos vulnerables económicamente. Los jóvenes son los menos 
apoyados. En cuanto a presupuesto recibido, los derechos sociales más apo-
yados a nivel municipal son la vivienda con un 42 %, el bienestar económi-
co con 20.7 % y la educación con un 11.7 % (Coneval, 2024c).
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Del 2020 a 2022 se ha reducido el número de programas y acciones de 
desarrollo social a nivel municipal, llegando a solo el 35 %; esto puede ser 
en parte por cambios de gobierno, así como los nuevos criterios de calidad 
de la información, apenas implementados, que dejaron de considerar pro-
gramas que operaban de forma local pero que dependían de instancias es-
tatales, federales o de la sociedad civil. Por otro lado, las fuentes de infor-
mación digital se incrementaron (Coneval, 2024c).

Todos los municipios de Michoacán cuentan con página web oficial, 
pero es la fuente en la que menos datos sobre desarrollo social aparecen, 
con un poco más del 50 %; un 99.1 % cuentan con información en redes 
sociales; solo 76.1 % cuenta con plan de desarrollo municipal, 83.2 % publi-
ca su presupuesto de egreso, 71.7 % publica informes de gobierno, 80.5 %  
da acceso a su cuenta pública (Coneval, 2024c). Estos datos muestran que, 
si bien es cierto que existen los medios para hacer públicas las acciones de 
gobierno y el uso de recurso estatales para cumplir con los principios de 
transparencia, de nada sirven si no se tiene la voluntad política de mostrar 
tal documentación.

En el Inventario Municipal 2022 se detectó un total de 6 792 iniciativas 
y programas destinados al desarrollo social. Entre estos, 678 se atribuyen al 
estado de Michoacán, lo que representa el 10 % de la cifra nacional general. 
Ocupa el lugar 11 entre las 32 entidades en cuanto a presupuesto progra-
mado, con $123 323 598.92 millones de pesos asignados. 

En cuanto a la participación del presupuesto de estos programas y ac-
ciones de desarrollo social, ocho son federales, seis estatales y siete del ramo 
33. Es importante mencionar que Michoacán no figura entre los municipios 
con los niveles de pobreza más altos o más bajos en relación con el número 
de programas y acciones de desarrollo social (Coneval, 2024c). 

Desde 2020, Michoacán sigue siendo el estado con el mayor incremen-
to de programas, manteniendo su representación del 10 % del total nacional,  
a pesar de que disminuyeron en un 47.3 % desde 2020 (de 1286 pasó a 678). 
En cuanto a los documentos que se utilizan para verificar estos programas, 
se han reducido o incrementado levemente en los municipios michoacanos 
entre 2020 y 2022, con excepción de la página web que es ya del 100 %, y la 
cuenta pública pasó del 55 % a un 80 % (Coneval, 2024c).
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Un programa representativo en 2022 fue el de Despensas para Familias 
Migrantes, cuyo objetivo era “brindar atención de carácter asistencial a las 
familias más desprotegidas y con problemas de integración familiar, alimen-
tación deficiente y desnutrición infantil, madres embarazadas y lactantes y 
jóvenes adolescentes” (Coneval, 2024c, p. 57), pero no figura en la región 
de la Ciénega de Chapala; lo cual confirma el dominio de este derecho social 
en los niveles federal y estatal.

El grado de rezago social en Michoacán es alto. De sus 113 municipios, 
en 111 se aplicó alguno de estos programas o acciones. De los 4.75 millones 
de habitantes, el 41.7 % se encuentra en situación de pobreza. El año 2020 
fue el que más programas y acciones sociales se aplicaron con 1 335 inicia-
tivas, número que descendió a 678 en 2022. Cabe destacar que el 100 % de 
los ayuntamientos cuentan con páginas web oficiales donde transparentan 
parte de la información relacionada con estos programas. 

Para 2020, es el Plan de Desarrollo municipal el documento que contie-
ne la información al respecto, no obstante, en 2022 se encuentra en los 
presupuestos de egreso, por lo que la cuenta pública municipal es la princi-
pal fuente para conocer estos datos. Para 2022 la mayor parte de estos pro-
gramas y acciones se enfocaron jerárquicamente en estos derechos sociales: 
1) bienestar económico, 2) salud, 3) vivienda, 4) educación, 5) alimentación; 
quedando en porcentaje muy bajos: trabajo, medio ambiente, no discrimi-
nación y seguridad social.  

Estos apartados analizados, que conforman la política pública social 
y su presupuesto a nivel federal, estatal y municipal, demuestran lo basto 
de este tema; por ello, la presente propuesta solamente se centrará en 
segmentar los programas y acciones que se aplicaron en el año 2022, aun-
que fueron publicados en 2024, para identificar los temas que aún no se 
han cubierto en beneficio de la población de la región de la Ciénega de 
Chapala de Michoacán.
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Situación de los programas y acciones de desarrollo  
social en los municipios que forman la región de  
la Ciénega de Chapala de Michoacán, 2022

La fuente consultada fue el Inventario Municipal 2022 del estado de Mi-
choacán del Coneval (2022), que a diferencia de los documentos anterior-
mente descritos que ofrecen resultados a nivel federal, estatal y municipal, 
ofrece la desagregación de los datos por cada uno de los 113 municipios de 
Michoacán.

Los datos que pueden consultarse son el número, nombre y objetivos de 
los programas que se aplicaron en cada municipio, cantidad y origen del 
presupuesto, la institución responsable de aplicarlo, cantidad y tipo de po-
blación atendida, el derecho social que se cumple, y la fuente de donde se 
obtuvo la información. Ofrece otros datos complementarios, como demo-
gráficos, porcentajes de población en situación de pobreza, tipos de fuentes 
donde se obtuvieron los datos, un índice de calidad de la información, así 
como información política de la autoridad municipal. 

En cuanto a la información sobre los programas y acciones de desarro-
llo social en la región, se cumplen las advertencias de los distintos estudios 
del Coneval; hace falta mayor transparencia de información por parte de 
las autoridades municipales. La información existe, pero si no es de fácil 
acceso para una institución especializada en investigación de la pobreza 
como esta, para el ciudadano común es aún más complicado. 

En la segunda década del siglo xxi, la población en la región del Ciéne-
ga de Chapala ha experimentado un franco crecimiento por las inercias de 
crecimiento poblacional provenientes del siglo pasado. Sin embargo, llama 
la atención que existan tendencias negativas de crecimiento demográfico, 
en al menos la mitad de los municipios; fenómeno explicado en parte por 
los procesos de migración interna de las áreas rurales a las urbanas, y la 
migración internacional.

Los municipios de Sahuayo y Jiquilpan, cuyas cabeceras están consi-
deradas como área conurbada, son las que concentran el mayor número 
de población en la región, pero Jiquilpan no escapa a esta singularidad 
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demográfica, que es más común en los municipios menos poblados, que a 
su vez son los de mayores índices de pobreza. 

La década de 2010 inició en la región con una población en situación 
en pobreza mayor a la media de su población total. Esta situación parece 
ser menor en municipios con centros urbanos poblados, y mayor en los 
municipios menos poblados. Esta problemática pareció agravarse a la mitad 
de la década con municipios que superaron el 70 % de su población en si-
tuación de pobreza. 

Para finales del periodo, esta situación se revirtió en muchos de los 
municipios de la región con una población en situación de pobreza de entre 
el 40 % a menos del 50 %. Solo los municipios de Pajacuarán y Venustiano 
Carranza se mantuvieron por encima del 60 %. Jiquilpan logró recuperar su 
tendencia negativa de principio a fin de la década, a pesar de un aumento a 
mitad de ella. Marcos Castellanos y Villamar fueron los municipios más 
exitosos en la disminución de su población pobre, pero también es cierto 
que su población disminuyó o tuvo índices muy bajos de crecimiento, por 
lo que es posible que la pobreza haya sido una de las razones de expulsión 
poblacional y de migración.   

En cuanto al origen de la información, la mayoría se obtuvo en la pági-
na web del gobierno municipal en turno, pero de diferentes documentos 
como el Plan de Desarrollo Municipal, Informe de Gobierno, Presupuesto 
de Egresos y Cuenta Pública, Plataforma Nacional de Transparencia, y otras 
fuentes (redes sociales principalmente). El índice de calidad y por lo tanto 
de confiabilidad de dicha información es bajo, tomando en cuenta que a 
nivel nacional el valor máximo alcanza el 3.9, siendo el más cercano el de 
Pajacuarán con 3.09, y el resto con valores inferiores al 2 y 1, siendo el más 
bajo Briseñas con 1.1. 

Los gobiernos municipales de esta región, en el periodo 2021-2024, son 
en su mayoría de partidos de oposición al régimen gobernante a nivel fede-
ral y estatal, con excepción de Vista Hermosa y Cojumatlán. De entre ellos, 
solo en tres municipios estuvieron al frente mujeres.

Para el año 2022 se contó un total de cuarenta y cinco acciones y pro-
gramas de desarrollo social incluidos en los municipios de esta región, 
todas con nombre y definición de la población objetivo, pero el resto de 
los datos como institución responsable, objetivo del programa o número 



	 P R O G R A M A S  Y  A C C I O N E S  PA R A  E L  D E S A R R O L L O  S O C I A L  E N  L A  R E G I Ó N  C I É N E G A  D E  C H A PA L A �100

de beneficiarios, es parcial. Jiquilpan es el municipio con el mayor número 
de acciones o programas de desarrollo social, con once. Los que menos 
presentaron son: Ixtlán, Marcos Castellanos y Cojumatlán con solo uno. 
Briseñas y Villamar no especifican la fuente de sus datos, del resto son va-
riados los documentos de origen. 

Aunque la mayoría de estos programas o acciones no especifican la 
institución subsidiaria, en los casos en que sí se hace, es el dif municipal 
la responsable. De ahí le sigue la Dirección de Desarrollo Agropecuario y 
Sector Educativo, la Dirección General de Bienestar y Desarrollo Social, 
y un Departamento de Desarrollo Social. Todas estas instancias son de-
partamento o áreas de algún ayuntamiento. Es muy probable que la falta 
de definición en los demás programas se deba a la inexistencia de un 
departamento o área específica en el ayuntamiento relacionada con el de-
sarrollo social. 

Únicamente Vista Hermosa y Pajacuarán mencionan de forma comple-
ta a la institución responsable. Los pocos objetivos que aparecen de cada 
programa o acción son detallados en cuanto a las acciones o bienes que 
implica, otras son solo generalidades.

La población atendida en su mayoría cae en la categoría denominada 
en situación de pobreza o vulnerabilidad económica, le siguen familias, 
mujeres, jóvenes, adultos mayores, estudiantes, discapacitados, así como 
distintos grupos de emprendedores, productores agropecuarios y de pesca. 
Solo en el derecho de salud se toma a toda la población, el resto tiene grupos 
etarios específicos. 

En Venustiano Carranza, los programas se especializan en productores 
y emprendedores. Jiquilpan cuenta con el mayor número de programas para 
mujeres y jóvenes (una rareza dada la tendencia a nivel nacional). Vista 
Hermosa y Villamar son los que asignan el mayor número de programas a 
las familias, siendo este último el único que ofrece apoyo a víctimas de de-
sastres naturales, lo que demuestra la dependencia municipal del programa 
DN-III-E.    

En cuanto a los derechos sociales que se resguardan con estos, a nivel 
regional se cuentan quince programas o acciones que cubren el Bienestar 
Económico, doce de Salud, siete de Alimentación Nutritiva y de Calidad, 
cinco de Vivienda Digna y Decorosa, cuatro para productores y emprende-
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dores, tres de Educación, dos para Medio Ambiente Sano, uno de Desastres 
Naturales, y uno de No Discriminación.

Origen y actualidad de algunos principios  
teóricos del desarrollo social

Los principios teóricos del desarrollo social engloban una amplia gama 
de conceptos y marcos interpretativos que tienen como objetivo compren-
der y guiar la política social, así como la progresión, desarrollo o bienestar 
de las sociedades. Estos principios están establecidos para permitir alcan-
zar una mejora de las condiciones de supervivencia humana y la calidad 
de vida, enfatizando su relación con múltiples factores sociales, culturales 
y económicos.

Estas teorías a menudo se centran en temas como la relación entre los 
individuos y sus entornos, el papel de las estructuras sociales, y los procesos 
que impulsan el cambio social. A continuación, se esbozan el origen de al-
gunos de los principios filosóficos y teóricos clave del desarrollo social, que 
derivarían en diversas perspectivas teóricas, que a su vez alimentaron con-
ceptualmente muchos de los principios y criterios de la política social actual.

El desarrollo social implica una idea de mejora de la calidad de vida, así 
como las condiciones que permiten la conservación de la vida humana, 
implica diseñar estrategias, políticas públicas y sobre todo políticas sociales 
que generen sustentabilidad, sostenibilidad y protección ambiental, esto 
para restaurar un equilibrio ecológico entre los seres humanos y la natura-
leza, y que, además, estabilice el crecimiento económico considerando fac-
tores ambientales y sociales. 

En lo económico, busca mejorar los modos de producción de la pobla-
ción; y en lo social, fomentar la concordia y la cooperación para alcanzar lo 
que hasta ahora se le ha denominado desarrollo (You-hua, 2004); este últi-
mo concepto ha evolucionado desde su aparición, siendo que ahora se cri-
tica y se discute su uso y significado; sea como calidad de vida, buen vivir, 
felicidad o bienestar (Roque, 2018, 2022).

Platón, Aristóteles, Maquiavelo, Hobbes, Locke, Rousseau, Montesquieu, 
Kant, Hegel, Fichte, Tocqueville, Marx, Engels y Nietzsche, entre otros, rea-
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lizaron reflexiones precursoras sobre el bienestar colectivo y la organización 
política. De esta manera sentaron las bases filosóficas de lo que más tarde se 
convertirían los fundamentos teóricos de las políticas sociales y de seguridad 
social presentes. 

Sus ideas o valores iniciales hasta cierto punto siguen vigentes, tales 
como la justicia, igualdad, libertad y el propiciar el desarrollo de las cuali-
dades humanas, como un elemento de la participación del Estado en los 
asuntos de sus ciudadanos. Aunque las distintas propuestas teóricas sobre 
el desarrollo social pueden estar confrontadas, todas comparten esos obje-
tivos, metas o valores de bienestar. Fue en el marco de la Revolución Indus-
trial, la proliferación de sistemas capitalistas y de los regímenes democráti-
cos, donde más se necesitaron estos valores (Gil, 2005). 

La historia de finales del siglo xix y la del siglo xx demuestra cómo las 
ideologías reformistas relacionadas con las cuestiones sociales surgieron 
como reacción a las repercusiones socioeconómicas instigadas por la Revo-
lución Industrial y los principios de la economía liberal. Otto Von Bismarck 
es el pionero en la legislación sobre la seguridad social, al igual que J. S. Mill, 
W. Beveridge y R. Titmuss, creadores teóricos del denominado Estado de 
bienestar. Además, se deben contar los aportes de los teóricos marxistas y 
neomarxistas en el mismo tema (Gil, 2005). 

Una de las primeras teorías modernas que consideró necesario abordar 
el desarrollo social desde la relación multidimensional fue el marxismo, que 
enfatiza en sus aspectos materiales e históricos y se centra en un socialismo 
científico, enfocándose en conocer el cambio de las estructuras sociales a 
través del cambio económico y social. 

La adaptabilidad y la naturaleza transformadora de las teorías del desa-
rrollo social permiten su aplicación en diferentes contextos históricos y 
culturales, proporcionando un marco sólido para comprender el progreso 
de la sociedad. Este marco se ha adaptado en diversos contextos, y aun hoy 
se sigue utilizando para abordar los desafíos contemporáneos del desarrollo 
social (Li, 2023). 

Volviendo a los teóricos del Estado del Bienestar, el modelo más acaba-
do surgiría de la propuesta de J. M. Keynes con su Teoría General del Em-
pleo, el Interés y el Dinero, que postulaba que: 
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[…] la intervención del Estado en la economía para propender por la estabi-
lidad de la producción, el empleo y el ingreso, así hubiese que incurrir en 
déficit gubernamental. La nueva visión ya no es la igualdad presupuestal y el 
equilibrio contable de las variables macroeconómicas [esto es la esencia del 
liberalismo y neoliberalismo], sino que el presupuesto se convierte en un me-
dio o una herramienta para corregir los ciclos, alcanzar la estabilidad econó-
mica y propugnar por el bienestar social. (Gil, 2005, p. 5)

En el Estado de bienestar el régimen promueve y elabora fundamentales 
políticas sociales orientadas a proveer y garantizar el bienestar de los ciu-
dadanos en el amplio marco de la seguridad social: salud, educación, sanea-
miento ambiental, oportunidades laborales, derechos civiles, entre otros. 

Los alcances del bienestar, por la vía de la política social, se basarán en 
las inclinaciones gubernamentales más tradicionales y orientadas al bien-
estar o en paradigmas estructurales y más socialdemócratas. A pesar del 
dominio actual de los principios neoliberales, es impensable alcanzar el 
bienestar social sin la intervención del Estado, más en un entorno donde 
los principios de los derechos humanos y del desarrollo sustentable son 
dominantes (Gil, 2005).

Los marcos alternativos de desarrollo social divergen de la intervención 
gubernamental y hacen hincapié en el examen de las conexiones sociales y 
las dinámicas interpersonales, en la medida en que afectan a la conducta 
individual, especialmente en lo que respecta a los ámbitos del crecimiento 
antisocial y prosocial. 

Estos modelos destacan la importancia de la intervención temprana para 
reducir los factores de riesgo y potenciar los factores protectores en el de-
sarrollo juvenil, aglutinando una política social centrada en este grupo eta-
rio. Comprender los aspectos sociales y emocionales del aprendizaje y el 
desarrollo es crucial para fomentar conductas sociales positivas y reducir la 
delincuencia (Vásquez, 2019; Catalano y Hawkins, 1996).

En la actualidad, los principales fundamentos teóricos que se aplican 
para repensar y diseñar las políticas de desarrollo social retoman mucho de 
lo propuesto por las teorías mencionadas anteriormente, e incluso las fu-
sionan; tales son el universalismo garantista, el universalismo básico, el de-
sarrollo y seguridad humana, la flexiseguridad, el florecimiento humano y 
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la igualdad compleja (Medrano, 2010). A lo anterior se agrega un nuevo 
fundamento teórico que apenas empieza a tomar forma, la teoría o modelo 
del bienestar. Aunque este retoma algunos principios de la teoría del Estado 
de bienestar, no es igual. Este caracteriza a la política social del régimen 
político actual en México.

El universalismo garantista tiene sus bases en el problema de clase que 
planteó Marx, pero agregando la aspiración igualitarista de los Estados de 
bienestar propuesta por Keynes. Esta propuesta de igualdad dio pie a pro-
yectos económicos distintos del denominado capitalismo de bienestar 
(Esping-Andersen, 2000 en Medrano, 2010),3 los cuales tenían en común 
una promesa de ciudadanía social universal, estrechamente relacionada a 
una democracia plena, con reconocimiento a derechos sindicales y a la 
educación. 

El principio universalista sustenta la provisión de bienes y servicios pú-
blicos, oponiéndose a los criterios selectivos para las prestaciones sociales.  
Los regímenes de bienestar se definen por su adhesión a este principio den-
tro de la política social, haciendo hincapié en el acceso igualitario a los 
servicios esenciales para la participación y el desarrollo de la comunidad. 
El Estado constituye el principal responsable de la provisión de tales bienes, 
por medio de leyes y programas gubernamentales. 

Aunque este es un proyecto de origen europeo, estuvo presente en otros 
países como México desde los principios constitucionales de 1917, y hasta 
la década de los 80. Su limitante más importante es la falta de recursos pú-
blicos para cumplir con los principios de igualdad e universalidad de los 
servicios públicos.

Estos Estados de bienestar tenían como objetivo establecer amplios mar-
cos de redistribución, garantizar el pleno empleo y promover el crecimien-
to económico a través de sistemas de seguridad social diseñados para pro-
teger a casi todos los ciudadanos (Medrano, 2010).

La flexiseguridad fue la respuesta de los países escandinavos antes las 
dificultades del paradigma anterior y la adaptación de la política social a los 
procesos de globalización económica mundial durante la última década del 

3	El capitalismo de bienestar constituyó una síntesis entre el igualitarismo liberal, que enfati-
zaba la libertad del individuo, y el social-democrático, que apoyaba la solidaridad de clase 
de esa época.
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siglo xx. La competencia económica global llevó a lo mismo a los distintos 
Estados de bienestar que buscaron formas de mantener sus sistemas de 
seguridad social en un contexto de lucha por mercados que requería de la 
reducción de los costos laborales, imposibilitando el pleno empleo. 

Esto dio lugar a la formulación de políticas que garantizaban la seguri-
dad social y, al mismo tiempo, fomentaban las condiciones conducentes a 
una economía competitiva basada en la flexiseguridad. Se buscaron prácti-
cas que pudieran permitir a las empresas adaptarse a las nuevas condiciones 
de la globalización, implicando flexibilidad en la contratación laboral (por 
tiempo determinado y el outsourcing), en la jornada laboral, puesto y fun-
ciones del puesto de trabajo, y salarial. 

Pero al mismo tiempo manteniendo la seguridad, sobre todo laboral, en 
un sentido amplio del desarrollo social. Seguridad del puesto de trabajo, del 
empleo, de los ingresos, y posibilidad de combinar vida laboral con privada 
(permisos de maternidad, entre otros). La propuesta tiene como objetivo 
equilibrar la necesidad de competitividad económica a través de la flexibi-
lidad laboral con el imperativo de la seguridad social, mediante la determi-
nación de los niveles óptimos de ambos componentes. El Estado sigue re-
gulando los mercados laborales, pero los flexibiliza. Las críticas que recibe 
giran en torno a la imposibilidad de mantener en equilibrio los intereses 
económicos con los laborales (Medrano, 2010). Esta política social tiene 
relación con la política económica y la laboral, y a su vez con la política 
familiar; por ello:

[...] la viabilidad de la flexiseguridad está vinculada a la estrategia económica 
general y al tipo de pacto social en cada país […] el propósito del modelo 
económico no sea solo aumentar la riqueza, sino fomentar el desarrollo de la 
sociedad en conjunto. (Medrano, 2010, p. 28)

El desarrollo y seguridad humana. A partir de la década de 1980, el 
paradigma neoliberal en los ámbitos económico y social ganó precedencia 
en América Latina, partiendo del supuesto de que el crecimiento econó-
mico aislado generaría bienestar para la población. Se creía que el progreso 
económico, cuantificado como un aumento del Producto Interno Bruto, 
catalizaba el progreso social. 
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Esta perspectiva ha sido objeto de críticas, en particular en lo que res-
pecta a la comprensión fundamental del desarrollo, que han articulado or-
ganismos internacionales como el Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (pnud). Desde la década de 1990 esta organización ha propa-
gado los conceptos de desarrollo humano (hd) y seguridad humana (hs). 

Estas ideas forman la base contemporánea para definir el desarrollo, 
y contrastan marcadamente con la visión tradicional que equipara el de-
sarrollo únicamente con la expansión macroeconómica. El enfoque se ha 
desplazado hacia la mejora de las oportunidades humanas, en particular las 
que se consideran fundamentales para el desarrollo humano. 

En el contexto de México, la noción de desarrollo humano se ha con-
vertido en parte integral de la formulación de políticas sociales. Esta com-
prensión del desarrollo humano se utiliza para construir el marco de la 
seguridad humana, en el que ambos conceptos son interdependientes. La 
seguridad humana es un requisito previo para la hd; sin embargo, lamen-
tablemente, ha funcionado como un concepto contradictorio más que como 
un instrumento político internacional constructivo (como las iniciativas 
antiterroristas). 

Por el contrario, los Objetivos de Desarrollo del Milenio se articulan 
como la aplicación práctica del marco conceptual que abarca el desarrollo 
humano y la seguridad humana. Esta perspectiva de desarrollo humano, 
que hace hincapié en la mejora de la capacidad, se ha concentrado en la 
noción de crear oportunidades, lo que, en el caso de México, se ha traduci-
do en brindar acceso a servicios específicos que abordan las necesidades 
básicas mediante un enfoque específico. 

Aún no se ha logrado la transición de un modelo que simplemente fa-
cilita el acceso a las necesidades básicas a otro que promueva y garantice 
activamente la plena realización de los derechos. Otra desventaja es que el 
concepto de seguridad humana es impreciso, su carácter multidimensional 
y amplio se confunde con el de solo seguridad, generando peligros en países 
en situación de conflicto o militarizados (Medrano, 2010). 

La igualdad compleja se refiere a la relación entre ciudadanía, cohesión 
social e igualdad. Instituciones como la cepal han recibido de ella el 
sustento teórico para sus propuestas de desarrollo social. La noción de 
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ciudadanía se conceptualiza como la posesión y promulgación de los dere-
chos humanos inherentes. 

Estos derechos abarcan tanto los derechos civiles y políticos como los 
derechos sociales, económicos y culturales. La idea de igualdad compleja 
está asociada al principio de justicia distributiva articulado por Michael 
Walzer (1983), que no debe interpretarse erróneamente considerándolo una 
mera igualdad; la justicia representa una constelación de esferas interconec-
tadas a través de la igualdad, basada en una comprensión democrática y 
pluralista de la sociedad. 

El complejo marco de igualdad postula que no existe una norma única 
para la asignación de bienes y servicios. Según la cepal, la equidad se pro-
pone como el objetivo fundamental del desarrollo en la región, afirmando 
que la realización de sociedades más equitativas requiere priorizar la apli-
cación de los derechos económicos, sociales y culturales (desc), y aboga 
por que el logro de este objetivo tenga formas de distribución social que se 
adapten a las diversas dimensiones de la compleja igualdad. 

Además, hace hincapié en que los principios que sustentan este objetivo 
son la igualdad, la solidaridad y la no discriminación. Incluso subraya la 
universalidad, indivisibilidad e interdependencia de este conjunto de dere-
chos sociales con los derechos civiles y políticos. La exigibilidad de los de-
rechos sociales se considera un requisito previo para la ciudadanía. 

El desarrollo debe generar mejores resultados sociales para la población 
en general, lo que debe traducirse en un mayor bienestar y mayores opor-
tunidades de lograr una mayor productividad para todos los ciudadanos. 
En consecuencia, se sugiere que los gobiernos de la región consideren la 
promoción o la construcción de la ciudadanía a través de una lente multi-
facética de igualdad. Promover la igualdad de oportunidades en ámbitos 
específicos puede fomentar sinergias beneficiosas. 

La igualdad compleja sirve como una herramienta conceptual para for-
mular una propuesta de desarrollo social que reconozca las diversas fuentes 
de inequidad. La distinción que establece entre equidad e igualdad tiene 
importantes ramificaciones en relación con la naturaleza y el alcance de las 
políticas públicas necesarias para facilitar una igualdad compleja. Cualquier 
apoyo que se brinde a un dominio puede afectar negativamente a otro. 
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Por lo tanto, es imperativo abordar estas diferentes conexiones para 
evitar que se perpetúen las desigualdades de oportunidades a lo largo del 
tiempo, en particular en lo que respecta a la discriminación, que tiene 
numerosos orígenes (Medrano, 2010).

El universalismo básico representa un marco conceptual propuesto por 
el Instituto de Desarrollo Social (indes) del Banco Interamericano de De-
sarrollo (bid). Surge dentro del paradigma del desarrollo social neoliberal, 
que aboga por una reducción del Estado, lo que limita su participación y 
rendición de cuentas en la provisión de los beneficios fundamentales. 

Para contrarrestar este modelo imperante, se ha articulado la noción de 
universalismo básico. El principio central del universalismo básico afirma 
que la gama de beneficios esenciales que abarca es intrínsecamente univer-
sal. Además, incumbe al Estado garantizar dicha cobertura.4 Este marco 
significa una «perspectiva» de la política social, similar a una agenda que 
delinea estrategias específicas destinadas a modernizar esta perspectiva. Es 
imperativo un resurgimiento del paradigma universalista. 

El acceso a las prestaciones sociales y a la mitigación de riesgos está 
restringido a las personas consideradas esenciales o indispensables. Los 
contornos del universalismo básico están estrechamente relacionados con 
el discurso sobre la viabilidad política, institucional y financiera presente 
en cada nación en la que se pretende ejecutar las iniciativas dirigidas a las 
prestaciones universales (ub) basándose en la dinámica social, fiscal y 
estructural. 

Estos parámetros están directamente relacionados con las disparidades 
en el progreso económico y social que existen entre los países de la región; 
deben abordar estos diferentes niveles de desarrollo y características nacio-
nales, por lo que requieren diversas acciones. Su sostenibilidad fiscal debe 
evaluarse mediante la utilización de mecanismos integrados que incluyan 
impuestos directos y contribuciones. La evaluación se lleva a cabo utilizan-
do métricas estandarizadas. El Estado funciona como un actor fundamen-
tal, aunque no el único, en la prestación de los servicios esenciales. 

4	Retoma la idea de garantizar derechos sociales, económicos y culturales (DESC) como fun-
damento normativo de la propuesta, aunque se enfoca solo en aquellas garantías sociales 
que, de acuerdo a las circunstancias de cada país, se consideren como básicas o esenciales.



	 P R O G R A M A S  Y  A C C I O N E S  PA R A  E L  D E S A R R O L L O  S O C I A L  E N  L A  R E G I Ó N  C I É N E G A  D E  C H A PA L A � 109

Entre sus principales desafíos se encuentra garantizar la sostenibilidad 
financiera del conjunto integral de beneficios que abarca. Un requisito pre-
vio para lograr un desarrollo duradero es el carácter político, que se expre-
sa a través de pactos y estrategias sociales que se respaldan en colaboración 
y se reconocen mutuamente (Medrano, 2010). 

El florecimiento humano (fh) (Boltvinik, 2006) es una visión alterna-
tiva para entender el desarrollo humano y el progreso social, y surge tam-
bién como una crítica al neoliberalismo. Más allá de servir simplemente 
como marco para la política social, constituye un paradigma de progreso 
social. Este concepto es parte integral del pensamiento liberal igualitario, 
que surgió en respuesta a los problemas relacionados con la justicia distri-
butiva. Se basa en el concepto de bienes primarios, definidos como aquellos 
productos que permiten a los individuos mantener el respeto por sí mismos 
y ganarse el respeto de los demás. 

Un componente fundamental de este marco es el reconocimiento del 
otro. Se basa en el supuesto de que los seres humanos evolucionan dentro 
de una multitud de marcos comunitarios que dan sentido a sus vidas. Si bien 
la dimensión material es esencial (Sen 1985, 1993), no es suficiente para el 
florecimiento humano (Boltvinik, 2006). No se limita a ser método para 
medir pobreza, sino que ofrece una visión para entender el progreso social. 
Hay al menos dos obstáculos principales del florecimiento humano: pobre-
za económica y alienación (trascender con nuestra labor). Entre otras de 
sus limitantes está ofrecer una visión utópica, sin proveer de acciones para 
que se aleje de ella y lo acerque a una visión política (Medrano, 2010).

Para concluir, se caracterizará brevemente una teoría que aún no se 
enlista o reconoce en la tipología anterior, pero sí cuenta con vínculos y 
se alimenta teóricamente de influencias de varias de las corrientes men-
cionadas, además de que el régimen político actual lo ha incluido como 
parte de su misma propuesta política, el modelo de bienestar. Este, hasta 
cierto punto, da continuidad al modelo de Estado de bienestar, a lo que se 
suma bases ideológicas de la izquierda política, resaltando la equidad y 
justicia social y la redistribución de la riqueza para abordar las desigual-
dades sociales (Mondragón, 2018). 

Este énfasis por la redistribución es consistente con las teorías de la 
economía del bienestar, que abogan por políticas dirigidas a reducir la 
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desigualdad de ingresos y proporcionar acceso universal a los servicios esen-
ciales (Weitzman, 2001). Se alinea con los principios de la economía del 
bienestar que enfatizan la asignación eficiente de recursos para maximizar 
el bienestar social. Esto implica abordar las ineficiencias del mercado y ase-
gurar que las políticas económicas contribuyan al bienestar general de la 
sociedad (Beckerman, 2017). 

Las políticas de bienestar del partido en el poder probablemente están 
influenciadas por los debates sobre el universalismo versus la focalización 
en la política social. El proyecto de política social de Morena puede abogar 
por programas universales de bienestar que incluyan a la mayoría de la 
población, reflejando su ideología populista e inclusiva (Armas, 2015). El 
trasfondo de lucha política que antecedió a este partido que representa al 
nuevo régimen político de México indica un enfoque asistencial que busca 
empoderar a los grupos marginados y rectificar las injusticias sistémicas 
(Bolívar, 2014). 

También puede incorporar elementos de los Estados de inversión social, 
que se enfocan en beneficios sociales y económicos a largo plazo a través de 
inversiones en educación, salud y sistemas de seguridad social. Esto se alinea 
con el énfasis que ha puesto el partido en el seguro social colectivo y el 
valor del trabajo asistencial (MacGregor, 2014). 

Es necesario subrayar que se debe tener cuidado de no confundir las 
teorías de la política social en el ámbito de la política y la gestión pública, 
con teorías del desarrollo social en el ámbito del trabajo social y el educati-
vo (Vygotsky, Piaget, Erikson); estas últimas se refieren al desarrollo huma-
no desde el punto de vista de la educación y el aprendizaje, y por otro lado, 
el desarrollo social desde el enfoque del trabajo social se concentra en los 
aspecto prácticos que propone el desarrollo social; aunque debe hacerse 
notar que tienen una cierta cercanía para aplicar y detallar las generalidades 
que las teorías de la gestión pública proponen. 

Las teorías del desarrollo social desde la gestión pública parten de pa-
radigmas como el posburocrático,5 la nueva gestión pública,6 el desarrollo 

5	Este paradigma propone cambiar los valores de la gestión pública, como la visión eficien-
tista, la administración de cosas, y el control de los recursos.

6	Este enfoque teórico busca que la administración pública sea eficiente y eficaz, satisfaga 
las necesidades de los ciudadanos, y cree valor.
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endógeno,7 y el desarrollo humano;8 todas vinculadas a las teorías del desa-
rrollo social anteriormente descritas. 

Conclusiones

La política social actual de México tiene sus raíces en un complejo marco 
teórico que ha ido evolucionando a lo largo del tiempo, influenciado por 
factores históricos, económicos y políticos. El fundamento teórico de esta 
política está conformado por la interacción entre la intervención estatal, las 
fuerzas del mercado y los roles familiares, lo que refleja un cambio de los 
modelos tradicionales de seguridad social a programas de asistencia social 
más diversificados. Esta transición está marcada por los retos de abordar la 
pobreza y la desigualdad dentro de un contexto económico neoliberal, y su 
declive actual como paradigma dominante. 

Si bien los principios teóricos del desarrollo social proporcionan un 
marco integral para comprender el progreso de la sociedad, es importante 
reconocer la diversidad de perspectivas y enfoques dentro de este campo. 
Es por ello que la integración y síntesis teóricas pueden potenciar la aplica-
bilidad y efectividad de las teorías del desarrollo social, acercando brechas 
entre diferentes paradigmas y fomentando una comprensión más holística 
del cambio social (Leaper, 2011). Este enfoque fomenta la colaboración y la 
innovación para abordar los complejos desafíos del desarrollo social en 
diversos contextos. 

La práctica actual del desarrollo social implica procesos deliberados que 
involucren a diversos actores sociales para lograr mejoras en el bienestar. 
Tales estrategias se centran en mejorar las habilidades y conocimientos, 
construir activos comunitarios e implementar medidas de protección social 
para aliviar la pobreza y mejorar el bienestar social. Esto incluye inversiones 
en capital humano, capital social y desarrollo comunitario, así como la 
promoción del trabajo digno y el empleo (Midgley, 2014). Este tipo de 

7	Este proceso afecta a todos los niveles de la vida, por lo que es necesario involucrar a toda 
la sociedad civil.

8	Este proceso busca que las personas tengan una vida prolongada, saludable, creativa, y 
con acceso a la educación.
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estrategias requieren procesos de planeación y planificación que les prece-
da, y de gestión y evaluación en su aplicación. Es aquí donde la teoría del 
desarrollo social se comprueba empíricamente, y se demuestra la eficiencia 
y eficacia de las políticas de desarrollo social. 

Las políticas de desarrollo social pueden no alcanzar las metas y obje-
tivos planeados por diversas razones, que van de una errónea base teórica 
e ideológica, un mal diseño, o una incorrecta aplicación. En el caso de los 
países en vías de desarrollo son numerosos los obstáculos que pueden im-
pedir que una política de desarrollo social alcance sus metas; entre los que 
se encuentran: la infraestructura inadecuada, el acceso limitado a la educa-
ción y la salud, la inestabilidad sociopolítica, el debilitamiento del tejido 
social, la inseguridad, la corrupción, entre otros. 

Estos retos dificultan la implementación efectiva de estrategias de desa-
rrollo social. Situaciones así requieren de un enfoque integral no solo a 
nivel teórico, sino que implique la participación activa de todas las clases 
sociales, el apoyo de organismos internacionales y una voluntad política que 
genere procesos de gobernanza y participación ciudadana en la generación 
de procesos de desarrollo social (Mustafa y Majid, 2023).

Como se observa, la historia de la política social en México lo ubica 
teóricamente dentro del enfoque del universalismo garantista, desde la apli-
cación de los principios constitucionales de 1917 hasta el inicio de la déca-
da de 1980; siendo algunos de sus logros la creación del Instituto Mexicano 
del Seguro Social (imss) en 1943 (Dion, 2000). Este proyecto de Estado de 
bienestar en México sucumbiría ante las crisis económicas que la hizo in-
sostenible para el gasto público de la época; por lo que se introdujeron re-
formas que le acercaron a la desreglamentación total que planteó el mode-
lo neoliberal, y a criterios de desarrollo basados en el universalismo básico 
impuestos por instituciones internacionales como el bid. 

El marco de política social de México se ha distinguido por una estra-
tegia bifurcada, que integra los mecanismos de seguridad social con inicia-
tivas específicas de ayuda social, especialmente después de la crisis finan-
ciera de 1995. Esta dualidad refleja un cambio hacia la comercialización y 
privatización de los servicios sociales, junto con una asistencia social míni-
ma para los más pobres (Laurell, 1999). 
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Estos criterios, aunque fueron imperiosos en las últimas décadas del 
siglo xx en México, no se aplicaron de forma tajante, se ajustaban en relación 
con otros modelos del desarrollo social, como el fincado en los principios 
del desarrollo humano y el desarrollo de capacidades (Sen, 1985, 1993); los 
cuales, se basan en ideales y principios relacionados con los derechos hu-
manos, que a su vez están presentes en las agendas de política internacional, 
como los objetivos del milenio. 

Como se dijo, esta visión de desarrollo humano basado en promover el 
desarrollo de capacidades, en México concentró la idea del desarrollo de 
oportunidades; el cual se tradujo en una política social basada en acceso a 
servicios que satisfacen necesidades básicas bajo un esquema focalizado de 
población etaria, pero sin lograr transitar a un pleno ejercicio de los deno-
minados derechos humanos en el campo del desarrollo social. 

A lo anterior hay que sumar la influencia de instituciones como la cepal, 
que durante décadas han influido en Latinoamérica en el tema de política 
económica y social. Poco a poco, se ha establecido el concepto de igualdad 
compleja basada en criterios específicos, la equidad en la asignación de 
recursos y servicios, junto con la importancia del compromiso cívico en los 
ámbitos político y social. 

Por último, el enfoque denominado florecimiento humano, que empie-
za a estar presente en la política social de México, por su gran influencia en 
Latinoamérica, sobre todo como parte de los derechos de los pueblos ori-
ginarios y en la influencia de modelos de desarrollo como “el buen vivir”, le 
hace un referente a tomar en cuenta, pues poco a poco se va acercando a la 
academia y política mexicana. 

Instituciones especializadas como el mismo Coneval han definido los 
temas y objetivos que buscaron los programas de desarrollo social hasta 
antes del inicio del régimen político morenista. Temas tales como gestión o 
entrega de bienes y servicios, mejora educativa, productividad, superación 
de carencias sociales, ciencia y tecnología, mejora en salud, mejora laboral, 
bienestar social, desarrollo cultural, medio ambiente, desarrollo rural y bien-
estar económico (Coneval, 2017), son aún los temas o criterios principales 
para abordar la política social en México, reflejados en los programas y 
acciones que las sustentan. El incremento o disminución de estos programas 
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o de su presupuesto siempre obedece a criterios ideológicos, políticos y 
económicos del régimen político en el poder.

La política de desarrollo social de actual régimen político en México, 
se considera parte de una teoría de bienestar, que examina la distribución 
de las responsabilidades asistenciales entre el Estado, los mercados y las 
familias. Pero a pesar de la expansión de los programas de asistencia social, 
ha habido una reducción a su impacto, debido al papel del mercado en el 
diseño de políticas y la dependencia desmesurada de las familias a estos 
apoyos (Leyer, 2020). Estas reformas al sistema han dado como resultado 
un modelo de bienestar fragmentado con bajo potencial redistributivo, al 
no lograr reducir significativamente la pobreza y la desigualdad (Leyer, 
2015).

En Michoacán, y sobre todo en los municipios que conforman la re-
gión de la Ciénega de Chapala, no se ha logrado cubrir del todo los temas 
y objetivos de programas y acciones para el desarrollo social planteados 
al final de regímenes anteriores, ni aun en el contexto reformado por los 
regímenes actuales. Solo se cubren los temas de bienestar económico, salud, 
alimentación nutritiva y de calidad, vivienda digna y decorosa, para pro-
ductores y emprendedores, educación, medio ambiente sano, desastres na-
turales y no discriminación; quedando fuera temas superación de carencias 
sociales, ciencia y tecnología, mejora laboral, bienestar social, desarrollo 
cultural y desarrollo rural. Por otro lado, los lineamientos de la teoría del 
bienestar en los que se basa la nueva política social de México no se cumplen 
en cuanto a una redistribución equitativa, que tampoco logra generalizar 
estos apoyos a todas las familias mexicanas.

Para concluir, es importante mencionar que el número de programas y 
acciones no necesariamente dan cuenta de un mayor o menor avance en la 
garantía del acceso efectivo a los derechos sociales, ya que se requiere ana-
lizar temas como la coordinación entre programas y su complementariedad 
(Coneval, 2024b). Sin embargo, la variación en el número de programas y 
acciones sociales puede otorgar una primera plataforma sobre la disponi-
bilidad de información, y con ello, el estado de la política social a nivel local.



	 P R O G R A M A S  Y  A C C I O N E S  PA R A  E L  D E S A R R O L L O  S O C I A L  E N  L A  R E G I Ó N  C I É N E G A  D E  C H A PA L A � 115

Referencias

Armas, G. D. (2015). Nuevos modelos de welfare en América Latina. Debates teóricos y 
trayectorias recientes. Revista Estudios, 33, 13-30. https://doi.org/10.31050/re.
v0i33.11601

Beckerman, W. (2017). From Economic ‘Efficiency’ to Economic Welfare. En: Economics 
as Applied Ethics (pp. 63-76). Palgrave Macmillan, Cham. https://doi.
org/10.1007/978-3-319-50319-6_7

Bolívar, R. (2014). Morena: el partido del lopezobradorismo. Polis. Investigación y Análi-
sis Sociopolítico y Psicosocial, 10(2), 71-103.

Boltvinik, J. (2006). “Autodeterminación y florecimiento humano. Reflexiones sobre 
desarrollo, política social y pobreza”. En S. Hurtado Martín (Comp.), Justicia, Políticas 
y Bienestar Social (pp. 315-342). UNAM.

Catalano, R. F., y Hawkins, J. D. (1996). The social development model: A theory of anti-
social behavior. In J. D. Hawkins (Ed.), Delinquency and crime: Current theories (pp. 
149–197). Cambridge University Press.

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (2017). Informe de 
Enfoque de Resultados 2017. Coneval.

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (2022). Inventario 
Municipal 2022 del estado de Michoacán. Coneval.

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (2024). Inventario 
Coneval de Programas y Acciones Federales de Desarrollo Social 2023-2024. Coneval.

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (2024a). Inventario 
Coneval de Programas y Acciones Federales de Desarrollo Social 2021-2022. Coneval.

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (2024b). Inventario 
Coneval de Programas y Acciones Estatales de Desarrollo Social 2021. Coneval.

Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (2024c). Inventario 
Coneval de Programas y Acciones Municipales de Desarrollo Social 2022. Coneval.

Dion, M. (2000, March 16-18). Understanding Social Policy-Making: The Origins of Mexi-
can Social Security Policy [Presentación de ponencia]. Meeting of the Latin Ameri-
can Studies Association, Miami, FL, United States. https://www.researchgate.net/
profile/Michelle-Dion/publication/228594511_Understanding_Social_Policy-Ma-
king_The_Origins_of_Mexican_Social_Security_Policy/links/02bfe50f95ff-
da6cf1000000/Understanding-Social-Policy-Making-The-Origins-of-Mexican-So-
cial-Security-Policy.pdf

Gil, A. (2005). Política Social. Teoría y Práctica - I parte. Revista Académica e Institucional 
de la UCPR, 72,138-160.

Laurell, A. C. (1999). La reforma del Estado y la política social en México. Nueva socie-
dad, 164, 146-158.

 Leaper, C. (2011). More Similarities than Differences in contemporary Theories of so-
cial development? A plea for theory bridging. In Janette B. Benson (Ed.), Advances 



	 P R O G R A M A S  Y  A C C I O N E S  PA R A  E L  D E S A R R O L L O  S O C I A L  E N  L A  R E G I Ó N  C I É N E G A  D E  C H A PA L A �116

in Child Development and Behavior, (Vol. 41, pp. 337-378). Academic Press. https://
doi.org/10.1016/B978-0-12-386491-8.00009-8

Leyer, R. (2015). The development of housing in Mexico: a welfare regime approach. 
Social Policy and Society, 14(4). https://doi.org/10.1017/S1474746414000591

Leyer, R. (2020). Has social policy expansion in Latin America reduced welfare decom-
modification and defamilialisation? Evidence from an overview of the Mexican wel-
fare regime. Social Policy and Society, 19(4), 645-659. https://doi.org/10.1017/
S1474746420000317

Li, Y. (2023). Theoretical Research on Social Development from a Multidimensional 
Perspective: From Marxism to Chinese-style Modernization. Scientific and Social Re-
search, 5, pp. 30-35. https://doi.org/10.26689/ssr.v5i12.5799

 MacGregor, S. (2014). Welfare: theoretical and analytical paradigms. UNRISD Working 
Paper, 13. https://researchonline.lshtm.ac.uk/id/eprint/2534567/1/MacGregor.pdf

Medrano, A. (2010). Análisis sobre principales enfoques de política social contemporá-
nea. EVALUADF. https://evalua.cdmx.gob.mx/storage/app/media/uploaded-files/
files/Estudios/Informe/prin_enf.pdf

Midgley, J. (2014). Social development. SAGE Publications Ltd. https://doi.
org/10.4135/9781446294987

Mondragón, S. I. J. (2018). Morena y el espacio político mexicano / Morena and the 
Mexican Political Space. Revista Mexicana de Estudios Electorales, 2(20), 133–157. ht-
tps://doi.org/10.54505/somee.rmee.2018.2.20.a6

 Mustafa, T. y Majid, P. (2023). Basic principles of social development and its obstacles. 
Journal of Garmian University, 10(2), 324-338. https://doi.org/10.24271/gar-
mian.2023.10225

Roque, E. (2018). Los conceptos de desarrollo, bienestar y región. Algunas reflexiones 
históricas. En Aguilar Ortega Teodoro, Gil Méndez Jesús, Santiago Nabor Eduardo 
(Coords.), Configuración y desarrollo regional en México. Universidad de la Ciénega 
del Estado de Michoacán de Ocampo.

Roque, E. (2022). Bienestar y desarrollo: propuesta para el desarrollo territorial en la 
conurbación Sahuayo-Jiquilpan, Michoacán. En Martínez Ruiz Diana Tamara y 
Aguilar Ortega Teodoro (Coords.), Desarrollo territorial en México: evidencias empíri-
cas. Universidad Nacional Autónoma de México.

Sen, A. K. (1993). Well being and capability. En Nussbaum, M., y Sen, A. (Eds.), The qua-
lity of life. Oxford Academic. https://doi.org/10.1093/0198287976.001.0001

Sen, A. K. (1985). Commodities and Capabilities. North-Holland.
Vásquez, C. (2019). Predicción y prevención de la delincuencia juvenil según las teo-

rías del desarrollo social (social development theories). Revista de Derecho, 14(1), 
135-158. https://revistaderechovaldivia.cl/index.php/revde/article/view/790

Walzer, M. (1983). Spheres of justice: a defense of pluralism and equality. Basic Books.
 Weitzman, M. L. (2001). A Contribution to the Theory of Welfare. Scandinavian Journal 

of Economics 103(1), 1-23.
You-hua, C. (2004). On Theory of Social Development. Journal of Nanjing University of 

Traditional Chinese Medicine. https://www.semanticscholar.org/paper/On-Theory-
of-Social-Development-You-hua/a8a5af6f83542d0584ea9db9821b46b49fe5e737



SEGUNDA PARTE
 Jóvenes Construyendo el Futuro  

y las sociedades civiles





119

5. Jóvenes Construyendo el Futuro en Sonora: entre 
expectativas y realidades

Susana Angélica Pastrana Corral* 
María Zulema Monteverde Murrieta **

Flor Guadalupe Alcántar Núñez ***

Resumen

El presente capítulo analiza el impacto del programa social Jóvenes Cons-
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Introducción

Esta iniciativa del Gobierno de México vincula la experiencia de los centros 
de trabajo con la energía de los jóvenes para impulsar las oportunidades 
laborales en el país y, con ello, contribuir en la economía de los beneficiarios 
y sus familias. Además, es uno de los programas más relevantes y llamativos, 
puesto que tiene el objetivo de capacitar a los jóvenes dándoles una opor-
tunidad de salir adelante. Tiene una duración de 12 meses en algún centro 
de trabajo, el cual funge como tutor de estos jóvenes dotándolos de habili-
dades y de experiencia profesional. 

Fue creado para ofrecer una respuesta directa a la problemática de des-
empleo juvenil. Por ende, busca conectar a jóvenes de entre 18 y 29 años 
con oportunidades de capacitación laboral en empresas, organizaciones y 
entidades del sector público; de este modo se convierte en la oportunidad 
para que empresas, instituciones públicas y organizaciones sociales capaci-
ten a jóvenes interesados en desarrollar sus habilidades y fortalecer su ex-
periencia laboral. 

Por tal motivo, a cada beneficiario (aprendiz) se le otorga una beca men-
sual y seguro médico con la esperanza de que esta experiencia se traduzca 
en habilidades y conexiones que le permitan integrarse de manera efectiva 
al mercado laboral. Según datos del Gobierno de México (s. f.-a), 2 973 461 
jóvenes han sido beneficiarios, de los cuales 1 246 205 son hombres y 
1 727 256, mujeres. 

De acuerdo con estimaciones del inegi (2018) y datos de la enoe, du-
rante el cuarto trimestre de 2018 la población representante de esa edad era 
de 24.2 millones de personas, lo cual representa el 19.3 % del total nacional, 
de tal manera que el diagnóstico implementado en ese periodo evidenció 
que varios jóvenes carecían de oportunidades para integrarse a la sociedad 
de manera productiva, ya sea porque se encontraran en búsqueda de traba-
jo o que laboraran en condiciones precarias.
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Así mismo, dentro de la población prioritaria, según el informe de la 
Secretaría del Trabajo y Previsión Social (2021), hay 2.3 millones de jóvenes 
de 18 a 29 años que no cuentan con un trabajo, no estudian y que además 
se encuentran en un territorio de alta y muy alta marginación o con altos 
índices de violencia. Esto cobra relevancia, ya que parte del propósito del 
programa de Jóvenes Construyendo el Futuro es disminuir esas cifras que 
obstaculizan el progreso de la sociedad al privar a esta población de opor-
tunidades para desarrollar actividades productivas. 

Ante ese panorama, el programa opera bajo el objetivo de contribuir a 
la incorporación de esos jóvenes en actividades económicas capacitándolos 
en el trabajo a través de su vinculación con unidades económicas dispuestas 
a brindarles dicha formación. Este propósito está alineado con el Objetivo 
prioritario 1 del Programa Sectorial de Trabajo y Previsión Social 2019-2024, 
el cual busca “Lograr la inclusión de jóvenes a través de la capacitación en 
el trabajo”. 

Sin embargo, aunque la iniciativa es ambiciosa y pretende abordar pro-
blemas estructurales profundos como la pobreza, marginación, migración 
y la desigualdad, sus efectos son diversos. A través de él se busca lograr que 
los jóvenes no formen parte de conductas antisociales que los lleven a co-
meter delitos o alterar el orden social, por lo que se pretende crear vínculos 
efectivos para que tengan un papel productivo en la sociedad y contribuyan 
a su crecimiento económico futuro mediante la realización de actividades 
de la vida cotidiana.  

Es preciso mencionar que el impacto de su aplicación puede variar según 
el territorio en el que se haya implementado, debido a que cada región tie-
ne características propias. Esta ha sido una de las razones por las que, con 
el paso del tiempo, su ejecución ha requerido distintos cambios para mejo-
rar sus resultados. De acuerdo con la Secretaría del Trabajo y Previsión 
Social (2021) algunos de estos cambios son:

a.	El objetivo central se distribuye en cinco objetivos específicos. 
b.	Apoyos (capacitación, beca y seguro médico) que conforman un com-

ponente único. 
c.	 La capacitación guiada para dotar a los jóvenes con habilidades en 

áreas técnicas y dentro de ámbito laboral.  
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d.	Límites a las organizaciones sobre el número de aprendices que pue-
den recibir. 

e.	 La beca pasó de $3 600 en 2019 a $3 748 en 2020, después a $4 310 en 
2021, en el 2024 recibían $7 572 mensuales, mientras que en 2025 
recibieron $8 480.17. 

f.	 Adecuaciones en la selección de la población prioritaria en el progra-
ma como municipios de alta y muy alta marginación, así como con 
altos índices de violencia y a integrantes de grupos históricamente 
discriminados, como la población indígena, afrodescendientes, en 
conflicto con la ley, víctimas o sobrevivientes, con discapacidad, vul-
nerables por condición de género, entre otros. 

g.	Cambió el término becario por aprendiz.  
h.	Se incorporó un apartado que detalla las actividades que están pro-

hibidas en las capacitaciones como: trabajo doméstico, ventas multi-
nivel o esquemas piramidales, vigilancia, veladores, personal de se-
guridad, actividades de culto religioso, actividades de proselitismo 
político-electoral o dentro de un partido político. 

i.	 Supervisión permanente y continua a los centros de trabajo. 
j.	 Creación de un comité técnico que busca el cumplimiento de las me-

tas y objetivos del programa.

Objetivos del programa 

El objetivo es analizar el impacto del programa Jóvenes Construyendo el 
Futuro, identificando en qué medida cumple con la inserción laboral, me-
jora de bienestar y reducción de vulnerabilidades entre los jóvenes benefi-
ciarios, así como su efecto en el Estado de Sonora. 

Alcances del programa  

Anteriormente, en el ámbito nacional, algunos programas públicos han 
atendido de manera muy limitada el problema de la falta de oportunidades 
al momento en que los jóvenes quieren insertarse al mercado laboral. 
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Podemos mencionar, por ejemplo, el programa federal Capacita-T de la sep 
que ofrece diversas capacitaciones a jóvenes entre los 15 y los 29 años para 
ayudarlos a regresar a la escuela, ingresar al mercado laboral o emprender 
proyectos productivos. La existencia de programas como este, de alcance y 
repercusiones muy modestas, atiende de manera sistemática y sostenida a 
todos los jóvenes que no estudian ni trabajan; lo cual no ha formado parte 
de la agenda prioritaria del Estado. 

Otra experiencia de atención relevante en México es el modelo de pro-
gramas de aprendices (Fazio et al., 2016). Este programa se dirige a jóvenes 
que buscan graduarse de un bachillerato técnico de ciertas carreras técnicas 
seleccionadas de acuerdo con las necesidades de empresas pertenecientes a 
la Confederación Patronal de la República Mexicana (coparmex), por ejem-
plo, electromecánica industrial, maquinaria y herramientas, mecatrónica, 
sistemas de información, autotrónica, transporte automotor, contabilidad, 
mantenimiento telecomunicaciones, entre otras. Este programa se basa en 
el sistema dual alemán con algunas adaptaciones para el contexto mexicano. 

El aprendiz, como ya se ha mencionado, es un joven que ingresa a una 
empresa para su capacitación, durante la cual tiene el acompañamiento 
de profesionales que fungen como guías. Por ende, el programa Jóvenes 
Construyendo el Futuro tiene un énfasis exclusivo en la capacitación en 
el trabajo. Finalmente, otra experiencia de atención relevante es Construye 
T, un programa de la Secretaría de Educación Pública y el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo dirigido a estudiantes de educación 
media superior. Su objetivo es promover el aprendizaje de las habilidades 
socioemocionales de los jóvenes para así prevenir conductas de riesgo que 
trunquen la trayectoria educativa de los estudiantes.   

En términos de alcance, el programa de Jóvenes Construyendo el Futu-
ro ha tenido un impacto significativo en la población  atendida, específica-
mente en Sonora, un estado caracterizado por su fuerte dinamismo agríco-
la, minero, pesquero e industrial, pero también por zonas de alta 
marginación, migración y violencia. A partir de su implementación se han 
reducido temporalmente las tasas de desempleo juvenil en la región al ofre-
cer una alternativa viable para quienes, de otra manera, habrían quedado 
excluidos del mercado laboral, lo cual ha constituido una oportunidad de 
mejorar su futuro. 
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Un gran aspecto positivo que genera el programa en Sonora es que ha 
brindado a los jóvenes el beneficio de adquirir habilidades laborales en 
sectores clave dentro del mismo contexto, trabajando con los puntos de la 
economía regional, como la agricultura, la manufactura, servicios, entre 
otras. Estas áreas son fundamentales para el desarrollo económico del esta-
do. Al facilitar la capacitación de jóvenes en estos sectores, el programa ha 
fomentado el crecimiento de una fuerza laboral más preparada para enfren-
tar las demandas la sociedad. 

Por lo tanto, esta iniciativa da paso a la reducción de la migración in-
terna y externa en algunas de las zonas más vulnerables de Sonora, ya que, 
al proporcionar una alternativa laboral dentro del estado, genera que mu-
chos jóvenes que estaban considerado emigrar en busca de mejores opor-
tunidades, hayan cambiado de planes y opten por quedarse en su territorio 
para continuar con su futuro. 

Asimismo, el programa ha beneficiado la cohesión social y el desarrollo 
local, al generar una reducción de la migración al extranjero, principalmen-
te hacia Estados Unidos. Este se ha convertido en un logro importante para 
Sonora, ya que esta región ha sido históricamente una de las principales 
rutas de migración hacia el norte. Cabe mencionar que hay escasa informa-
ción sobre datos que se concentren en el territorio sonorense. 

Otro de los aspectos positivos de este programa es su enfoque inclusivo, 
ya que promueve que todas las personas se integren. Para llevar a cabo el 
registro tanto jóvenes como empresas e instituciones pueden registrarse 
desde cualquier dispositivo electrónico (computadora, tablet o celular) co-
nectado a internet, el registro es fácil y gratuito:

•	 Jovenesconstruyendoelfuturo.stps.gob.mx/aprendiz si quieres regis-
trarte como Aprendiz.

•	 Jovenesconstruyendoelfuturo.stps.gob.mx/tutores si quieres registrar-
te como Tutor o Tutora. 
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Figura 5.1. Personas beneficiarias por entidad

Fuente: extraída del informe emitido por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (2023).

La Figura 5.1 muestra un mapa de México que presenta la participación 
de beneficiarios por entidad, tomando como base los datos de la Encuesta 
Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (enigh) del inegi (2022). En 
donde Sonora, estado ubicado en la región noroeste de México, parece tener 
una participación intermedia en comparación con los beneficiarios de otras 
entidades del país.

El mapa utiliza una escala de color que varía de un verde claro (que 
representa una participación baja) a un verde más oscuro (que indica una 
mayor participación). Por lo tanto, Sonora no está entre los estados con 
mayor participación (como Chiapas o Veracruz, que se muestran en tonos 
más oscuros), pero tampoco en los más bajos. En la Gráfica 5.1 se muestra 
el número de personas beneficiarias por edad, desglosado por género (hom-
bres y mujeres) en el contexto del programa. 
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Gráfica 5.1. Personas beneficiarias por edad

Fuente: extraída del informe emitido por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (2023).

En general, los hombres parecen tener una participación mayor que 
las mujeres, especialmente en las edades entre 20 y 24 años, donde se 
observa la mayor diferencia entre géneros. Sin embargo, en edades más 
jóvenes, como los menores de 18 años y los de 18 años, la diferencia entre 
hombres y mujeres es menor. Las edades que tienen el mayor número de 
beneficiarios, tanto en hombres como en mujeres, se encuentran entre los 
21 y 24 años. 

El pico más alto se registra a los 21 años, con 13 011 beneficiarios hom-
bres y 6 156 beneficiarios mujeres. Por consiguiente, la mayor parte de los 
beneficiarios se concentran entre los 18 y 29 años.

De acuerdo con el Gobierno de México (s. f.-b), desde finales de 2024 y 
principios de 2025 se ha logrado beneficiar a 2.3 millones de jóvenes, cifra 
que sigue en aumento. Esto se ha llevado a cabo a través de acciones que 
impactan en el desarrollo social en zonas prioritarias, es decir, aquellos 
lugares que cuentan con un alto índice de marginación y vulnerabilidad, 
como los contextos de violencia. De este modo, se pretende que la estrategia 
se implemente a lo largo de todo el país.
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Limitaciones en la ejecución y resultados a largo plazo 

En este apartado se identifican las principales alternativas para atender el 
problema o necesidad de política pública, fundamentando la pertinencia de 
intervención del Programa Jóvenes Construyendo el Futuro. Esta propues-
ta pone de manifiesto la urgencia de atender a los jóvenes a través de la 
capacitación en el trabajo con un apoyo económico. No obstante, conviene 
aclarar por qué el Programa Jóvenes Construyendo el Futuro es la mejor 
alternativa respecto de las que a continuación se describen; pues en térmi-
nos sociales ofrece resultados que ayudan a mitigar problemas como la 
precariedad, la exclusión, entre otros riesgos. 

Un programa enfocado en vincular la oferta con la demanda laboral a 
partir del apoyo a los jóvenes que no estudian y no trabajan no sería una 
opción idónea, ya que el mercado laboral mexicano es incapaz hoy en día 
de absorber a toda la población juvenil; además, muchos jóvenes carecen 
de las habilidades que el sector productivo busca para cubrir sus vacantes. 
Por otro lado, una intervención basada única y prioritariamente en aumen-
tar la matrícula en educación superior enfrentaría serias limitaciones. Aun-
que incrementar el número de estudiantes en ese nivel es deseable, la in-
fraestructura educativa actual en el país impone límites que no podrían 
superarse en el corto plazo.

A pesar de estos logros iniciales, el programa ha enfrentado una serie 
de limitaciones, lo cual provoca una reducción de su impacto en ciertas 
áreas a largo plazo. Una de las críticas más frecuentes es que, si bien ofrece 
una beca y capacitación, muchos jóvenes no logran obtener un empleo for-
mal al finalizar su participación en el programa. Aunque están mejor pre-
parados, diversos centros de trabajo buscan experiencia u otros lineamien-
tos para su contratación. Esto sugiere que el programa Jóvenes 
Construyendo el Futuro los prepara para ejercer alguna actividad, mas no 
asegura su inserción laboral de forma sostenible. Según la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social (2023): 

Durante los meses en que se levantó la encuesta salieron del programa 
57 416 jóvenes, de las cuales 35 424 encontraron empleo, es decir, el 61.7 %. 
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En comparación, en el mismo periodo hubo 12 189 427 jóvenes que no parti-
ciparon en el programa y que no tuvieron empleo en algún momento, de las 
cuales 2 791 829 encontraron empleo, es decir, el 22.9 %. (stps, 2023)

En Sonora los empleos formales son limitados en las zonas rurales, en 
consecuencia, los jóvenes de estas áreas se enfrentan a una falta de infraes-
tructura para obtener capacitación, lo cual reduce la calidad y pertinencia 
de las habilidades que puedan adquirir. Aunado a lo anterior, gran parte de 
las empresas locales con las que se logra conectar a los jóvenes no cuentan 
con las condiciones para ofrecer empleo permanente al término de la capa-
citación, lo cual afecta al impacto del programa en términos de reducción 
de pobreza y marginación. 

Otro desafío importante es que, aunque el programa ofrece una plata-
forma para emparejar a los jóvenes con posibles empleadores, no existe un 
mecanismo claro para garantizar que las habilidades adquiridas sean trans-
feribles a otros contextos. Dado que aprenden con base en la zona en don-
de están inmersos, si en algún momento desean trasladarse a otro lugar 
puede encontrarse con limitaciones. Esta situación pone de manifiesto la 
necesidad de implementar una estrategia integral de desarrollo que asegure 
que los beneficiarios puedan capitalizar la experiencia adquirida. Además, 
según la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (2023), del total de habi-
tantes en México, solo el 0.4 % son personas beneficiarias, las cuales viven 
en 149 974 hogares distribuidos por todo el país. 

Desigualdad y desarrollo regional 

Uno de los objetivos explícitos del programa es reducir la desigualdad, al 
brindar a los jóvenes de contextos vulnerables acceso a oportunidades de 
capacitación que de otra manera no tendrían, ya sea porque están en una 
zona retirada de los centros educativos y laborales o bien por sus condicio-
nes económicas. Si bien el programa ha tenido un impacto significativo en 
este aspecto, también ha generado en cierta medida brechas de desigualdad 
dentro del estado de Sonora. 
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Por ejemplo, las zonas urbanas, donde las empresas y las organizaciones 
son más numerosas, han concentrado mayores oportunidades de capacita-
ción. En cambio, las áreas rurales y marginadas han quedado en gran me-
dida desatendidas, pues en muchos casos sus condiciones son malas. Este 
desequilibrio en la infraestructura ha generado una distribución despro-
porcionada del apoyo, dejando atrás a las regiones más pobres.

En el caso de Sonora, las zonas rurales y las comunidades indígenas, que 
enfrentan los mayores niveles de pobreza y marginación, no han experi-
mentado los mismos beneficios del programa que las áreas urbanas. Esto 
sugiere que, si bien el programa tiene el potencial de reducir la desigualdad, 
en la práctica está reproduciendo algunas de las dinámicas de exclusión que 
busca combatir. 

Impacto en la pobreza y el ingreso 

En términos de su impacto en la reducción de la pobreza, el programa da 
la oportunidad de recibir un ingreso a muchos jóvenes, lo que a su vez les 
permite mejorar su situación económica de manera inmediata. Sin embar-
go, al ser un programa de becas y no un empleo formal, este ingreso es 
temporal y no garantiza una mejora sostenida en las condiciones de vida de 
los beneficiarios. Asimismo, algunos jóvenes que completan el programa 
vuelven a enfrentar la misma precariedad económica que tenían antes de 
comenzar en esta dinámica, este hecho sugiere que el impacto en la reduc-
ción de la pobreza es limitado y de corto plazo. 

Ahora bien, si se habla de la parte positiva, el programa ha permitido 
que muchos jóvenes tengan acceso a una fuente de dinero que de otro modo 
no habrían tenido. Esto ha sido especialmente importante en las zonas ru-
rales de Sonora, donde las oportunidades de empleo formal son escasas. Sin 
embargo, la cantidad de la beca no es suficiente para cubrir todas las nece-
sidades de los jóvenes, al tratarse de un ingreso no contemplado previamen-
te puede ayudarles a alcanzar beneficios inmediatos. El impacto depende 
finalmente de la perspectiva de las personas y de cómo utilizan ese ingreso, 
buscando la forma de que esto sea una inversión de mejoras para sus vidas, 
y de nuevas oportunidades. 
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Además, este programa otorga beneficios y oportunidades esenciales 
para los aprendices, como obtener su constancia de capacitación, desarro-
llar habilidades necesarias para desempeñarse en algún puesto de trabajo, 
ya sea de forma independiente o mediante un emprendimiento. 

Incluso, según su desempeño, el beneficiario tiene la probabilidad de 
ser contratado por la empresa o institución donde realice su capacitación. 
Todo esto le permite darse a conocer y desenvolverse en el mundo laboral, 
con base en las habilidades y destrezas que ha adquirido y puesto en prác-
tica, permitiéndole obtener beneficios. 

Un aspecto adicional que contribuye a su impacto es que, además, du-
rante o después de su capacitación se les otorga herramientas, como curso 
o talleres que les permiten desarrollar y fortalecer sus habilidades, para que 
a partir de ellos puedan generar fuentes de ingresos por medio de un nego-
cio propio, incluso ofrecer sus servicios en algún lugar. 

Otro de los elementos que constituyen el programa de Jóvenes Cons-
truyendo el Futuro es la vinculación laboral. Esto permite que al final de la 
capacitación se les dé seguimiento en su proceso; por ejemplo, si el aprendiz 
no logra ser contratado por la empresa en la que está, se le ofrece apoyo para 
encontrar empleo por medio del portal del Servicio Nacional de Empleo. 

Entre los resultados de esta iniciativa también puede contarse la trans-
formación de los jóvenes, quienes se convierten en líderes y emprendedores 
sociales que promueven el cambio positivo en sus comunidades siendo un 
ejemplo y aprovechando la oportunidad de emprendimiento en la labor. Al 
mismo tiempo, el programa contribuye a la construcción de una sociedad 
más justa, equitativa y sostenible. 

Para potenciar el alcance de este programa se recomienda continuar el 
apoyo y fortalecer la capacitación a los jóvenes, así como ampliar la cober-
tura y el alcance del programa para beneficiar a las diferentes regiones y 
comunidades de nuestro estado.
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Administración “Tutores”, capacitación 
como Centro de Trabajo 

Otro de los objetivos de Jóvenes Construyendo el Futuro es aportar capital 
humano a los centros de trabajo. Por ello, desde la parte de los “Tutores” se 
permite sembrar habilidades en jóvenes por medio de actividades y tareas 
que sean propias de la empresa. La institución que adopta este rol contri-
buye a formar jóvenes capaces, responsables, comprometidos, con interés y 
motivación. Por ende, la empresa tutora también se beneficia al capacitar a 
los aprendices, ya que aumenta su productividad y su competitividad gracias 
al aporte de nueva energía y trabajo, aprendiendo de ellos. Asimismo, la 
empresa aprende de ellos mientras les brinda herramientas para que des-
empeñen sus tareas de forma más eficiente. 

Una facilidad que otorga este programa es el servicio médico por medio 
del imss, lo cual garantiza que los aprendices cuenten con una cobertura de 
salud ante cualquier situación dentro o fuera de la empresa o negocio, por 
lo que se economiza en ese tipo de gastos operativos durante la formación. 

Las actividades que desempeña el tutor son: contar con un plan de tra-
bajo con actividades dirigidas para el propio joven en desarrollo, asegurar 
las condiciones dentro de la empresa, incluyendo su seguridad e integridad, 
además de espacios adecuados para que el joven pueda desenvolverse en 
función de las actividades que tiene que llevar a cabo. Para ello, la misma 
empresa requiere capacitar previamente a los jóvenes con horarios y activi-
dades establecidos en conjunto con el plan de trabajo, proporcionando ma-
teriales o insumos necesarios sin costos para el propio aprendiz. 

Aunando a lo anterior, es importante tener en consideración que el joven 
está en constante evaluación, la cual se efectúa de forma mensual y por 
medio de su propio desempeño ante las actividades o situaciones que se 
desarrollen en el mismo plan de trabajo. Por lo tanto, para poder ser em-
presa tutora se requiere hacer un registro en la plataforma de Jóvenes Cons-
truyendo el Futuro, donde se le solicitan documentos para su verificación, 
tomando en cuenta el para qué y el plan de actividades.

A través de la participación en el Programa JCF, se pueden incorporar 
aprendices a los procesos de las unidades económicas, lo que permitirá 
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aumentar la productividad y mejorar la competitividad con fuerza de tra-
bajo joven, al mismo tiempo que ellos adquieren nuevos conocimientos y 
herramientas que estimulen sus capacidades resolutivas para desempeñar 
mejor sus tareas. 

Aprendiz, joven en formación a través de la capacitación 

Dentro del programa hay dos modalidades de participación: las personas 
pueden ser tutores, convirtiéndose en la empresa receptora que brindará el 
apoyo de capacitación a los jóvenes, o bien solicitar el apoyo para ser quien 
recibe esa capacitación convirtiéndose en el beneficiario aprendiz dentro de 
los rangos establecidos. 

Como se ha mencionado, la capacitación dura 12 meses, al concluir este 
periodo la Secretaría del Trabajo y Previsión Social les otorga a los apren-
dices una constancia de capacitación, documento que avala que la persona 
cuenta con las competencias técnicas adquiridas. 

Como apoyo, desde el inicio de su capacitación, el aprendiz recibirá 
mensualmente un incentivo económico, por medio de la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social. Esta beca es equivalente a $8 480.17 pesos, y pueden 
cobrarla a través de una tarjeta del Banco del Bienestar. 

Asimismo, según el Gobierno de México (s. f.-c), durante este periodo 
se le otorga cobertura de atención médica por parte del imss, la cual inclu-
ye consulta médica general, seguro médico por enfermedad y maternidad, 
además de asistencias medico-quirúrgica, farmacéutica, hospitalaria u obs-
tétrica. También se les otorga seguro por riesgos de trabajo, durante el pe-
riodo de capacitación, el cual contempla la asistencia necesaria como ser-
vicios de hospitalización, aparatos de prótesis, ortopedia y a su vez 
rehabilitación.

No obstante, para poder ser acreedores al apoyo, junto con todos los 
beneficios del programa, los jóvenes deben cumplir con ciertos requeri-
mientos, además de cumplir con sus obligaciones. 

Entre esos aspectos a considerar, el primer requisito es tener entre 18 y 
29 años, no estar estudiando ni trabajando, realizar las actividades estable-
cidas en el plan de trabajo de la empresa tutora, incluyendo la responsabi-
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lidad de asistir a la capacitación en los días y horarios que está prescrito, 
tomando en cuenta que cada empresa tiene sus propias reglas y hábitos 
laborales con los cuales se deben de trabajar en tiempo y forma. 

Otro aspecto importante es la evaluación. Así como la empresa o insti-
tución tutora evalúa el desempeño de los aprendices, el beneficiario debe 
de evaluar mensualmente al tutor, en su forma de desempeñar sus activida-
des y obligaciones a cumplir. 

Si el aspirante cumple con las características mencionadas puede regis-
trarse en la plataforma de Jóvenes Construyendo el Futuro como aprendiz; 
posteriormente enviar sus documentos pertinentes para su verificación y 
selección. Hay cierta flexibilidad, puesto que el aprendiz puede elegir en qué 
empresa hacer su capacitación, de acuerdo con la distancia, área de interés 
o escolaridad que prefiera. Por ende, se tiene que poner en contacto con 
dicha institución tutora para que le realicen una entrevista, dando paso a la 
siguiente etapa del proceso, para que lo acepten o declinen su solicitud. 

Las reglas de operación del programa Jóvenes Construyendo el Futuro 
se mencionan en el Diario Oficial de la Federación, publicado el 31 de di-
ciembre de 2024, mediante esta iniciativa, que eleva a rango Constitucional 
al Programa, se asegura la protección de los derechos de las juventudes 
mexicanas, garantizando así su acceso al trabajo digno y propiciando la 
creación de oportunidades que favorezcan su desarrollo integral. En el mar-
co de los Programas de Desarrollo, toda persona o grupo social en situación 
de vulnerabilidad tiene derecho a recibir acciones y apoyos tendientes a 
disminuir su desventaja. 

La Coordinación General de Programas para el Desarrollo, en colabo-
ración con la Secretaría del Bienestar, son las instancias responsables de la 
coordinación entre las dependencias y entidades de la Administración Pú-
blica Federal para la ejecución de planes, programas y acciones que integran 
la política de bienestar; por tal motivo, se trabaja de manera conjunta para 
institucionalizar la operación de los programas y garantizar su continuidad. 

Las presentes Reglas de Operación son un reflejo de la política de 
bienestar. Estas reglas parten de la premisa de que los ciudadanos, como 
sujetos de derecho, son derechohabientes de los programas y deben reci-
bir su apoyo de manera directa, sin intermediarios. Así, la confianza en el 
pueblo es la base para que las y los ciudadanos ejerzan libremente su de-
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recho y, por lo tanto, pueden consultar este documento para ejercerlo de 
manera informada.

 Por lo tanto, en las 32 entidades federativas del país se debe trabajar con 
el objeto de regir la operación del Programa Jóvenes Construyendo el Fu-
turo según sus normas oficiales. Para efectos de su cumplimiento, con base 
en las Reglas de Operación establecidas en el Diario Oficial (2024), se debe 
comprender lo siguiente:

I. Acuerdo de Comité Técnico. Es el documento que contiene la decisión 
colegiada aprobada por la mayoría de los miembros con derecho a 
voz y voto presentes en la sesión correspondiente de las y los inte-
grantes del Comité Técnico del Programa, siendo de observancia 
obligatoria en el Marco de las presentes Reglas de Operación. 

II. Administrador de sucursal. Es aquella persona designada por la o el 
Representante del Centro de Trabajo, facultada para establecer comu-
nicación entre la Sucursal donde se desarrolla la Capacitación y el 
Programa. 

III. Apoyo económico. El que otorga la stps por concepto de beca de 
manera directa y sin intermediarios a las y los Beneficiarios sin dis-
tinción alguna, hasta por 12 (doce) emisiones, cuyo monto equivale 
a $8 480.17 pesos (ocho mil cuatrocientos ochenta pesos 17/100 
M.N.). El monto del Apoyo económico será igual en todas las enti-
dades federativas del país. 

IV. Aprendiz. Joven registrado que se postuló y se vinculó a un Centro 
de Trabajo, e inició Capacitación. 

V. Aprendiz verificado. Aprendiz que acreditó los requisitos establecidos 
para ser sujeto de pago del Apoyo económico. 

VI. Beneficiaria o Beneficiario. Joven que ha recibido el Apoyo económi-
co en al menos una ocasión y cuyos datos personales se encuentran 
registrados en el Padrón de Beneficiarios del Programa. 

VII. Capacitación. Proceso continuo de enseñanza-aprendizaje, transmi-
sión de conocimientos y desarrollo de Habilidades, hasta por 12 
(doce) meses, que se realiza con la participación y acompañamiento 
de una o un Tutor en un Centro de Trabajo y/o en sus Sucursales, y 
que está orientada a permitirle a las y los Aprendices adquirir o re-
forzar su experiencia laboral y Habilidades para el trabajo, de acuer-
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do con el Plan de Actividades de su elección, registrado por el Centro 
de Trabajo. 

VIII. Centro de Trabajo. Persona moral, física, Institución Pública u or-
ganización social que participa en el Programa para la Capacitación 
de Aprendices. 

IX. Centro de Trabajo o Sucursales suspendidas. Centro de Trabajo o al-
guna de sus Sucursales cuya participación en el Programa se suspen-
de por haber incumplido las presentes Reglas de Operación. 

X. Comité Técnico. Instancia del Programa encargada de interpretar para 
efectos administrativos y operativos los asuntos concernientes al Pro-
grama o aquellos que no hayan sido previstos en las presentes Reglas 
de Operación, de conformidad con lo establecido en la disposición 
Vigésima Sexta. 

XI. Constancia de Situación Fiscal. Documento emitido por la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público a través del SAT que contiene la clave 
del Registro Federal de Contribuyentes, así como los datos de iden-
tidad, ubicación y características fiscales del contribuyente. 

XII. Constancia de Capacitación. Documento expedido por la stps a tra-
vés de la Plataforma Digital con apoyo del Representante del Centro 
de Trabajo o Tutor para las y los Egresados del Programa y que fun-
girá como documento que acredite el tiempo adquirido de experien-
cia laboral. 

XIII. Constancia de Participación. Documento expedido por la stps que 
avala la participación de cada Tutora o Tutor en el Programa por 
haber capacitado al menos a un(a) Egresado(a), según lo defina el 
Programa. 

XIV. Constancia de Vigencia de Derechos. Documento expedido por cual-
quier institución pública de seguridad social (imss, Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado, Petró-
leos Mexicanos, Secretaría de la Defensa Nacional) en el que se hace 
constar que una persona cuenta con servicio médico vigente, cuya 
expedición deberá ser inferior a cinco días naturales al momento de 
presentarlo ante el Programa. 
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XV. Contraloría Social. Mecanismo de las y los Beneficiarios del Progra-
ma que verifica el cumplimiento de las metas y la correcta aplicación 
de los recursos públicos asignados. 

XVI. Corresponsabilidad. Es la responsabilidad compartida entre los 
Participantes en el Programa, conforme a sus obligaciones y dere-
chos adquiridos. 

XVII. CURP. Clave Única de Registro de Población, expedida por el Re-
gistro Nacional de Población (renapo). 

XVIII. Egresado(a). Beneficiario(a) que concluyó su participación en el 
Programa. 

XIX. Espacio para capacitación. Oportunidad de Capacitación para el 
trabajo que registra el Centro de Trabajo para poner a disposición de 
las y los Jóvenes registrados a través del Programa. 

XX. Grupos históricamente discriminados. Conjunto de personas a las 
que se le han violado sus derechos humanos por su condición social, 
económica y/o cultural, quienes han sido histórica o contextualmen-
te marginados, excluidos o discriminados. 

XXI. Habilidades. Capacidades o destrezas que una persona adquiere y 
desarrolla para realizar una tarea o actividad de manera eficaz. Pue-
den ser innatas o aprendidas a través de la experiencia y la práctica. 

XXII. Identificación oficial. Documento original vigente con fotografía, 
expedido por una entidad, dependencia o institución pública guber-
namental, que presenta datos susceptibles de ser utilizados para com-
probar la identidad de una persona, tales como credencial para votar, 
pasaporte, cédula profesional, licencia de conducir y documento mi-
gratorio vigente emitido por la autoridad competente o, en su caso, 
prórroga o refrendo migratorio; referidas de manera enunciativa, más 
no limitativa. 

XXIII. IMSS. Instituto Mexicano del Seguro Social. 
XXIV. Institución pública. Entidad dedicada a la prestación de servicios 

por parte de los tres órdenes de gobierno (federal, estatal o munici-
pal). Incluye poder ejecutivo, judicial y legislativo, instituciones au-
tónomas de educación superior, así como otras de interés público y 
de carácter no educativo, y cualquier otra institución que opere con 
fondos y/o patrimonios públicos. 
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XXV. Joven. Para efectos de las presentes Reglas de Operación, es aque-
lla persona entre 18 y 29 años. 

XXVI. Joven postulante. Joven registrado(a) en el Programa y que ya 
eligió un Espacio para Capacitación. 

XXVII. Joven registrado(a). Joven que declara ante el Programa, bajo 
protesta de decir verdad, no encontrarse estudiando y/o trabajando, 
y que completó el formulario de registro. 

XXVIII. LFPRH. Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria. 

XXIX. Padrón de Beneficiarios. Relación de las y los Beneficiarios inte-
grados con base en el Manual de Operación del Sistema Integral de 
Información de Padrones de Programas Gubernamentales (SIIPP-G), 
a cargo de la SABG, cuya publicación y actualización se realiza tri-
mestralmente. 

XXX. Padrón Único de Beneficiarios o Padrón del Bienestar. Padrón inte-
grado con las y los Beneficiarios de los Programas para el Desarrollo 
con información de las dependencias y entidades responsables, in-
formación y entrevistas domiciliarias, de visita de campo y del regis-
tro e inscripción por los medios específicos establecidos para cada 
Programa, a cargo de la Coordinación General de Programas para el 
Desarrollo. 

XXXI. Plan de Actividades. Descripción detallada de las actividades que 
realizarán las y los Aprendices durante el desarrollo de la Capacita-
ción en el Centro de Trabajo y/o sus Sucursales, la cual deberá con-
tener las características mínimas y el perfil con que deben contar 
las y los Jóvenes postulantes; lugares y/o domicilios donde se reali-
zará la Capacitación; los horarios y días en que se brindará la Ca-
pacitación; y la o el Tutor a cargo de impartirla. 

	 Este Plan deberá ser integrado por el Centro de Trabajo al momento 
de su registro ante el Programa. 

XXXII. Plataforma Digital. Es el medio electrónico que alberga toda la 
información de operación del Programa y que, de manera automáti-
ca, realiza los cruces para asociar los perfiles de las y los Jóvenes re-
gistrados, de acuerdo con sus intereses y lugar de residencia, con los 
Espacios para Capacitación disponibles en los Centros de Trabajo. 



	 J Ó V E N E S  C O N S T R U Y E N D O  E L  F U T U R O  E N  S O N O R A :  E N T R E  E X P E C TAT I VA S  Y  R E A L I D A D E S �138

De igual forma, es uno de los medios para enviar solicitudes, reque-
rimientos y notificaciones oficiales a Aprendices, Representantes de 
Centros de Trabajo, Administradores de sucursales y/o Tutores, así 
como registrar las evaluaciones mensuales mutuas de las y los Apren-
dices y de las y los Tutores, y dar seguimiento al desempeño del Pro-
grama. Lo anterior, de conformidad con el Acuerdo por el que se crea 
la Plataforma Digital Jóvenes Construyendo el Futuro, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 6 de diciembre de 2018. Se puede 
acceder a la Plataforma Digital en la siguiente liga electrónica: https://
jovenesconstruyendoelfuturo.stps.gob.mx/ 

XXXIII. Presupuesto aprobado. Las asignaciones presupuestarias anuales 
comprendidas en el Presupuesto de Egresos de la Federación a nivel 
de clave presupuestaria en el caso de los ramos autónomos, adminis-
trativos y generales, y a nivel de los rubros de gasto que aparecen en 
las carátulas de flujo de efectivo para las entidades. 

XXXIV. Programa. Programa Jóvenes Construyendo el Futuro. 
XXXV. Programas para el Desarrollo. Los Programas relacionados con el 

desarrollo integral de las personas; los que otorgan algún servicio a 
las mismas, así como aquellos que ejercen un beneficio directo y sin 
intermediarios a la población de conformidad con el Presupuesto de 
Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2025, y los demás 
que se establezcan por acuerdo del Ejecutivo Federal que tengan esa 
finalidad. 

XXXVI. Representante de Centro de Trabajo. Persona responsable de la 
gestión del Centro de Trabajo ante el Programa.

XXXVII. Revisión administrativa. Proceso de supervisión que deberá ser 
atendido por las y los Beneficiarios que se encuentren en Capacitación 
para verificar la realización de la misma, así como confirmar su con-
tinuidad en el Programa y/o recepción de pago. 

XXXVIII. RFC. Registro Federal de Contribuyentes. 
XXXIX. SAT. Servicio de Administración Tributaria, órgano desconcen-

trado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
XL. Seguro Médico. Es el seguro que proporciona el IMSS con cargo al 

presupuesto autorizado para la STPS para el ejercicio fiscal corres-
pondiente, con cobertura por las prestaciones en especie que otorgan 



	 J Ó V E N E S  C O N S T R U Y E N D O  E L  F U T U R O  E N  S O N O R A :  E N T R E  E X P E C TAT I VA S  Y  R E A L I D A D E S � 139

los seguros de enfermedades y maternidad, y riesgos de trabajo a las 
y los Beneficiarios del Programa. 

XLI. Sucursal. Inmueble o espacio físico perteneciente al Centro de Tra-
bajo en el que también se podrá realizar la Capacitación de las y los 
Aprendices. 

XLII. SNE. Servicio Nacional de Empleo. Es una unidad administrativa 
de la STPS que brinda atención a la población buscadora de empleo 
y empleadores, mediante acciones de intermediación laboral, apoyos 
para la Capacitación y movilidad laboral, que tiene como finalidad 
facilitar la vinculación laboral. 

XLIII. SABG. Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno. 
XLIV. SHCP. Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
XLV. STPS o Secretaría. Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 
XLVI. Tercerización de la capacitación. Esquema en el cual imparte la 

Capacitación un tercero distinto al Centro de Trabajo registrado ante 
el Programa, sin la participación de las y los Tutores dados de alta por 
el mismo. 

XLVII. Tutora o Tutor. Persona designada por los Centros de Trabajo para 
capacitar y evaluar a las y los Aprendices, conforme al Plan de Acti-
vidades. 

XLVIII. Unidad. Unidad del Programa Jóvenes Construyendo el Futuro 
como instancia ejecutora y responsable de coordinar la planeación, 
programación y organización del Programa, así como todas las demás 
atribuciones establecidas en el Reglamento Interior vigente de la 
STPS. 

XLIX. Vinculación. Proceso mediante el cual el Centro de Trabajo acep-
ta la solicitud de una o un Joven postulante para que inicie su Capa-
citación, después de su primer encuentro con la o el Representante 
del Centro de Trabajo y/o Tutora o Tutor asignados. 
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Conclusiones

El programa Jóvenes Construyendo el Futuro ha demostrado ser una polí-
tica pública relevante para la inserción laboral y la protección social de jó-
venes en México, específicamente durante la crisis derivada de la pandemia 
de COVID –19. Los resultados del estudio según la Secretaría del Trabajo 
y Previsión Social (2023) muestran que los egresados del programa tienen 
el doble de probabilidad de encontrar trabajo en comparación con jóvenes 
que no participaron entre 46 % vs 23.6 %, lo que evidencia un impacto en la 
empleabilidad de la población objetivo. 

Además, el programa funciona como red de protección mínima para 
los hogares de los jóvenes más vulnerables, asegurando ingresos, acceso a 
servicios de salud y reduciendo la probabilidad de inseguridad alimentaria, 
por ejemplo. El acceso a servicios médicos aumentó en un 20 por ciento. 

Los efectos positivos fueron más evidentes en las zonas rurales, donde 
los beneficiarios experimentaron un mayor bienestar que los jóvenes que 
estaban empleados, con ingresos por hogar superiores en $2 035 pesos, ya 
que mejoró su acceso a la salud y disminuyó la carencia alimentaria. El 
programa demostró que las mujeres tienen mayor participación con el 
58.8 % y jóvenes indígenas con 42 %, lo que sugiere que está llegando a po-
blaciones tradicionalmente marginadas. 

Asimismo, el ingreso proporcionado por el programa es particularmen-
te importante en hogares con índices más altos de pobreza, representando 
hasta el 32 % en ingreso corriente en el nivel más bajo y disminuyendo 
conforme aumenta el nivel socioeconómico del hogar. 

Por ende, se considera que el programa de apoyo a los jóvenes de entre 
19–24 años, que no estudian ni trabajan y requieran del apoyo, ha tenido 
un impacto significativo en Sonora, proporcionando oportunidades de ca-
pacitación y un ingreso temporal a miles de jóvenes. Sin embargo, sus efec-
tos a largo plazo en la reducción de la pobreza, la marginación, la migración 
y la desigualdad han sido limitados. Aunque el programa ha logrado dismi-
nuir la migración juvenil en algunas áreas y ha contribuido a la formación 
de una fuerza laboral más capacitada, sigue enfrentando importantes desa-
fíos en términos de sostenibilidad y equidad regional. 
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Como bien se menciona, la finalidad de esta iniciativa es desarrollar 
habilidades y competencias en los jóvenes para que puedan enfrentar los 
desafíos del mundo actual, promueve la inclusión y la igualdad de oportu-
nidades para todos los jóvenes, independientemente de su género, raza, 
religión o condición socioeconómica. Otro de los alcances es que al estar 
dentro del programa se ofrece capacitación y formación en áreas como li-
derazgo, emprendimiento, habilidades sociales y emocionales, desarrollo 
personal, incluso apoyo personalizado a los jóvenes para que puedan alcan-
zar sus objetivos y metas. 

El programa, al crear una red de apoyo y conexión entre los jóvenes 
participantes, les permite compartir experiencias y aprender de otros, y a 
su vez genera un impacto positivo en las comunidades, ya que los partici-
pantes trabajan en proyectos que promueven el cambio positivo. 

Para que el programa tengan resultados duraderos en el desarrollo local 
y regional, sería necesario mejorar su implementación en las zonas más 
marginadas y garantizar que los jóvenes beneficiarios tengan acceso a em-
pleos formales al finalizar su participación. Es una iniciativa que busca em-
poderar a los jóvenes para que se conviertan en agentes de cambio en sus 
comunidades.
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6. Evaluación territorial de Jóvenes Construyendo el 
Futuro en Valparaíso, Zacatecas
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Resumen

Este artículo analiza los resultados del programa Jóvenes Construyendo 
el Futuro (jcf) desde una perspectiva territorial, a partir del estudio de 
caso del municipio de Valparaíso, Zacatecas. Mediante una estrategia me-
todológica cualitativa sustentada en la evaluación realista, se recuperan 
las experiencias de jóvenes beneficiarios, tutores y servidores de la nación 
que participaron en el programa entre 2019 y 2022. El análisis revela que 
los resultados de jcf no pueden comprenderse sin considerar las condi-
ciones estructurales del territorio, las redes sociales locales y los mecanis-
mos de agencia activados durante su implementación. Entre los hallazgos 
destaca la limitada capacidad de los centros de trabajo para ofrecer capa-
citación significativa, la mediación de redes personales para acceder al 
programa y la función simbólica del apoyo económico como estabilizador 
temporal. Asimismo, se identifican desigualdades significativas en la ex-
periencia de mujeres jóvenes, quienes enfrentaron mayores barreras para 
participar en condiciones de equidad. El artículo concluye que es indis-
pensable reconfigurar las estrategias de evaluación de políticas públicas, 
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incorporando enfoques sensibles al territorio y a la complejidad social que 
lo atraviesa. 

Palabras clave: Jóvenes Construyendo el Futuro, política social, evaluación 
realista, territorio.

Introducción

En los últimos años, la política social en México ha tenido un papel pro-
tagónico en los esfuerzos por reducir la pobreza, la desigualdad y la ex-
clusión social. Sin embargo, la efectividad de estas políticas no puede en-
tenderse plenamente sin considerar las particularidades territoriales 
donde se implementan. 

El diseño centralizado de muchas intervenciones suele omitir la diver-
sidad de contextos locales, lo que con frecuencia genera brechas entre los 
objetivos institucionales y los resultados reales observados en los territorios. 
En este escenario, la evaluación se posiciona como una herramienta indis-
pensable no solo para valorar los resultados de las políticas, sino también 
para reflexionar críticamente sobre sus alcances, limitaciones y posibilidades 
de mejora.

El presente artículo tiene como objetivo analizar los resultados del pro-
grama Jóvenes Construyendo el Futuro (jcf) en el municipio de Valparaíso, 
Zacatecas, durante el periodo 2019-2022, desde una perspectiva territorial, 
utilizando el enfoque metodológico de la evaluación realista. Este programa, 
considerado uno de los pilares de la política social del actual gobierno fe-
deral, busca atender a jóvenes de entre 18 y 29 años que no estudian ni 
trabajan, mediante apoyos económicos y capacitación laboral en centros de 
trabajo locales.

Más allá de los indicadores de cobertura y cumplimiento, este estudio 
parte de la premisa de que los resultados de jcf están profundamente con-
dicionados por el entorno social, económico e institucional del territorio 
donde se implementa. Desde esta óptica, se analizan no solo los datos ofi-
ciales del programa, sino también las experiencias, percepciones y dinámi-
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cas que emergen entre los actores locales involucrados: aprendices, tutores 
y servidores de la nación.

Con base en un estudio de caso y una estrategia metodológica cualita-
tiva, esta investigación busca responder la siguiente pregunta: ¿Cuáles han 
sido los resultados del programa Jóvenes Construyendo el Futuro en el mu-
nicipio de Valparaíso, Zacatecas, desde una perspectiva territorial? Para ello, 
se analizan los resultados de una entrevista semiestructurada, bajo una ló-
gica de evaluación centrada en el contexto territorial.

De esta manera, este artículo también busca aportar a la discusión sobre 
la evaluación de políticas públicas en México, desde una perspectiva que 
reconoce la complejidad y diversidad de los territorios, más sensibles a las 
realidades locales y sustentadas en el protagonismo de los actores locales. 

Analizar los resultados de un programa social como jcf exige superar 
los enfoques tradicionales que suelen evaluar únicamente metas de cober-
tura o ejecución presupuestal. Este trabajo parte de la necesidad de inter-
pretar los resultados desde el territorio, es decir, considerando las dinámicas 
sociales, económicas e institucionales específicas del lugar donde se imple-
menta la política. Para ello, se retoman tres enfoques complementarios: el 
desarrollo local como marco de comprensión del territorio, la crítica a la 
evaluación convencional de políticas sociales, y la evaluación realista como 
herramienta metodológica para construir explicaciones más situadas.

Desarrollo local: el territorio como sujeto  
y no solo escenario

El concepto de desarrollo local ha cobrado importancia como una alterna-
tiva frente a modelos de desarrollo que conciben al crecimiento económico 
como un proceso homogéneo, centralizado y ajeno a las realidades locales. 
Lejos de entender el territorio como un simple espacio físico, esta perspec-
tiva lo asume como un entramado de relaciones sociales, institucionales, 
culturales y productivas, donde los actores locales construyen proyectos 
comunes, toman decisiones estratégicas y gestionan recursos en función de 
sus propias condiciones y aspiraciones (Boisier, 2001; Alburquerque, 2004).
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Bajo esta perspectiva, el desarrollo local no puede imponerse desde el 
centro ni replicarse mecánicamente entre territorios con realidades distin-
tas. Como señala Vázquez-Barquero (2000), se trata de un proceso endóge-
no, sustentado en la movilización de recursos propios, la construcción de 
capacidades y la interacción entre agentes públicos, privados y comunitarios. 
En este enfoque, el sujeto del desarrollo es el territorio mismo: sus actores, 
sus instituciones y su historia.

La relevancia de esta perspectiva se hace evidente al analizar políticas 
sociales como jcf, cuyo diseño e implementación siguen una lógica nacio-
nal uniforme, sin mecanismos claros de adaptación a las particularidades 
de cada municipio. En lugares como Valparaíso, donde coexisten condicio-
nes de dispersión poblacional, migración estructural, economía informal y 
débil institucionalidad local, las posibilidades de que un programa logre sus 
objetivos dependen menos de su diseño formal y más de cómo interactúa 
con estas condiciones.

Autores como Arocena (2002) y Danani y Hintze (2011) advierten que, 
sin un actor local con capacidad de apropiación y gestión, no hay posibilidad 
de desarrollo duradero. Esta premisa también puede aplicarse a las políticas 
sociales: cuando los actores del territorio no son considerados ni involucra-
dos activamente en la implementación y evaluación de los programas, se 
reduce la posibilidad de generar impactos sostenidos. Por ello, este estudio 
no se limita a observar si el programa “funcionó”, sino que busca com-
prender qué ocurrió en su implementación concreta, cómo se resignificó 
en el territorio y qué resultados produjo desde la experiencia vivida de sus 
actores.

Crítica a la evaluación convencional: una mirada  
limitada del cambio social

Desde la institucionalización de la evaluación de programas en América 
Latina, especialmente en México con la creación del Coneval en 2006, las 
metodologías predominantes han estado orientadas por el paradigma de la 
gestión por resultados. Este enfoque ha contribuido a introducir criterios 
de eficiencia, eficacia y transparencia en la política pública; sin embargo, 
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también ha generado prácticas evaluativas centradas en indicadores cuan-
titativos, frecuentemente descontextualizados.

Las evaluaciones tradicionales, como la evaluación de impacto o la eva-
luación de resultados basada en el marco lógico, asumen una lógica causal 
lineal entre insumos, actividades y productos. Esta lógica es funcional en 
programas de carácter técnico o altamente controlado, pero presenta limi-
taciones importantes en contextos sociales complejos y abiertos, donde 
múltiples factores interactúan simultáneamente (Cervantes, 2022; Cardozo, 
2013). Estas metodologías tienden a omitir dimensiones cualitativas como 
la percepción de los actores, las resistencias locales, las reinterpretaciones 
del programa o los efectos no previstos.

Una crítica clave a estos enfoques es que privilegian la “racionalidad 
técnica” por encima de la comprensión del entramado social en el que ope-
ran los programas. Como señala Martínez Franzoni (2008), las políticas 
sociales no se implementan en el vacío: lo hacen sobre estructuras sociales 
desiguales, mediadas por relaciones de poder, género, clase y territorio. Eva-
luar sin considerar estas mediaciones implica, en el mejor de los casos, 
producir diagnósticos incompletos, y en el peor, legitimar intervenciones 
ineficaces.

Este estudio busca precisamente aportar a la construcción de una mira-
da crítica de la evaluación, entendida no como un ejercicio de control bu-
rocrático, sino como una práctica reflexiva que puede fortalecer la política 
pública desde el conocimiento situado. Evaluar desde el territorio implica 
reconocer que los cambios sociales son procesos dinámicos, no siempre 
visibles ni medibles en el corto plazo, y que los actores locales tienen una 
comprensión valiosa sobre qué funciona y por qué.

Evaluación realista: comprender  
los programas desde dentro

En respuesta a las limitaciones de la evaluación convencional, la evaluación 
realista ofrece un marco epistemológico y metodológico alternativo que 
pone el énfasis en las condiciones contextuales y los mecanismos causales 
que producen los resultados. Desarrollada por Pawson y Tilley (1997), esta 
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perspectiva plantea que los programas no funcionan igual en todos los lu-
gares ni para todas las personas. Por el contrario, sus efectos dependen de 
cómo interactúan con el entorno en el que se implementan.

La evaluación realista parte de un modelo analítico conocido como 
C+M=R (Contexto + Mecanismo = Resultado). Este modelo propone que 
los resultados de una intervención social solo pueden comprenderse si se 
identifican (a) las condiciones del contexto que habilitan u obstaculizan la 
acción, (b) los mecanismos sociales que se activan como respuesta a la in-
tervención y (c) los efectos concretos que se producen a partir de esa inte-
racción. A diferencia de las evaluaciones que buscan atribuir cambios a una 
causa directa, la evaluación realista se orienta a construir explicaciones que 
den cuenta de la complejidad del cambio social.

Esta perspectiva se sustenta en la ontología del realismo crítico (Bhaskar, 
1998), que reconoce la existencia de estructuras sociales que influyen en los 
comportamientos, aunque no siempre sean observables de forma directa. 
Evaluar desde este enfoque implica, por tanto, una aproximación estratifi-
cada a la realidad: no basta con registrar lo que ocurrió (nivel empírico), 
sino que es necesario comprender qué lo generó (nivel real).

En el caso del programa jcf en Valparaíso, este enfoque permitió iden-
tificar no solo lo que hicieron los jóvenes, tutores o servidores públicos, sino 
también cómo interpretaron el programa, qué mecanismos sociales se ac-
tivaron en su ejecución y cómo las condiciones del territorio mediaron sus 
resultados. Esta lógica explicativa no pretende reemplazar los análisis cuan-
titativos, sino complementarlos con una comprensión más profunda de los 
procesos sociales involucrados.

Jóvenes Construyendo  
el Futuro en Valparaíso, Zacatecas

El programa jcf fue lanzado en 2019 como uno de los ejes centrales de la 
política social del Gobierno federal. Su objetivo principal es vincular a jóvenes 
de entre 18 y 29 años que no estudian ni trabajan con centros de trabajo don-
de puedan recibir capacitación durante un periodo de hasta 12 meses. A cam-
bio, el gobierno otorga a las y los beneficiarios un apoyo económico mensual 
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y afiliación al seguro social. En sus primeros cuatro años de operación, el 
programa ha tenido un alcance considerable, con más de 2 millones de jóve-
nes vinculados en todo el país, aunque también ha sido objeto de críticas por 
su implementación desigual y por la limitada inserción laboral posterior.

En Zacatecas, el programa tuvo una cobertura total de más de 65 mil 
jóvenes durante el periodo 2019–2022. Sin embargo, la distribución por 
municipios ha sido altamente heterogénea, lo que refleja tanto las capaci-
dades institucionales locales como las condiciones socioeconómicas de cada 
territorio. En este escenario, Valparaíso representa un caso ilustrativo para 
analizar la forma en que el entorno local condiciona los resultados de un 
programa de carácter nacional.

Valparaíso es un municipio ubicado al suroeste del estado de Zacatecas, 
con una población de poco más de 32 mil personas distribuidas en 258 
localidades, en su mayoría rurales. El 47.3 % de su población vive en situa-
ción de pobreza y un 5.4 % en pobreza extrema (Coneval, 2020). La escasa 
oferta laboral formal, combinada con una fuerte tradición migratoria (es-
pecialmente hacia Estados Unidos), ha generado un entorno económico 
frágil, donde las oportunidades para jóvenes son limitadas y, en muchos 
casos, informales o inestables.

Estas condiciones territoriales tienen implicaciones directas en la forma 
en que jcf se implementa y se percibe. Por ejemplo, la falta de centros de 
trabajo formales con capacidad real de capacitación, la dependencia de re-
des personales para vincularse al programa o las expectativas limitadas de 
inserción laboral al finalizar la beca son factores que emergen con fuerza en 
este contexto. Además, el papel de los servidores de la nación, como agentes 
locales de la política social, también adquiere una dimensión particular, al 
mediar entre la lógica federal del programa y las necesidades concretas de 
las comunidades.

Analizar jcf desde el caso de Valparaíso permite, por tanto, observar 
con mayor nitidez las tensiones entre diseño e implementación, así como 
los mecanismos de adaptación, resignificación o incluso desvío que pueden 
ocurrir cuando una política nacional entra en contacto con una realidad 
local compleja. Este estudio busca precisamente indagar en esas dinámicas, 
atendiendo tanto a los datos oficiales del programa como a las experiencias 
de sus actores clave.
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Estrategia metodológica

Comprender los resultados del programa jcf desde una perspectiva terri-
torial requiere una aproximación metodológica que permita recuperar las 
experiencias concretas de quienes participaron directamente en su imple-
mentación y operación. En lugar de privilegiar los indicadores cuantitativos 
o los registros administrativos, esta investigación apostó por una estrategia 
cualitativa centrada en el trabajo de campo, a partir de entrevistas semies-
tructuradas realizadas a actores locales clave.

El enfoque adoptado se sustenta en la lógica de la evaluación realista, 
que plantea que los resultados de un programa no se explican exclusivamen-
te por su diseño, sino por la manera en que interactúa con el contexto don-
de se implementa. Desde esta perspectiva, los actores sociales no son recep-
tores pasivos, sino sujetos con agencia, cuyas decisiones, interpretaciones y 
prácticas influyen en el funcionamiento real de las políticas públicas. Las 
entrevistas permitieron, justamente, explorar estos procesos y documentar 
cómo se vive, se adapta o se resignifica jcf desde el territorio. El trabajo de 
campo se realizó en el municipio de Valparaíso, Zacatecas, durante 2022, y 
se dirigió a tres grupos de actores vinculados al programa:

•	 Aprendices: jóvenes que participaron en jcf entre 2019 y 2022.
•	 Tutores/as: responsables de los centros de trabajo donde se desarro-

lló la capacitación.
•	 Servidores/as de la Nación: personal operativo encargado de la im-

plementación local del programa.

La selección de los participantes se realizó mediante la técnica no pro-
babilística de bola de nieve de tipo accidental o consecutivo, priorizando la 
diversidad de experiencias. En total, se realizaron 21 entrevistas semiestruc-
turadas, cuyas guías fueron elaboradas con base en tres dimensiones analí-
ticas: 1) experiencias vividas durante la implementación del programa, 2) 
percepción sobre sus resultados y limitaciones, y 3) relación con el entorno 
territorial.

La información obtenida fue sistematizada mediante codificación temá-
tica. A partir de las transcripciones, se identificaron patrones narrativos y 
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se agruparon los hallazgos en torno a tres grandes ejes: particularidades del 
territorio, mecanismos que se activaron durante la implementación, y re-
sultados observados desde la experiencia de los actores.

Este proceso de análisis permitió construir una narrativa interpretativa 
sobre cómo se vivió jcf en Valparaíso, qué condiciones locales moldearon 
sus efectos y qué tensiones emergieron entre el diseño nacional del progra-
ma y su ejecución local. La evaluación realista orientó la interpretación de 
los hallazgos permitiendo observar cómo ciertos factores funcionaron como 
filtros que moldearon la experiencia del programa.

Esta estrategia metodológica no pretendió representar estadísticamente 
a la población beneficiaria, sino comprender en profundidad cómo opera 
una política social cuando se inserta en un territorio con condiciones es-
tructurales adversas y alta complejidad social. La voz de los actores fue, por 
tanto, el insumo principal para interpretar los resultados desde abajo y des-
de dentro del territorio.

Resultados desde el territorio: experiencia de  
actores locales en Valparaíso, Zacatecas

El análisis de las entrevistas realizadas a jóvenes, tutores y servidores de la 
nación en el municipio de Valparaíso revela una serie de hallazgos que per-
miten comprender cómo opera el programa Jóvenes Construyendo el Fu-
turo en un contexto rural marcado por precariedad laboral, escasa institu-
cionalidad local y dinámicas migratorias persistentes. Desde el enfoque de 
evaluación realista, los resultados se presentan articulando tres niveles in-
terdependientes: condiciones del contexto, mecanismos sociales activados 
y resultados percibidos. Posteriormente, se incorpora una lectura interpre-
tativa sobre los sentidos emergentes del programa, más allá de los fines 
formales de capacitación o inserción laboral.
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El territorio como condicionante

La primera constante que emerge de las entrevistas es la fuerte influencia 
del contexto local sobre la implementación del programa. Valparaíso es un 
municipio territorialmente disperso, con localidades pequeñas, aisladas y 
con limitada conectividad física y digital. Esta configuración genera barre-
ras estructurales para la inclusión de jóvenes, especialmente de aquellos que 
habitan en comunidades rurales alejadas, donde el acceso a centros de tra-
bajo es escaso o inexistente.

Además, los centros de trabajo disponibles en la región son mayorita-
riamente pequeños negocios familiares o unidades económicas informales. 
Esto limita las posibilidades reales de capacitación técnica o profesional, y 
restringe el desarrollo de habilidades transferibles. Como expresó una tu-
tora entrevistada: “Aquí uno los recibe con gusto, pero más que capacitarlos 
en algo nuevo, les damos lo que hay: apoyar en el negocio, hacer mandados, 
atender gente. Lo que uno hace día a día”.

La precariedad laboral estructural también se refleja en la ausencia de 
vínculos entre el programa y un mercado de trabajo formal. Muchos jóvenes 
no tenían expectativas reales de ser contratados al finalizar su participación, 
y en varios casos ya contemplaban la migración como siguiente paso. Esta 
situación es particularmente crítica para las mujeres jóvenes, quienes en-
frentan mayores barreras de movilidad, menor acceso a redes laborales y 
una fuerte carga de roles domésticos.

Mecanismos activados

Frente a este escenario, los mecanismos que se activan durante la imple-
mentación del programa no responden siempre a la lógica institucional 
prevista. En lugar de procesos formalizados de vinculación, en muchos ca-
sos la participación de los jóvenes se dio a través de redes personales, reco-
mendaciones familiares o acuerdos informales con centros de trabajo co-
nocidos. Esta intermediación relacional facilitó la inclusión de algunos, pero 
excluyó a quienes no contaban con capital social suficiente.
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Este mecanismo relacional (basado en confianza, cercanía y afinidad) 
reprodujo, en parte, las desigualdades preexistentes del territorio. Jóvenes 
con vínculos comunitarios sólidos lograron integrarse más fácilmente, 
mientras que otros, especialmente mujeres sin redes o con responsabilida-
des familiares, quedaron fuera o abandonaron el programa. La agencia de 
los actores, aunque presente, estuvo fuertemente condicionada por estas 
estructuras sociales.

Otro hallazgo relevante fue la resignificación del tiempo que el progra-
ma representó para los beneficiarios. Lejos de verlo como una ruta hacia el 
empleo, muchos jóvenes lo concibieron como una pausa útil, una fuente de 
ingreso temporal o un momento para reflexionar sobre su futuro. “Fue como 
un descanso pagado […] me ayudó porque pude apoyar en mi casa y pen-
sar qué quería hacer después”, compartió una joven beneficiaria.

Si bien esta percepción podría considerarse limitada desde una lógica 
productivista, también puede entenderse como un mecanismo de conten-
ción social. En ese sentido, el programa funcionó como una herramienta de 
estabilización temporal para jóvenes en situación de exclusión, aunque sin 
traducirse necesariamente en procesos sostenidos de desarrollo personal o 
profesional.

Resultados percibidos

Los resultados observados por los actores entrevistados reflejan una valo-
ración ambivalente del programa. Se reconoce que jcf ofreció una alterna-
tiva de ingreso y cierta estructura para jóvenes excluidos de otros espacios, 
pero también se subraya que su impacto real en términos de empleabilidad 
fue limitado. La mayoría de los tutores admitieron no contar con capacida-
des técnicas ni recursos suficientes para ofrecer una formación sustantiva.

En cuanto al seguimiento posterior a la participación, no se reportaron 
esfuerzos sistemáticos para acompañar a los jóvenes al finalizar el proceso. 
Para muchos, la experiencia fue un episodio transitorio sin continuidad. En 
palabras de un aprendiz: “Se acabó y ahí quedó. Nadie te llama, nadie te dice 
qué sigue. Tú te las arreglas”.
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Las mujeres jóvenes entrevistadas enfrentaron obstáculos adicionales: 
dificultad para trasladarse a otras comunidades, desconfianza familiar o 
comunitaria para trabajar fuera del hogar, y una marcada tendencia a ser 
vinculadas en espacios tradicionalmente femeninos, como tiendas, cocinas 
o papelerías. Esto redujo aún más su posibilidad de adquirir nuevas habili-
dades o de romper con las dinámicas tradicionales de exclusión laboral.

Sentidos emergentes y contradicciones del programa

Más allá de sus efectos instrumentales, las entrevistas revelan que el progra-
ma generó significados sociales que exceden el marco de referencia técnico 
con el que fue diseñado. Una constante fue la percepción del programa como 
una forma de reconocimiento e inclusión estatal. Para muchos jóvenes, es-
pecialmente quienes nunca habían sido considerados por programas socia-
les, jcf representó el primer acercamiento directo con una política pública 
que los nombraba y los integraba. “Yo ya pensaba que el gobierno ni sabía 
que existíamos aquí”, compartió una joven de una comunidad periférica.

Este sentido de visibilidad, aunque limitado en sus efectos materiales, 
generó un impacto simbólico relevante. El programa fue vivido como una 
forma de inclusión temporal en el tejido social, particularmente entre jóve-
nes históricamente relegados. Sin embargo, esta inclusión simbólica también 
fue frágil y ambigua, al coexistir con la falta de continuidad institucional y 
con una experiencia de capacitación deficiente.

En varios testimonios aparece una tensión entre la expectativa de trans-
formación y la realidad del retorno a la exclusión. Jóvenes que iniciaron el 
programa con entusiasmo terminaron con una sensación de estancamiento 
o incluso de decepción. “Me sirvió para aguantar un rato, pero al final re-
gresé a lo mismo”, expresó un joven de 26 años que se capacitó en un taller 
mecánico.

Para algunas mujeres, la beca significó también una forma de autonomía 
simbólica. Varias mencionaron que, más allá de la capacitación, el programa 
les permitió salir del espacio doméstico, generar un ingreso propio y cons-
truir confianza en sí mismas. En palabras de una entrevistada: “Al menos 
supe que podía ir sola, trabajar un rato, ganar algo para mí. Eso ya fue un 
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cambio”. Estas experiencias evidencian que el impacto del programa debe 
leerse también en términos subjetivos y de agencia personal.

Finalmente, algunos jóvenes interpretaron su paso por el programa 
como una especie de “espera activa” antes de tomar decisiones vitales como 
migrar o formar una familia. En estos casos, jcf operó como un espacio de 
contención temporal, más que como una plataforma de inserción. Este uso 
no previsto por el diseño institucional refuerza la idea de que las políticas 
sociales generan apropiaciones locales que responden a lógicas comunita-
rias, familiares y personales más complejas que las contempladas desde el 
nivel federal.

En conjunto, estos hallazgos permiten ampliar la comprensión de los 
resultados del programa. jcf no solo fue una política de capacitación y 
empleo, sino también una intervención cargada de significados sociales, 
resignificaciones territoriales y efectos diferenciales por género. En Valpa-
raíso, el programa operó como espejo de las condiciones estructurales del 
territorio: reveló desigualdades, pero también produjo vínculos, sentidos y 
expectativas. Entender estos procesos resulta clave para construir políticas 
públicas más sensibles a la complejidad social del México rural.

Hallazgos

El análisis de los resultados del programa jcf en el municipio de Valparaíso, 
Zacatecas evidencia la necesidad de replantear los marcos con los que se 
evalúan las políticas sociales en México. Lejos de una intervención lineal, 
estandarizada y neutral, jcf es un programa profundamente condicionado 
por el territorio donde se implementa, por las relaciones sociales que lo 
atraviesan y por las estructuras locales que lo mediatizan. Esto obliga a 
mirar más allá de los indicadores oficiales para entender su verdadero 
alcance.

Uno de los hallazgos más relevantes de este estudio es que el diseño 
nacional del programa no logra adaptarse adecuadamente a las condicio-
nes de los municipios rurales con altos niveles de marginación y precarie-
dad laboral. En territorios como Valparaíso, donde la infraestructura pro-
ductiva es limitada y la informalidad domina el panorama económico, el 
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programa se enfrenta a una falta estructural de condiciones para cumplir 
sus objetivos de capacitación e inserción laboral.

Las entrevistas con actores locales revelaron que si bien jcf ofreció una 
alternativa de ingreso temporal para jóvenes excluidos del sistema educati-
vo y laboral, su impacto estructural fue limitado. El programa funcionó en 
muchos casos como un paliativo social, más que como una ruta sostenida 
hacia la autonomía económica. Esta diferencia entre el objetivo institucional 
y los efectos reales es una de las tensiones más marcadas del caso.

Otro aspecto central es el papel que jugaron las redes personales y co-
munitarias en la implementación del programa. La entrada de los jóvenes 
al sistema de tutores estuvo mediada por vínculos familiares, cercanía geo-
gráfica o afinidad social. Si bien esto facilitó la vinculación en algunos casos, 
también reprodujo desigualdades preexistentes, dejando fuera a quienes no 
contaban con capital social suficiente. Esto contradice el principio de uni-
versalidad con el que se concibe el programa.

El análisis mostró que los centros de trabajo participantes, en su ma-
yoría pequeños comercios o negocios familiares, carecían de condiciones 
para ofrecer una capacitación formal. Los jóvenes fueron integrados como 
apoyos operativos más que como aprendices. Esto genera dudas sobre la 
capacidad real del programa para cumplir con su componente formativo 
y apunta a la necesidad de una evaluación más rigurosa de los tutores 
inscritos.

Desde el enfoque de evaluación realista, este estudio permitió identificar 
mecanismos sociales que se activaron en el territorio, algunos previstos por 
el programa, otros emergentes. Uno de los mecanismos no previstos fue la 
resignificación del programa como un tiempo de pausa útil, más que como 
una vía hacia el empleo. Esta función de contención social, aunque valiosa, 
no fue reconocida por el diseño institucional del programa.

Un aporte clave del estudio es la incorporación de la dimensión de gé-
nero como categoría transversal. Las mujeres jóvenes enfrentaron barreras 
adicionales para participar plenamente en el programa: dificultades de mo-
vilidad, menor acceso a centros de trabajo fuera del hogar, y roles de cuida-
do que limitaron su disponibilidad. Esta desigualdad estructural requiere 
políticas diferenciales que reconozcan las condiciones específicas que en-
frentan las mujeres en contextos rurales.
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El rol de los servidores de la nación también emergió como un compo-
nente relevante. Lejos de ser simples ejecutores, estos actores funcionaron 
como mediadores entre la política federal y la realidad local. Su experiencia 
y conocimiento del territorio podrían aprovecharse más sistemáticamente 
para ajustar la implementación del programa a las condiciones concretas 
del contexto.

Metodológicamente, este estudio muestra el valor de la evaluación cua-
litativa desde una perspectiva territorial. Las entrevistas permitieron captar 
matices, contradicciones y resignificaciones que no son visibles en las eva-
luaciones centradas en indicadores cuantitativos. El modelo C+M=R faci-
litó una lectura más rica y compleja de los procesos evaluados.

En este sentido, se propone fortalecer las evaluaciones participativas e 
interpretativas que consideren a los actores locales no solo como informan-
tes, sino como co-constructores del conocimiento sobre las políticas que les 
afectan. Incluir la voz de jóvenes, tutores y servidores locales es clave para 
entender lo que realmente ocurre en la implementación.

Los resultados también invitan a repensar el papel de los programas so-
ciales en territorios donde el empleo formal es una excepción. La noción de 
“inserción laboral” debe contextualizarse y repensarse, considerando que 
para muchos jóvenes rurales el horizonte de posibilidad no es el empleo 
asalariado formal, sino formas híbridas de trabajo, autoconsumo o migración.

Frente a estas limitaciones, el rediseño del programa debería considerar 
al menos tres elementos: (1) una evaluación más rigurosa y continua de los 
centros de trabajo, (2) la inclusión de componentes formativos diferenciados 
por contexto territorial, y (3) mecanismos de acompañamiento posterior a 
la capacitación, especialmente en municipios con alta marginación. Asimis-
mo, el enfoque de género debe incorporarse de manera transversal en todas 
las etapas del programa: desde la definición de tutores hasta los criterios de 
evaluación. La igualdad formal no es suficiente en territorios donde persis-
ten barreras estructurales para la participación de las mujeres jóvenes en 
condiciones de equidad.

A pesar de sus limitaciones, el programa jcf dejó aprendizajes importan-
tes sobre la relación entre política social y territorio. Su implementación mos-
tró que los jóvenes no son sujetos homogéneos, y que cualquier intervención 
pública debe considerar sus trayectorias, expectativas y condiciones de vida 
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concretas. Ignorar estas dimensiones implica correr el riesgo de reforzar las 
mismas exclusiones que se pretenden combatir.

Finalmente, este estudio sugiere que avanzar hacia políticas públicas más 
justas y efectivas en contextos rurales implica reconocer la complejidad del 
territorio como punto de partida, no como obstáculo. Escuchar al territorio 
y a quienes lo habitan no es una concesión metodológica, sino una condición 
ética y política para construir un desarrollo verdaderamente inclusivo.

Evaluar desde el territorio: elementos para  
una propuesta metodológica situada

La experiencia de evaluación del programa Jóvenes Construyendo el Futu-
ro en el municipio de Valparaíso, Zacatecas, permitió identificar una serie 
de aprendizajes metodológicos que pueden orientar futuras evaluaciones 
de políticas sociales en contextos locales. Estos aprendizajes se traducen en 
una propuesta metodológica situada, centrada en comprender cómo inte-
ractúan las políticas públicas con las condiciones sociales, económicas e 
institucionales de los territorios en los que se implementan.

Esta propuesta parte de una crítica a los enfoques convencionales de 
evaluación que privilegian el análisis de resultados medibles y cuantificables, 
muchas veces descontextualizados. En contraste, propone una estrategia 
que combine enfoques cualitativos, participación de actores locales y una 
lectura crítica del territorio como sujeto activo de la política pública. A 
continuación, se presentan los principales elementos de esta propuesta.

Selección del caso desde la lógica territorial,  
no estadística

La elección del municipio o comunidad a evaluar no debe responder úni-
camente a criterios de representatividad estadística, sino a la relevancia te-
rritorial del caso. Esto implica considerar factores como conflictividad so-
cial, densidad institucional, condiciones de pobreza o exclusión, presencia 
de actores estratégicos o experiencias previas de organización local. En el 
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caso de Valparaíso, su estructura rural dispersa, alta migración y bajo dina-
mismo económico hicieron del municipio un lugar propicio para compren-
der los límites estructurales de un programa nacional.

Identificación y participación de actores clave

Una evaluación desde el territorio debe contemplar la diversidad de actores 
involucrados en el proceso de implementación: no solo beneficiarios direc-
tos, sino también operadores locales (como servidores públicos), referentes 
comunitarios, autoridades municipales y tutores o instituciones receptoras. 
Es importante incorporar criterios de diversidad en términos de género, 
edad, ocupación, trayectorias de vida y posición dentro de las redes sociales 
locales. La triangulación entre estas voces permite construir una mirada 
más rica y compleja de los resultados del programa.

Uso de entrevistas semiestructuradas 
como herramienta central

Las entrevistas semiestructuradas permiten explorar narrativas, percepcio-
nes, sentidos y experiencias vividas por los actores. No se trata solo de co-
nocer “lo que pasó”, sino de comprender cómo fue interpretado, resignifi-
cado o resistido el programa por parte de quienes participaron. Esta 
herramienta debe ser aplicada con guías diferenciadas según el perfil de los 
actores, y con flexibilidad suficiente para recoger elementos emergentes du-
rante el trabajo de campo.

Organización del análisis en torno al modelo C+M=R

El marco analítico de la evaluación realista (Contexto + Mecanismo = Re-
sultado) resulta útil para organizar los hallazgos y construir explicaciones 
causales que no sean lineales ni deterministas. Se recomienda desglosar el 
análisis en tres niveles:
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•	 Contexto: estructuras sociales, condiciones materiales, relaciones de 
poder.

•	 Mecanismos: motivaciones, decisiones, mediaciones, resistencias, 
redes.

•	 Resultados: efectos visibles e invisibles, esperados y no esperados, 
heterogéneos.

Esta lógica explicativa es especialmente útil en políticas públicas que 
operan en escenarios complejos, donde los resultados dependen de múltiples 
factores más allá del diseño institucional.

Incorporar la dimensión de género y otras  
desigualdades estructurales

Toda evaluación situada debe contemplar las desigualdades de género, cla-
se, etnia o edad que atraviesan la implementación de las políticas. En el caso 
de jcf, las mujeres jóvenes enfrentaron barreras específicas para acceder o 
permanecer en el programa. Estos elementos deben incorporarse no solo 
como observaciones colaterales, sino como dimensiones centrales del aná-
lisis. Esto implica desagregar información, incluir preguntas específicas en 
las entrevistas y reflexionar sobre cómo las políticas pueden (re)producir 
desigualdades.

Ética, reflexividad y horizontalidad  
en el trabajo de campo

Evaluar desde el territorio implica reconocer a los actores locales como 
sujetos de conocimiento, no como objetos de estudio. La construcción de 
confianza, el respeto a los tiempos comunitarios y la devolución de hallazgos 
son elementos clave para una práctica ética. Además, el/la evaluador/a debe 
asumir una postura reflexiva respecto a su rol, sus supuestos y su relación 
con el campo.
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Conclusiones

Una evaluación desde el territorio no se limita a emitir juicios de valor. Su 
propósito es generar conocimiento útil para mejorar la política pública, 
desde una perspectiva crítica pero constructiva. Por ello, debe ofrecer ha-
llazgos que permitan identificar patrones contextuales, mejorar procesos de 
implementación, ajustar mecanismos de seguimiento y diseñar estrategias 
de salida sostenibles. La utilidad práctica del conocimiento producido debe 
guiar toda la estrategia metodológica.

Esta propuesta metodológica no pretende ser un manual cerrado, sino 
una guía orientadora para construir evaluaciones más sensibles a la diver-
sidad de los territorios y a la complejidad social que los caracteriza. En un 
país marcado por profundas desigualdades y heterogeneidad institucional, 
evaluar desde el territorio no es una opción metodológica más, sino una 
condición necesaria para diseñar políticas públicas más justas, eficaces y 
legítimas.

En suma, esta propuesta metodológica no solo recoge los aprendizajes 
del caso estudiado, sino que también busca abrir camino hacia una forma 
de evaluación que dialogue con la realidad compleja, desigual y territorial-
mente diversa en la que operan las políticas públicas en México. Evaluar 
desde el territorio implica reconocer que los programas no se implementan 
en laboratorios ni en hojas de cálculo, sino en comunidades concretas, con 
historias, tensiones y saberes propios. 

Apostar por metodologías situadas, críticas y participativas es también 
un acto político: significa poner en el centro del análisis a las personas y sus 
contextos, no solo a los formatos y a las métricas. Solo así es posible cons-
truir intervenciones más legítimas, transformadoras y verdaderamente ali-
neadas con las necesidades de quienes históricamente han sido excluidos 
del desarrollo.
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Resumen

Este texto aborda el enorme reto que ha representado intentar reducir la 
desigualdad social a través de políticas públicas. A lo largo del tiempo, estos 
esfuerzos no siempre han logrado unir al país; por el contrario, en muchos 
casos han generado divisiones y tensiones que dificultan avanzar hacia una 
sociedad más justa y estable. Dentro de este panorama, el rezago educativo 
aparece como uno de los problemas más urgentes, sobre todo en la educa-
ción superior. Para muchos jóvenes con pocos recursos, llegar a la univer-
sidad no significa solo estudiar una carrera, sino la posibilidad real de cam-
biar su vida y la de sus familias, ya que suelen ser los primeros en alcanzar 
ese nivel educativo.

En este contexto surge, en 2019, el proyecto de las Universidades para 
el Bienestar Benito Juárez García, diseñado para abrir más oportunidades 
educativas a quienes antes quedaban fuera. Aunque la intención es positiva, 

* Doctora en Administración. Profesora-Investigadora de Tiempo Completo de la Universi-
dad de Guanajuato, Campus Celaya-Salvatierra. ORCID: https://orcid.org/0000-0002-0600-
2977 ; correo electrónico: carsais.com

** Doctor en Historia Moderna y Contemporánea. Profesor-Investigador de Tiempo Comple-
to de la Universidad de Guanajuato, Campus Celaya-Salvatierra. ORCID: http://orcid.
org/0000-0002-8998-5904 ; correo electrónico: kutibirrin10@gmail.com

*** Doctoranda en Ciencias Sociales. Profesora-Investigadora de Tiempo Completo de la 
Universidad de Guanajuato, Campus Celaya-Salvatierra. ORCID: https://orcid.org/0009-
0009-1029-5723 ; correo electrónico: sk.perez@ugto.mx

DOI: https://doi.org/10.52501/cc.452.07

https://doi.org/10.52501/cc.452.07


	 J Ó V E N E S  E S C R I B I E N D O  E L  F U T U R O ,  P R O G R A M A  S O C I A L  D E  L A  4 T �164

en la práctica del proyecto se han detectado problemas de funcionamiento, 
lo que ha generado dudas sobre su efectividad. La educación no debe verse 
únicamente como una obligación estatal, sino como un derecho real que 
necesita condiciones adecuadas para que todas las personas puedan ejer-
cerlo sin que su origen social sea un obstáculo.

Palabras clave: programa social, desigualdad, políticas públicas, derecho, 
educación.

Introducción

La reivindicación de políticas públicas orientadas a cerrar las brechas de 
desigualdad social ha constituido, durante largos periodos, un reto que ha 
fragmentado y debilitado la estructura del desarrollo político, social y eco-
nómico del país. Este proceso, además, ha generado polarización, dificul-
tando el establecimiento de un equilibrio social sostenible. En este marco, 
la creación de programas de bienestar dirigidos a combatir el rezago edu-
cativo representa un desafío de gran magnitud, tanto en el plano social como 
en el económico, debido a la urgencia de atender las necesidades básicas de 
los estudiantes en todos los niveles educativos, pero especialmente en la 
educación superior. 

En muchos casos, se trata de jóvenes que serían los primeros profesio-
nistas en familias de escasos recursos, lo que convierte a la educación uni-
versitaria en una aspiración de movilidad social. No obstante, la divergencia 
ideológica al interior de las administraciones públicas federales, estatales y 
locales ha limitado en diversas ocasiones la capacidad de respuesta frente a 
este rezago estructural.

Desde el ámbito económico, la implementación de estos programas plan-
tea un dilema, pues exige al Estado no solo responsabilidad financiera, sino 
también afrontar tensiones políticas frente a intereses que priorizan otras 
áreas de inversión, como infraestructura, vivienda, transporte o energía.

En este contexto, el 29 de julio de 2019 se decretó la creación del sub-
sistema de Universidades para el Bienestar Benito Juárez García, como una 
de las políticas públicas más relevantes en materia educativa del sexenio, 
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junto con los programas Jóvenes Construyendo el Futuro y Jóvenes Escri-
biendo el Futuro. 

Este proyecto, concebido como emblema de la administración federal, 
busca ampliar la cobertura de la educación superior y ofrecer alternativas a 
jóvenes en situación de vulnerabilidad o rechazados por otras instituciones 
públicas. Sin embargo, en sus primeros años de operación se han identifi-
cado inconsistencias en la definición y registro de la oferta académica, en 
la selección de sedes, en los procesos de inscripción, en la contratación de 
personal docente y administrativo, así como en el cumplimiento de los ob-
jetivos propuestos, lo que pone en duda su pertinencia y viabilidad (Osuna 
et al., 2022).

En este sentido, resulta imposible garantizar condiciones de vida dignas 
para todos los individuos sin una dosis significativa de solidaridad y res-
ponsabilidad social pública. Tal como señala Bazdrech (2001), el reconoci-
miento del otro no solo debe plantearse desde la igualdad en derechos y 
dignidad, sino también desde la alteridad, entendida como la consideración 
de quienes se encuentran en situaciones de desventaja estructural. 

De igual modo, la educación no puede concebirse únicamente como 
una obligación del Estado, sino como la construcción de condiciones que 
permitan a las personas acceder e integrarse a las instituciones educativas 
en el marco de sus derechos individuales. Si bien las desigualdades sociales 
persisten, es fundamental que estas no se conviertan en barreras que des-
vinculen a los individuos de la posibilidad de alcanzar condiciones de vida 
dignas a través de la educación.

Por lo anterior, el objetivo principal de este trabajo es analizar los resul-
tados de uno de los programas insignia del gobierno de la 4T, Jóvenes Es-
cribiendo el Futuro, a fin de evaluar los beneficios sociales que ha generado. 
Este programa se sustenta principalmente en otorgar becas para la educa-
ción superior a estudiantes de bajos recursos a fin de que no abandonen sus 
estudios. Ello significa para el gobierno y para la sociedad un reto econó-
mico muy grande ya que implica desviar recursos de otros programas o 
proyectos hacia la educación.
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Marco teórico 

Como señala Arzate (2010), reflexionar sobre un modelo de Estado de bien-
estar que incluya la educación implica un ejercicio ordenado por principios 
normativos sustentados en concepciones ideológicas, éticas y políticas que 
funcionan como marco teórico y metodológico del discurso. 

Dichos principios —ciudadanía, universalidad y solidaridad— cumplen 
una doble función: por un lado, constituyen herramientas para pensar el 
bienestar como un proceso orientado a eliminar formas de desigualdad que 
se manifiestan cotidianamente como violencia (desigualdad-violencia); por 
otro, conforman el núcleo de un discurso ideológico, ético y político que 
busca la mejora sustancial de la condición humana. 

Esta última se entiende como la plena capacidad de autorrealización, 
autonomía y creatividad del ser humano en las dimensiones interrelaciona-
das de la vida cotidiana: lo económico, el trabajo y la praxis política. En este 
sentido, el bienestar no puede limitarse a un incremento material o econó-
mico, sino que debe concebirse como realización integral de la persona a 
nivel individual y colectivo.

En la misma línea crítica, Bazdrech (2001) advierte que la argumenta-
ción que insiste en superar la pobreza y disminuir las desigualdades socia-
les mediante la educación encierra un supuesto mercantilista, al concebirla 
como valor de cambio. Este enfoque implica que el tiempo invertido por los 
individuos se traduce en una certificación y habilitación para el trabajo a 
cambio de la promesa —o ilusión— de un ingreso laboral que asegure bien-
estar. Así, la educación se reduce a un bien que puede transformarse en otros, 
particularmente en acceso al empleo y a determinado nivel de ingresos.

No obstante, el derecho a la educación debe ser entendido como un 
pilar fundamental para el desarrollo social, en tanto permite a las personas 
adquirir conocimientos, habilidades y oportunidades que facilitan su incor-
poración al sector productivo, mejorando su calidad de vida y contribuyen-
do al desarrollo económico de sus comunidades. Sin embargo, en muchas 
sociedades el acceso a la educación superior continúa siendo un privilegio 
para quienes pueden costearlo, dejando atrás a jóvenes talentosos sin recursos 
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suficientes; además, quienes logran ingresar suelen enfrentar barreras de-
rivadas de los elevados costos de titulación. 

En este contexto, la gratuidad de los títulos contribuiría a reducir estas 
desigualdades y a ampliar las oportunidades de inserción en empleos bien 
remunerados (Gaceta Parlamentaria, 2023, año xxviii, núm. 6748-ii-5).

Por consiguiente, como advierte Arzate (2010), para que un modelo de 
Estado de bienestar sea viable es indispensable una modernización de la 
economía con la que se reduzca significativamente el tamaño del sector 
informal, pues este limita la recaudación fiscal necesaria para garantizar la 
sustentabilidad del sistema. 

Ello implica que una proporción considerable del Producto Interno 
Bruto (pib) se reinvierta en el sistema de bienestar, lo que exige redefinir la 
naturaleza del Estado y los criterios de gasto público, particularmente en 
relación con su clase política y burocracia.

Este último aspecto fue determinante en México durante décadas, don-
de la clase política y burocrática defendió esquemas de opacidad y corrup-
ción que condicionaron la asignación de recursos para programas sociales, 
debilitando las bases de un verdadero Estado de bienestar. Dicho modelo 
alcanzó su clímax en los gobiernos neoliberales, lo que derivó en un colap-
so económico y político que solo comenzó a revertirse tras el cambio de 
rumbo en 2018, con la ruptura de la inercia del Estado mexicano.

Por otro lado, el sistema general de becas y ayudas al estudio tiene el 
objetivo primordial de garantizar un acceso equitativo a la educación. En 
este sentido, el estudio de Mejía et al. (2024) evaluó el funcionamiento de 
dicho sistema, con especial atención a la beca salario para la educación 
universitaria, a fin de determinar si cumple con este propósito fundamental 
y, en caso necesario, establecer ajustes que permitan fortalecer la igualdad 
de oportunidades. Asimismo, se planteó la necesidad de atender los nuevos 
desafíos educativos, entre ellos la reducción de la deserción temprana y la 
consolidación del capital humano mediante un incremento tanto en canti-
dad como en calidad.

La relación entre becas estudiantiles y rendimiento académico ha sido 
objeto de múltiples investigaciones en el ámbito educativo. Aunque el estu-
dio se desarrolló en una institución pública, sus resultados pueden extra-



	 J Ó V E N E S  E S C R I B I E N D O  E L  F U T U R O ,  P R O G R A M A  S O C I A L  D E  L A  4 T �168

polarse a estudiantes de distintos sistemas de educación superior, lo que 
amplía su relevancia para el diseño y la evaluación de políticas educativas.

El sistema de becas ha buscado atender diversas problemáticas relacio-
nadas con el acceso y permanencia en la educación superior. No obstante, 
persisten barreras estructurales que dificultan la formación profesional de 
millones de jóvenes. Entre ellas destacan la insuficiencia de espacios en 
instituciones públicas, los elevados costos de las privadas y, de manera par-
ticular, los altos precios asociados a la expedición de títulos profesionales. 

Este último aspecto constituye un obstáculo significativo, pues tanto en 
instituciones públicas como privadas los costos de titulación llevan a que 
muchos egresados retrasen el trámite o nunca lo realicen, lo que limita su 
acceso al ejercicio formal de la profesión (Gaceta Parlamentaria, año xxvi-
ii, núm. 6748-ii-5).

En el plano político, el proyecto conservador, entendido como proyecto 
económico y social, relegó a un segundo plano el fortalecimiento de las 
instituciones de bienestar que habían sido construidas durante el periodo 
del desarrollo estabilizador, fundamentadas —al menos en teoría— en los 
principios de universalismo y solidaridad social. En su lugar, se optó por 
impulsar un subsistema focalizado en la atención de la pobreza extrema, 
concebido como un paliativo de bajo costo frente a la precariedad social y 
el hambre. 

Esta decisión política de abandonar la noción de universalismo derivó 
en un sistema de bienestar fragmentado y desarticulado, caracterizado por 
instituciones públicas con distintos niveles de deterioro y, al mismo tiempo, 
por un segmento privatizado y mercantilizado que explota nichos de mer-
cado específicos (Arzate, 2010).

En este marco, Bazdrech (2001) sostiene que resulta imposible garanti-
zar una calidad de vida digna sin un fuerte componente de solidaridad y 
responsabilidad social pública. Ello exige una postura ética que reconozca 
al otro no solo como un individuo con iguales derechos y dignidad, sino 
también desde la alteridad, atendiendo las desigualdades estructurales que 
hacen que algunos sean considerados “menos”.

De igual forma, Mejía et al. (2024) señalan que el impacto de la beca 
Jóvenes Escribiendo el Futuro en el rendimiento académico de los estudian-
tes de nivel superior puede variar: positivo, cuando se observa un incremen-
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to en el desempeño académico tras recibir la beca; negativo, cuando ocurre 
una disminución en el promedio de calificaciones; o nulo, cuando no se 
registran cambios estadísticamente significativos en el rendimiento antes y 
después del apoyo.

Resulta paradójico, como apunta Arzate (2010), que la transición de-
mocrática en México haya generado intensos debates en torno al sistema 
electoral y a la necesidad de reformar el Estado, pero no respecto a la trans-
formación del sistema de bienestar. La educación, pilar fundamental de 
cualquier Estado social, ha quedado relegada en estas discusiones. Esta au-
sencia responde, en parte, a que la transición se concentró en los derechos 
civiles y políticos —indudablemente relevantes en un país con una historia 
de autoritarismo—, pero ello restó atención a los derechos sociales, igual-
mente esenciales en una nación con profundos rezagos históricos.

En México, la educación superior cuenta con 13 subsistemas, que difie-
ren considerablemente en sus estructuras de gobernanza, en sus sistemas 
de financiamiento y en la influencia gubernamental. Existen políticas pú-
blicas e iniciativas institucionales para mejorar la relevancia y los resultados 
en el mercado laboral, pero carecen de un marco cohesionador y de meca-
nismos eficaces en la evaluación de su impacto. La información sobre el 
nivel educativo superior y el mercado laboral se debe desarrollar y coordi-
nar mejor. En definitiva, todo ello dificulta la gestión y orientación del sis-
tema de educación superior (ocde, 2019).

Marco normativo de la titulación en  
la educación superior

Desde una perspectiva legal, la Reforma a la Ley General de Educación 
Superior estableció que las instituciones de educación superior, tanto pú-
blicas como privadas, deberán expedir de manera gratuita el título profe-
sional. No obstante, para alcanzar este punto, la Ley tuvo que reconocer la 
importancia de que las autoridades educativas también registren dicho tí-
tulo sin costo alguno, con el propósito de garantizar el derecho de los egre-
sados a contar con este documento sin enfrentar obstáculos económicos 
(Gaceta Parlamentaria, s. f.).



	 J Ó V E N E S  E S C R I B I E N D O  E L  F U T U R O ,  P R O G R A M A  S O C I A L  D E  L A  4 T �170

El decreto correspondiente adiciona un quinto párrafo al artículo 14 de 
la Ley General de Educación Superior, reforma la fracción IV y deroga la 
fracción IX, así como el último párrafo del artículo 185 de la Ley Federal de 
Derechos. Dicho decreto establece lo siguiente:

Artículo 14. Las instituciones de educación, tanto públicas como privadas, 
expedirán el título profesional en un plazo no mayor a 60 días hábiles. La ex-
pedición y el registro del título profesional por parte de las instituciones edu-
cativas y de las autoridades de educación profesional, respectivamente, serán 
trámites gratuitos.

Metodología

Se llevó a cabo una revisión documental y de recursos electrónicos, así como 
de bases de datos que permitieran mostrar cómo se ha implementado el 
programa de becas Jóvenes Escribiendo el Futuro en el nivel de educación 
superior, desde sus marcos normativos hasta el análisis sobre el estado del 
bienestar.

Apoyo de Beca para Educación Superior 

Rojas (2019) hace un análisis del proceso de negociación del presupuesto 
federal de educación superior contenido en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el ejercicio fiscal 2019, correspondiente al primer año del 
gobierno de Andrés Manuel López Obrador en México, donde se puede 
observar el reto que económicamente tiene la continuidad de un programa 
social encaminado a cubrir los rezagos en materia de educación superior.

Por otro lado, la Beca para Educación Superior Jóvenes Escribiendo el 
Futuro es el programa del Gobierno de México dirigido a las y los estudian-
tes de licenciatura, técnico superior universitario o sus equivalentes, que 
están inscritos en alguna de las universidades prioritarias a las que brindan 
atención (Cámara de Diputados, s. f.). Dichas instituciones son:
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•	 Universidades Interculturales, 
•	 Escuelas Normales Indígenas, 
•	 Escuelas Normales que imparten el modelo de educación inter-

cultural, 
•	 Escuelas Normales Rurales, 
•	 Universidades para el Bienestar Benito Juárez García, 
•	 Universidad de la Salud de la Ciudad de México, 
•	 Universidad de la Salud del estado de Puebla, 
•	 Universidad de Lenguas Indígenas de México, 
•	 Las escuelas clasificadas como escuela de interés, 
•	 Las escuelas de Educación Superior ubicadas en alguna localidad 

prioritaria.

Asimismo, esta beca fomenta que las y los estudiantes de licenciatura, 
técnico superior universitario o sus equivalentes, de escuelas públicas de 
educación superior catalogadas como prioritarias, continúen y concluyan 
sus estudios universitarios (Cámara de Diputados, s. f.).

Mejía et al. (2024) plantean que los estudiantes provenientes de familias 
con recursos limitados se enfrentan a diversas barreras para acceder a la 
educación superior, siendo una de las más significativas los elevados costos 
asociados. En el caso de México, estos costos no se reducen únicamente a 
las colegiaturas, sino que también abarcan gastos adicionales como trans-
porte, alimentación, material escolar, entre otros. 

Por ejemplo, en el instituto, la inscripción semestral durante el semestre 
enero-junio de 2023 se estima en aproximadamente $1 200 pesos mexicanos, 
el cual a veces varía de un ciclo escolar a otro dependiendo de los requeri-
mientos y necesidades del propio instituto o universidad privada.

Además, como ya se mencionó la problemática de obtener un título 
universitario es fundamental para los jóvenes, ya que representa no solo la 
culminación de una etapa académica, sino también una herramienta clave 
para acceder a mejores oportunidades laborales y económicas. 

En un mercado laboral cada vez más competitivo, contar con un título 
permite diferenciarse y aspirar a empleos con mayores ingresos y estabilidad, 
además de ser un requisito indispensable en muchas profesiones reguladas. 
Asimismo, un título universitario facilita la inserción en redes de contacto 
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y crecimiento profesional, lo que puede traducirse en mayores oportunida-
des de emprendimiento e innovación. En este sentido, la educación superior 
no solo beneficia a los individuos, sino que también impulsa el desarrollo 
económico y social de un país al generar una fuerza laboral más preparada 
y productiva (Gaceta Parlamentaria, año xxviii, número 6748-ii-5).

La beca que se analiza en este trabajo consta de 5 800 pesos bimestrales y 
podrán tenerla jóvenes durante los 10 meses del ciclo escolar y hasta por un 
máximo de 45 meses, siempre y cuando sigan cumpliendo con los requisi-
tos establecidos en las Reglas de Operación vigentes y registro de su solici-
tud en cada convocatoria (Cámara de Diputados, s. f.).

En su estudio, Mejía et al. (2024) muestran que los resultados propor-
cionan una visión inicial de las diferencias significativas observadas y el 
impacto positivo que tiene la beca en el rendimiento académico de los 
estudiantes del Instituto Tecnológico de Pinotepa, debido a que este in-
crementa después de obtener dicha beca; sin embargo, cabe señalar que 
estas no constituyen una evaluación exhaustiva del impacto de la política 
pública de becas en cuestión, ya que para obtener una evaluación comple-
ta, se necesitaría implementar un diseño de investigación más rigurosa 
que controle otros factores que podrían estar influyendo en los resultados. 

Beca Jóvenes Escribiendo el Futuro  
en la educación superior

La beca de educación superior Jóvenes Escribiendo el Futuro forma parte 
de los Programas para el Bienestar del Gobierno de México y otorga un 
apoyo económico de 5 800 pesos bimestrales a estudiantes de licenciatura, 
técnico superior universitario o profesional asociado inscritos exclusiva-
mente en instituciones públicas. 

Ese beneficio se concede durante los cinco bimestres que conforman el 
ciclo escolar, con un máximo de 45 mensualidades; en el caso de los estudian-
tes de Medicina, el apoyo puede extenderse hasta 55 mensualidades. El pro-
grama tiene cobertura nacional y su asignación depende de la suficiencia 
presupuestal autorizada. Para ello, se aplica un proceso de selección que dis-
tingue entre escuelas clasificadas como prioritarias y susceptibles de atención. 
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El objetivo central es favorecer la permanencia y conclusión de los es-
tudios profesionales de estudiantes en contextos de alta marginación y po-
breza, quienes enfrentan mayores dificultades para concluir sus carreras 
(Gobierno de México, s. f.).

Las condiciones socioeconómicas adversas constituyen uno de los prin-
cipales factores que explican la deserción escolar en la educación superior. 
En muchos casos, estudiantes de grupos vulnerables han visto limitadas sus 
oportunidades de acceder a becas, tradicionalmente concentradas en sec-
tores con mayores ventajas sociales; o han enfrentado serias dificultades 
para solventar los gastos relacionados con sus estudios. De esta manera, 
cursar una carrera universitaria en México suele percibirse más como un 
privilegio que como un derecho (Gobierno de México, s. f.).

Un aspecto relevante en la actualidad es la transformación de la matrí-
cula desde una perspectiva de género. Hasta 2016, la proporción de hombres 
en educación superior superaba levemente a la de mujeres; sin embargo, a 
partir de 2017 se observó un cambio, con una participación femenina de 
50.2 %, frente a 49.8 % de hombres. 

Para 2024, la diferencia se amplió de manera significativa: 53.9 % de las 
y los estudiantes son mujeres, mientras que 46.1 % son hombres, lo que 
representa una brecha récord de 7.9 puntos porcentuales, inédita desde que 
se tienen registros. Esta tendencia se acompaña del incremento en el núme-
ro de instituciones de educación superior en los últimos siete años (Caba-
llero, 2024).

En este contexto, desde mayo de 2020 el Estado tiene la obligación cons-
titucional de garantizar un sistema de becas para estudiantes de todos los 
niveles educativos públicos, priorizando a quienes pertenecen a familias en 
situación de pobreza. Esta disposición busca asegurar el derecho a la edu-
cación en condiciones de equidad. Así, el conjunto de programas como 
Jóvenes Escribiendo el Futuro, las becas para educación básica y media 
superior, así como La Escuela es Nuestra, conforman una política pública 
integral cuyo propósito es materializar el derecho pleno a la educación, 
favorecer el desarrollo de la personalidad humana y apoyar a los grupos 
sociales en situación de vulnerabilidad, contribuyendo con ello a superar la 
pobreza y a mejorar la movilidad social (Gobierno de México, s. f.).
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La dinámica poblacional en México impulsa una mayor demanda para 
la educación superior. De 2017 a 2024, el número de escuelas de educación 
superior aumentó 30 %, al pasar de 9 331 planteles a 12 140. Luego de tocar 
fondo el gasto nacional en educación en 2020, para el siguiente año y hasta 
2023 se perfiló en un proceso de recuperación sostenido, aumentando en 
esos tres años 6.6 % en términos reales; sin embargo, para 2024 no pudo 
mantener tal dinamismo y se estima un gasto nacional total en educación 
por un billón 839 901 millones de pesos, 0.16 % en términos reales por de-
bajo de lo realizado un año antes, esto, de acuerdo con cifras de la Secreta-
ría de Educación Pública (Caballero, 2024). 

Para el nivel básico observamos que la cantidad asignada del monto 
presupuestado es un poco más de la mitad que en el nivel superior, sin em-
bargo en el análisis de la educación media se observa cómo existe un pre-
supuesto para 2024 que se encuentra en el nivel más bajo que el superior.  
También podemos decir que es considerable en función de que existen me-
nos estudiantes en ese nivel y la asignación de recursos difiere casi en la 
misma cantidad respecto a la educación básica y del nivel de educación 
superior.

En la Gráfica 7.1 se puede observar la tendencia del crecimiento a par-
tir del presupuesto que se dio en cada uno de los niveles educativos. Se re-
fiere al monto presupuestado para cada nivel educativo en el ppef 2024 
entre el total de alumnos matriculados cada nivel en el último ciclo escolar. 
Por su parte, en la Tabla 7.1 se tiene el referente de asignación presupuesta-
ria en el programa Jóvenes Escribiendo el Futuro, considerando que en este 
se integran los diversos niveles educativos asignados al programa. 

A pesar de que existe una gran cantidad de programas en el caso parti-
cular de educación, el programa encabezado por Jóvenes Escribiendo el 
Futuro representa un lugar importante en la asignación de recursos si se 
tiene el comparativo respecto a otros programas del mismo rubro de edu-
cación. La última actualización presupuestaria en educación superior (Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público) para el segundo trimestre 2025:

•	 Presupuesto aprobado $12 163 460 769.00
•	 Presupuesto pagado $1 925 802 500.47
•	 Presupuesto modificado $12 163 460 769.00
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Gráfica 7.1. Presupuesto promedio por estudiante y nivel educativo

Fuente: elaborado por el IMCO con datos del proyecto del Presupuesto de Egresos 2024 y Principales Cifras del 
Sistema Educativo Nacional 2022-2023 de la SEP.

Además, datos del Instituto Nacional de Evaluación Educativa (Ineve) 
indican que el ingreso promedio mensual de un egresado con título profe-
sional en México oscila entre $13 000 y $15 000 MXN, mientras que aquellos 
que no concluyen sus estudios superiores o no cuentan con título perciben 
salarios considerablemente menores, situándose en un rango de $6 000 a 
$8 000 MXN mensuales.
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Tabla 7. 1. Cambios en los principales Programas de Educación propuestos para 2024 (millones de 

pesos de 2024; diferencia y variación reales con respecto al PEF 2023)

Programa presupuestado PEF 2023 
(1)

PPEF 2024
(2)

Diferencia  
(2-1)

(3)

Variación  
(3/1)

Fondo de Aportaciones 
para la Nómina y Gasto 
Operativo (FONE)*

500 889.9 522 429.8 21 539.9 4.3 %

Subsidios para organismos 
descentralizados estatales 110 531.3 110 558.4 27.1 0.0 %

Servicios de Educación 
Superior y Posgrado 65 102.1 66 430.7 1 328.6 2.0 %

Servicios de Educación 
Media Superior 56 122.1 56 579.1 457.0 0.8 %

Servicios de Educación 
Básica en la Ciudad de 
México

47 810.8 49 736.3 1 925.5 4.0 %

Beca Universal para 
Estudiantes de Educación 
Media Superior Benito 
Juárez

39 356.9 39 366.6 9.6 0.0 %

Programa de Becas de 
Educación Básica para el 
Bienestar Benito Juárez

36 598.4 36 607.4 9.0 0.0 %

La Escuela es Nuestra 28 351.4 28 358.3 6.9 0.0 %

FAM Infraestructura 
Educativa Básica 13 099.7 12 899.4 - 200.3 -1.5 %

Actividades de apoyo 
administrativo 11 139.5 12 492.5 1 353.1 12.1 %

Jóvenes Escribiendo el 
Futuro 11 698.2 11 701.1 2.9 0.0 %

Apoyos a centros y 
organizaciones de 
educación

10 192.5 10 195.0 2.5 0.0 %

Subtotal (16 Programas 
presupuestarios) 930 892.8 957 354.6 26 461.8 2.8 %

Otros (36 Programas 
presupuestarios) 59 478.8 62 094.2 2 615.3 4.4 %

Total 990 371.6 1 019 448.8 29 077.2 2.9 % 

Fuente: elaborado por el IMCO con datos del Presupuesto de Egresos de la Federación de 2023 y del Proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Federación 2024. 
Nota: deflactor calculado con base en el deflactor de los Criterios Generales de Política Económica 2024. 
Nota 2: en Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo (FONE) se consideran los 
Programas Presupuestarios con Clave I002, I013, I014, I015 e I016 que componen al FONE en su totalidad.
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Los datos anteriores reflejan que un egresado con título profesional pue-
de percibir hasta el doble de ingresos que una persona sin este documento, 
lo que subraya la importancia de garantizar el acceso universal y gratuito a 
la expedición y registro del título profesional (Gaceta Parlamentaria, año 
xxviii, número 6748-ii-5).

Conclusiones

Sostener programas educativos que incorporan apoyos económicos me-
diante becas para estudiantes en distintos niveles escolares constituye un 
desafío de gran envergadura en el ámbito económico y social. Este reto se 
intensifica en países con un marcado crecimiento poblacional, como Méxi-
co, donde, de acuerdo con la Encuesta Nacional de la Dinámica Demográ-
fica (enadid), en 2023 la población total ascendió a 129.5 millones de per-
sonas: 51.7 % mujeres y 48.3 % hombres (inegi, 2024).

El incremento de la matrícula en la educación superior en las últimas 
décadas ha generado una presión adicional sobre la viabilidad financiera y 
operativa de dichos programas. En este contexto, resulta pertinente realizar 
una evaluación integral del programa Jóvenes Escribiendo el Futuro en el 
nivel superior. 

El análisis debería contemplar, entre otros aspectos, el impacto real del 
programa en la inserción de los egresados en el mercado laboral, la perti-
nencia de mantener el monto de las becas, la adecuación de los criterios de 
elegibilidad y la eficacia en la aplicación de los recursos destinados a las y 
los beneficiarios. 

Del mismo modo, es necesario valorar el compromiso social retributivo 
que se espera de los jóvenes, particularmente en lo que respecta al recono-
cimiento del origen social del apoyo económico, derivado de las contribu-
ciones colectivas de la sociedad mexicana.
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Resumen

Las políticas antineoliberales que intentó combatir el gobierno de Andrés 
Manuel López Obrador, a través de su política de cero intermediarios, pro-
dujeron cambios en las Organizaciones de la Sociedad Civil (osc), las cua-
les se habían reproducido y fortalecido durante los gobiernos del Partido 
Acción Nacional (pan). La política de cero intermediarios comenzó a im-
pactar desde los inicios del sexenio de AMLO, tanto a nivel político como 
a nivel fiscal y financiero con el desmantelamiento del Programa de Coin-
versión Social. Este panorama produjo diferentes reacciones entre las osc, 
quienes argumentaron que las prácticas corruptas pertenecen a las organi-
zaciones de élite. El capítulo busca analizar la relación establecida entre el 
gobierno de AMLO y las osc a partir de la política de “cero intermediarios”, 
así como explicar el origen y las consecuencias políticas de esta estrategia, 
en consonancia con las transformaciones globales que han experimentado 
las osc.
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Introducción

Las políticas antineoliberales que asumió el gobierno de Andrés Manuel 
López Obrador (AMLO), muchas de ellas solamente en el discurso, impli-
caron el debilitamiento de estructuras políticas que el propio neoliberalismo 
alumbró. Es el caso de las Organizaciones de la Sociedad Civil (osc) que se 
popularizaron a partir de los ochenta con el objetivo de contener el radica-
lismo de los movimientos sociales frente a la crisis. Las medidas que este 
gobierno tomó atravesaron la esfera política con las múltiples declaraciones 
del expresidente; la esfera fiscal, por medio de la reforma fiscal aprobada en 
2021; y la financiera, con el desmantelamiento del Programa de Coinversión 
Social (pcs).

Estas medidas provocaron el descontento entre las osc y su reorganiza-
ción para hacer frente a las políticas de AMLO. Dichas organizaciones sos-
tienen que muy pocas están en condiciones de evadir impuestos, participar 
de la corrupción o, incluso, estar en contra de su gobierno por sostener 
vínculos con los partidos de los gobiernos anteriores, de tal manera que, 
aquello que señaló el gobierno de AMLO, solo aplicaba para las osc de 
élite. El mapa de las osc en México es más complejo que solo entenderlas 
como parte del neoliberalismo y el conservadurismo en México.

En este sentido, el presente capítulo tiene como objetivo describir la 
relación que el gobierno de AMLO entabló con las osc con la política de 
cero intermediarias, así como explicar el origen y las consecuencias políticas 
de esta medida que, además, empata con la transformación de las osc a 
nivel global.

El gobierno de AMLO sobre las OSC

Para plantear el estado de las osc en el sexenio de Andrés Manuel López 
Obrador, referimos tres momentos que nos parecen esenciales para com-
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prender la postura de este gobierno respecto a dichas organizaciones y sus 
consecuencias, tanto materiales como simbólicas: la publicación de la Cir-
cular Uno en 2019, la reforma a la Ley del Impuesto Sobre Renta (lisr) 
aprobada en 2021 y la presentación del Informe sobre Mexicanos Contra la 
Corrupción e Impunidad en 2024.

Apenas un par de meses después de que López Obrador tomara protes-
ta como presidente de la república en 2019, se publica la Circular Uno, di-
rigida a los miembros del Gabinete Legal y Ampliado del Gobierno de la 
República con el siguiente mensaje:

Como es de conocimiento público, hemos tomado la decisión de no transfe-
rir recursos del Presupuesto a ninguna organización social, sindical, civil o 
del movimiento ciudadano, con el propósito de terminar en definitiva con la 
intermediación que ha originado la discrecionalidad, opacidad y corrupción.

Todos los apoyos para el bienestar del pueblo se entregarán de manera 
directa a los beneficiarios. Asimismo, se deberá cumplir con las disposiciones 
legales para que obras, adquisiciones y servicios se contraten mediante licita-
ciones y con absoluta transparencia. (Presidencia de la República, 2019)

A esta circular le antecedió la propuesta para el presupuesto de 2019 que 
AMLO envió al Congreso para su aprobación en diciembre de 2018. En ella, 
el Presidente eliminó en su totalidad los recursos para el Programa de Coin-
versión Social (pcs). A mediados de ese mismo mes, más de 500 Organiza-
ciones de la Sociedad Civil solicitaron a la Cámara de Diputados que impi-
diera la desaparición de esta partida, que en 2018 había sido de 187 millones 
de pesos (Aguilar, 2018). Los argumentos de esta solicitud sostenían que las 
osc son agentes de la democracia, la inclusión y la pluralidad en el país.

El presupuesto diseñado por AMLO sorprendió a las osc puesto que, 
durante la Tercera Cumbre Ciudadana, llevada a cabo en mayo de 2018, el 
entonces candidato asumió plenamente 36 de las 56 propuestas de la Agen-
da ciudadana que gira alrededor de siete ejes: ambiente en el desarrollo 
sostenible, cohesión comunitaria y desarrollo participativo, derechos hu-
manos, educación de calidad, justicia, seguridad y fortalecimiento de las 
osc (Tercera Cumbre Ciudadana, 2018; Politicón, 2023).
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Sobre este último eje, el entonces candidato por la coalición “Juntos 
haremos historia” se comprometió a incrementar los recursos para las osc. 
La solicitud de las osc logró que el presupuesto destinado al pcs fuera de 
129 millones, es decir, se redujo casi un cuarto de los recursos con respecto 
al 2018. Esta acción marcaría el inicio de una complicada relación entre las 
osc y el proyecto de la Cuarta Transformación (4T). Y constituye la prime-
ra de tres acciones gubernamentales que consideramos fundamentales para 
entender dicha relación en el sexenio 2018-2024.

Posteriormente, en octubre de 2021, como parte del combate contra la 
corrupción, el pleno de la Cámara de Diputados aprobó la Miscelánea fiscal 
para 2022 que contempla la reforma al artículo 151 de la Ley de Impuesto 
Sobre la Renta (lisr), la cual reduce los donativos deducibles de impuestos 
de las personas físicas al 15 % de sus ingresos acumulables anuales que para 
ese año equivalía a 163 467 pesos (sat, 2022; Rodríguez, 2021; Suárez, 2021). 
Raquel Buenrostro, titular del Servicio de Administración Tributaria (sat), 
defendió estas medidas alegando que prevenían la elusión de impuestos:

Siete integrantes de una misma familia hacían aportaciones (‘donaciones’) 
para eludir los límites de deducibilidad individuales en la materia, al tiempo 
que esos dineros los aportaban a sus propias fundaciones filantrópicas […] 
No, no se las dieron a fundaciones personales y no solo eso, dedujeron 50% 
más de lo que realmente aportaron, es decir, su deducción no corresponde a 
su donativo, nos inventaron 732 millones en deducciones adicionales que no 
existían. (Férnandez-Vega, 2021)

Para el Gobierno federal se trató de reformas que restringían las dona-
ciones recibidas por solo 16 % de las osc, ya que el 84 % restante recibía 
donativos de personas morales y no físicas (Robles de la Rosa, 2021). De 
acuerdo con Buenrostro (Becerril, 2021), las prácticas antes detalladas tie-
nen dos consecuencias, la primera es la elusión de impuestos, pues ese 16 % 
de las osc correspondía a fundaciones familiares. 

Por otro lado, estos recursos no eran utilizados para los fines filantrópi-
cos que se reportaban. De acuerdo con el cálculo hecho por el Sistema de 
Administración Tributaria (sat), solamente 50 personas se verían afectadas 
por las reformas (Becerril, 2021). 
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Si la Circular 01 significó la restricción de los recursos públicos, la re-
forma a la Ley isr tuvo por objetivo el control sobre los recursos privados 
que reciben las organizaciones. Para Camarena (2021) esto último revela la 
filosofía estatista de la 4T y la centralidad del Estado en la regeneración 
nacional. Finalmente, en agosto de 2024, meses antes de concluir su sexenio, 
AMLO sostuvo que aún estaba a tiempo de promover iniciativas de ley:

Para que no sea con recursos del mismo pueblo que se lleven a cabo campa-
ñas en contra de los intereses de la mayoría de los mexicanos, porque cuando 
se deducen impuestos por donativos son ingresos que no llegan a la Hacien-
da pública y que no pueden utilizarse para el desarrollo del país en beneficio 
de todos los mexicanos, sino que les regresen estos recursos y se utilizan con 
propósitos facciosos. (Gobierno de México, 2024)

Esta declaración surge luego de que Pablo Gómez, quien fungía como 
titular de la Unidad de Inteligencia Financiera, expuso que la organización 
Mexicanos Contra la Corrupción e Impunidad recibió casi 97 millones de 
pesos de manos de la embajada estadounidense, entre los años 2018 y 2024. 
En esta misma conferencia matutina, AMLO sostuvo que enviaría una car-
ta diplomática al entonces presidente estadounidense Joe Biden, señalando 
la intromisión de su gobierno en la soberanía nacional, a través del finan-
ciamiento de una organización que se había dedicado al desprestigio de su 
gobierno (Animal Político, 2024).

Manuel Canto (Centro Universitario Cultural, 2021c) sostiene que la 
postura del gobierno de AMLO respecto a las osc es compartida por otros 
gobiernos a nivel mundial, por lo que podríamos estar frente a tensiones 
estructurales que conduzcan a una nueva etapa en la vida democrática 
global y, específicamente, en la agencia de las organizaciones de la socie-
dad civil. 

De acuerdo con el autor, las osc han pasado por tres etapas previas a 
esta transformación, en las que la iglesia, las agencias de cooperación y el 
financiamiento, además de factores como la profesionalización, la militan-
cia y la definición de las agendas son elementos que han ganado y perdido 
relevancia en función del momento histórico (Centro Universitario Cultu-
ral, 2021c). La primera etapa se caracterizó por la participación de la iglesia, 
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la academia y los movimientos sociales, entre las décadas de los setenta y 
ochenta, mientras que la segunda etapa abarcó la segunda mitad de los 
ochenta y los noventa. Esta avanzó hacia la laicización, tuvo una menor 
presencia militante y mayor presupuesto por parte de las Agencias de Coo-
peración Internacional.

La última etapa de las osc, que inició junto con el siglo xxi y que ahora 
se extingue, se caracterizó por la centralización, la alta profesionalización, 
la baja militancia y por tener una agenda restringida debido a los estándares 
políticos neoliberales que las agencias de cooperación marcaban (Centro 
Universitario Cultural, 2021c). Amarradas al espacio institucional y no pro-
piamente a la sociedad civil, el problema parece apuntar a la ausencia de la 
democracia, que se experimenta también en los gobiernos. 

Canto identifica algunas características comunes en los gobiernos que 
lideran esta transformación. Se trata de gobiernos populistas, autoritarios 
o semiautoritarios, que sostienen un discurso social restauracionista, na-
cionalista y arraigado en el pueblo, pero que no se refleja en reformas so-
ciales. En este sentido, la cuarta etapa de las osc apunta al abandono de la 
profesionalización y la bienvenida a una mayor militancia, que precisa la 
búsqueda de la democratización.

Las OSC se defienden

Además de la transformación estructural de las osc y del tipo de gobierno 
que propicia dicha transformación, la relación que AMLO entabló con las 
organizaciones había estado guiada por la estrecha y pública relación que 
las osc sostuvieron con el gobierno de Vicente Fox y Felipe Calderón (San 
Juan, 2001). Para autores como James Petras (2000) era evidente que la 
configuración y naturaleza neoliberal de las osc resultara en una alianza 
con los gobiernos neoliberales tanto en México como en toda América 
Latina:

Comentaristas e intelectuales se mostraron sorprendidos cuando muchos 
líderes y activistas de organizaciones no gubernamentales (ong) se unieron 
a la campaña electoral de Vicente Fox y, tras su victoria, esperan recibir 
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puestos dentro de su nuevo gobierno. La idea de que líderes “progresistas” de 
las ong se unan a un régimen abiertamente partidario del “libre mercado” 
parece anómala. No obstante, un análisis más profundo de la historia y ante-
cedentes de funcionarios de ong en América Latina, así como de su ideolo-
gía y nexos con donantes externos, podía haber vaticinado este escenario. 
(Petras, 2000)

Petras sostiene que la desinversión estatal en múltiples servicios provo-
có, a la par de nuevos campos fértiles para la ganancia, el surgimiento de 
una clase media filantrópica, que recibía recursos por parte de los gobiernos 
y capitales de los centros capitalistas para la operación actividades humani-
tarias y desarrollo económico local. Con ello, el capitalismo obtuvo la des-
politización de la población, y la legitimidad anti-estatista, incluso entre los 
sectores vulnerados por la injusticia social. 

En este sentido, para Petras (2000), las ong son el “rostro comunitario” 
del neoliberalismo, que destruye el sentido de lo público y la responsabi-
lidad del Estado, mientras conduce a la autoayuda, la filantropía y la re-
solución privada de lo que se consideraba justicia social (Alonso, 2015). 
Para AMLO, cuyo proyecto político es de corte keynesiano y de discurso 
antineoliberal, el antiestatismo hace que las osc se conviertan en uno de 
los enemigos a vencer.

Múltiples análisis han identificado que la crisis y el neoliberalismo con-
dujeron a los llamados nuevos movimientos sociales a organizarse bajo la 
figura de las osc (Olvera, 2001; Federici, 2013), para neutralizar sus deman-
das y prevenir su radicalización, eliminando la clase de su horizonte políti-
co. El acceso a financiamiento y a una figura de organización legítima fren-
te al Estado produjo una amplia aceptación entre los movimientos. Sin 
embargo, este modelo de organización conservó la verticalidad de las es-
tructuras que lo originaron.

Esta jerarquización provoca, por un lado, que las poblaciones vulnera-
das sobre las que trabajan las osc sean proyectadas como dóciles, pacíficas 
y, en general, moralmente ideales, por tanto, merecedoras de financiamien-
to (Ramos, 1994). Por otro lado, la proyección de esta hiperrealidad o cons-
trucción de esta población como “materia prima ideológica” (Ramos, 1994, 
p. 8), se convierte en un trabajo en sí mismo para las osc, que funciona 
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como método para la justificación de su existencia y para apuntalar el fi-
nanciamiento, pasando a un segundo plano intervenir o echar a andar pro-
yectos entre las comunidades. En este sentido, la lucha de las osc es por su 
propia permanencia.

Esta dinámica continúa vigente entre las osc, puesto que, como se ob-
servará en páginas siguientes, tanto la Ley de Fomento a las Actividades 
Realizadas por las Organizaciones de la Sociedad Civil aprobada en 2004, 
como la mayoría de los comunicados en que las osc se manifiestan en su 
defensa, las poblaciones objetivo aparecen de manera periférica como ar-
gumento para su permanencia y debida regulación jurídica, pero sin con-
siderar las afectaciones que provocan las reducciones de presupuesto y las 
declaraciones de AMLO en ellas.

La fijación de las osc por construir sujetos hiperreales y el papel peri-
férico de estos en la defensa de las osc frente a AMLO son síntomas de la 
fragilidad con las que el neoliberalismo las mantiene. Es decir, aunque 
fueron pensadas como la figura neoliberal de los movimientos sociales, 
solo son mantenidas con vida por la contención que da a la fuerza social 
y la legitimidad del populista que los gobiernos neoliberales obtienen de 
ellas (Petras, 2000), no por sus alcances como agentes de desarrollo y trans-
formación.

Si bien, muchas osc sirven como plataforma para movilidad social de 
la clase media, ascenso de carreras políticas, nombramientos como funcio-
narios, “desempleados o profesionistas exizquierdistas mal pagados” (Petras, 
2000), el panorama de las osc es más complejo. Esta figura organizativa 
también es tomada por activistas sociales cuya búsqueda de justicia social 
y asociación es genuina. 

No es lo mismo una osc cuyo objeto social es encontrar desaparecidos 
a aquellas que surgen de la llamada responsabilidad social de la industria 
minera o de las administradas por la filantropía de la clase alta mexicana. 
El abandono de la clase y la verticalidad del diseño de las osc las determina 
a ellas mismas, prueba de ello es la asimetría en la recepción de donativos 
que omitió AMLO durante el sexenio y que permite distinguir entre el pa-
norama de las osc.

De acuerdo con el Registro Federal de las osc, en México existen 
48 500 organizaciones, de las cuales 11 167 son donatarias autorizadas que 
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recabaron un total de 59 981 millones de pesos (mdp) en donativos duran-
te 2023 (sat, 2024). Es decir, apenas el 23 % de las osc pueden y de hecho 
reciben donativos, por lo que la gran mayoría trabaja por fuera de los pre-
supuestos neoliberales.

Del total de donaciones en efectivo, 43 784 056 013 corresponden a do-
nativos nacionales, mientras que 8 013 162 174 a donativos extranjeros (sat, 
2024). Las declaraciones y las políticas del sexenio de AMLO tampoco ob-
servan que estos recursos están centralizados tanto territorial como voca-
cionalmente. Por un lado, el objeto social del 63.7 % de las donatarias auto-
rizadas es de tipo asistencial y reciben el 59.5 % de los recursos, mientras 
que, por otro lado, en la Ciudad de México se concentra 44.9 % del total de 
los donativos a nivel nacional (sat, 2024).

Para Canto (Centro Universitario Cultural, 2021c), la concentración de 
los recursos y la agenda estricta de las osc durante la Tercera Etapa de las 
osc genera contrastes en el acceso a los recursos y, por tanto, desigualdad. 
Aquellas organizaciones que no se ciñen a los protocolos, agendas y objetos 
sociales se sostienen en la precariedad, contrario a aquellas que se mantie-
nen de las Agencias de Cooperación Internacional o de fundaciones fami-
liares como Grupo México, el Teletón, Telmex o Femsa (Fernández-Vega, 
2021).

Los argumentos políticos de las OSC

A lo largo del texto hemos insistido tanto en las declaraciones como en 
las acciones legales que AMLO promovió durante su sexenio porque am-
bas mostraron su postura y definieron el rumbo de las osc a nivel finan-
ciero y jurídico, y definieron la percepción social de otros agentes sociales 
sobre estas.

Laura Becerra, integrante del Consejo Social de la Agencia Mexicana de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo (amexcid) y del Comité de 
Seguimiento y Evaluación de la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible del 
Gobierno de México, sostiene que uno de los errores principales del presi-
dente ha sido ignorar la heterogeneidad de las osc (Centro Universitario 
Cultural, 2021b).
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Con este desconocimiento, de acuerdo con la activista, descalifica el 
trabajo que desde la década de los 80 se realiza en el país y todas las acciones 
que se han llevado a cabo para sostener la democracia. Por último, escuda-
do en el combate contra la corrupción y la austeridad, les acusa del desvío 
de recursos a través de la corrupción y de su papel como intermediarias 
entre gobiernos y ciudadanía, y a falta de heterogeneidad en el discurso, les 
acusa sin distinción.

Luego de la publicación de la Circular Uno, diversas osc y académicos 
participaron en las mesas de trabajo organizadas por el Senado de la Repú-
blica. En estas mesas, las organizaciones mostraron su descontento con la 
decisión del Ejecutivo, al tiempo que evidencian que la lucha por la perma-
nencia es el objetivo principal de su discurso. Los argumentos que expusie-
ron fueron múltiples (Martínez, 2019):

•	 El apego estricto a la Ley de Fomento a las Actividades Realizadas 
por las Organizaciones de la Sociedad Civil.

•	 Durante el sexenio de Enrique Peña Nieto el financiamiento se otor-
gaba de forma discrecional a quienes respaldaban las decisiones del 
entonces presidente. Sin embargo, se trataba de una minoría (Bece-
rra, 2019; Isunza, 2019).

•	 Se planteó que la debida normatividad, la transparencia y el fin de la 
asignación discrecional de presupuestos es una necesidad común, 
tanto de las osc como del Estado, a lo largo de América Latina (Be-
cerra, 2019).

•	 Se discutió la sospecha de que la Circular Uno buscaba tener un im-
pacto político y no financiero, puesto que el presupuesto destinado a 
las osc era de por sí reducido y obligaba a las osc a mantenerse del 
trabajo propio, en la mayoría de los casos (Govela, 2019). De hecho, 
en el ejercicio fiscal 2020, reporta que solo el 6 % del total de los do-
nativos proviene del sector público, monto semejante a años ante-
riores (cemefi, 2021).

•	 El 50 % de los donativos del sector público eran destinados a Gover-
nment-Organized Non-Governmental Organization (gongos), por 
ejemplo, la conade, que era considerada una osc a pesar de ser un 
organismo de gobierno (Parás, 2019).
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•	 Rechazaron el parentesco con los gobiernos conservadores, argu-
mentando que la aprobación de la Ley de Fomento no fue resultado 
de una alianza con el gobierno panista, sino el resultado de una lu-
cha de más de una década (De la Vega, 2019).

•	 En este foro también se insistió sobre la necesidad de abrir espacios 
de diálogo con el gobierno federal para fortalecer el carácter repre-
sentativo de las osc e intervenir en política pública (Isunza, 2019).

Becerra (Centro Universitario Cultural, 2021b) sostiene que, si bien la 
cuestión del presupuesto es uno de los grandes temas de las osc y a los que 
legalmente se tiene acceso, no es el único objetivo. El respeto al marco nor-
mativo y el diálogo son los otros dos cimientos del ejercicio político de las 
osc. La lucha por la permanencia de la que habla Ramos (1994) también se 
traduce en la búsqueda de una relación estrecha y hasta amistosa con el 
gobierno.

Sin embargo, de acuerdo con las osc, los espacios de diálogo no se 
abrieron en el sexenio de AMLO. Incluso se reportan otras consecuencias 
negativas para las organizaciones que no son presupuestales, como la des-
integración de múltiples asociaciones por falta de presupuesto, la resistencia 
de otros agentes sociales, como los empresarios, para trabajar en conjunto; 
el desconocimiento de la capacidad de actuación en escenarios de crisis 
como la pandemia de COVID-19, la divulgación de la estrategia federal en 
todos los niveles de gobierno, la igualación de estas asociaciones con la 
corrupción, el hostigamiento fiscal a las donatarias y la indefensión que 
provoca a los defensores del medio ambiente o de los derechos humanos, 
pues no sienten contar con la debida protección gubernamental (Centro 
Universitario Cultural, 2021b).

De acuerdo con Raygadas (Centro Universitario Cultural, 2021a), la 
posición de AMLO formó un frente amplio de osc que tuvo como objetivo 
colaborar para generar un entorno propicio, visibilizar el trabajo que han 
hecho durante las últimas cuatro décadas, buscar el diálogo con el Estado y 
comenzar a dialogar entre ellas para establecer metas en común. 

Las osc invitaron a AMLO a reconocer las diferencias entre osc y han 
alegado su contribución al pib, a la democracia del país, a través del cabil-
deo ciudadano para promover leyes en materia de derechos humanos, 
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migración, la legalización de las drogas como método para la pacificación 
del país, igualdad de género, inclusión, desarrollo, protección del medio 
ambiente y la participación ciudadana (El Universal, 2018; Morera y Quin-
tana, 2019; Organizaciones de la Sociedad Civil, 2022).

Frente a la última acusación del expresidente sobre la falta de transpa-
rencia, Manifiesta tu ciudadanía, que agrupa casi 500 organizaciones del 
país y que surgió en 2021 con el objetivo de cuidar y fortalecer las osc en el 
país (Proceso, 2024), desmintió que las osc tengan el margen legal para 
contribuir a la elusión de impuestos o directamente al fraude y la corrup-
ción. Hicieron hincapié en la intervención que brindan a poblaciones des-
atendidas por el Estado, manifestaron el trabajo que realizan en colaboración 
con los diferentes niveles de gobierno y se opusieron a que la deducción de 
impuestos sea un mecanismo contra del desarrollo del país (Manifiesta tu 
ciudadanía, 2024; Desinformémonos, 2024).

Los argumentos de las OSC desde el marco legal

La participación de las osc inicia en la década de los años 90, de la mano 
de la propuesta de los Organismos Internacionales para, desde el modelo 
neoliberal, acercar a los actores sociales como las osc con el gobierno. Así, 
en 1993 se creó en México el Fondo de Coinversión Social, el cual dependía 
de la Secretaría de Desarrollo Social (sedesol) para apoyar a las osc a tra-
vés de concursos y promociones específicas, ya sea que estas fueran de re-
ciente creación o bien aquellas con tradición filantrópica (Martínez y Mo-
rales, 2021; Verduzco, 2022). En 1998, se habla por primera vez de reglas de 
operación que deberían guiar la entrega de recursos a programas y/o pro-
yectos, dado que se solían operar bajo manuales (Martínez y Morales, 2021).

En 2000, el Fondo de Coinversión Social cambia a Programa de Coin-
versión Social (psc) y para 2005 se publican en el Diario Oficial de la Fede-
ración las reglas de operación de este programa, además de que ya estaba a 
cargo del Instituto Nacional de Desarrollo Social (indesol) (Martínez y 
Morales, 2021). Todo el presupuesto del psc era asignado mediante concur-
so abierto, esto permitió transitar de un modelo clientelar entre el gobierno 
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y las osc hacia uno más democrático en la colaboración de estos en el de-
sarrollo (Verduzco, 2022).

Martínez y Morales (2021) señalan que fue durante el sexenio de Vicen-
te Fox Quesada que las osc aumentaron su participación, desde el Plan 
Nacional de Desarrollo 2001-2006, de tal suerte que en 2004 se emitieron 
dos leyes, la Ley General de Desarrollo Social y la Ley Federal de Fomento 
a las Actividades Realizadas por las osc. Este marco normativo permitió 
que las osc participaran, junto con el gobierno, en atender a poblaciones en 
condiciones de vulnerabilidad; no obstante, como señala Verduzco (2022) 
el monto de los recursos que recibían estas instituciones ha sido insignifi-
cante, por debajo del 0.5 % del presupuesto federal destinado a combatir la 
pobreza en el país; sin mencionar que es poca la cantidad de osc que reci-
bían apoyos. En 2018 fue de apenas el 6.5 %.

El psc funcionó por 14 años en distintas administraciones, la relevancia 
de este programa no radicó en su presupuesto, que era más bien bajo, sino 
a la articulación de las osc para la atención de poblaciones en condiciones 
de vulnerabilidad o marginación (Verduzco, 2022). Martínez y Morales 
(2021) identificaron cuatro periodos conforme al gobierno en turno y a los 
cambios o continuidades de las reglas de operación: 

1.	De 2005 a 2008, “el objetivo general era fomentar el desarrollo social 
y humano a través de mecanismos de coinversión y corresponsabili-
dad del gobierno y la sociedad civil o de la participación correspon-
sable de actores sociales” (p. 161). Los actores sociales eran las osc, 
Centros de Investigación y/o gobiernos municipales.

2.	De 2009 a 2012, uno de los objetivos generales fue generar “capital 
social a través del fortalecimiento de los actores sociales” (p. 161). A 
partir de 2011 los gobiernos municipales dejaron de ser considerados 
actores sociales.

3.	De 2013 a 2018, los objetivos generales se abocaron a “contribuir al 
fortalecimiento de los actores sociales y a la participación social” 
(p. 164).

4.	De 2019 a 2020. En 2019 el objetivo general era el “bienestar de per-
sonas que habitan en municipios indígenas a través de proyectos de 
cohesión social” (p. 164). Los actores sociales serían “las personas que 
habiten en un municipio indígena con alta y muy alta marginación, 
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interesados en presentar un proyecto” (p. 164), dejando de lado a las 
osc y Centros de Investigación. En 2020 el psc ya no está contempla-
do presupuestalmente.

Así, con AMLO, bajo el discurso de la corrupción, la no transparencia 
de los recursos de las osc y con la intención de recuperar el contacto direc-
to entre gobierno y población, se pasan por alto las leyes vigentes y a través 
de la Circular Uno instruye a que ninguna osc reciba presupuesto de la 
federación. Sin embargo, la Ley de Fomento sigue vigente y las osc siguen 
siendo consideradas en los artículos 3ero, 4to y 5to.

Más que la eliminación de las intermediarias

La relación que inauguró el expresidente desde la Circular Uno, además de 
unir a las osc para argumentar y demostrar su papel en la democracia mexi-
cana, renovando así la lucha para conservar las condiciones financieras y 
jurídicas para su permanencia, abrió un pequeño espacio para la autoeva-
luación que tuvo como origen la afinidad política de muchas osc con el 
gobierno de AMLO. Para Insunza (2019) las osc habían dejado pasar sexe-
nios sin que se definieran sus alcances políticos y sociales, no solo para el 
financiamiento y la rendición de cuentas, asuntos que aseguran su perma-
nencia y que, al mismo tiempo, les ciegan para incidir fuera de sí mismas, 
sino en su rol en la democracia y el control del poder.

Insunza (2019) propone que la reflexión y el marco argumental de su 
defensa exceda su relación con el Estado en los términos legales en que se 
hace, y llama a que se extiendan hasta su relación con la sociedad, para 
discutir la representatividad de su figura:

el debate fundamental, político, desde mi punto de vista, no es en términos 
de fortalecer solo una ley que fomente las osc. La primera es “hablar en 
nombre de”, y muchos organismos de la sociedad civil que remiten al interés 
público “hablan en nombre de”, o más aún, en segundo lugar, “actúan en el 
mejor interés de”. Y al ejercer la representación en ese sentido, obliga a rendir 
cuentas a esas organizaciones, aunque a quien rindamos cuentas no sean so-
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cios, sino al conjunto de la sociedad, sea que llegue o no recursos públicos a 
los bolsillos de dichas organizaciones. (Isunza, 2019, p. 91)

En la actualidad, precisamente se debate el impacto que tiene la relación 
entre las osc y la sociedad en general sobre el Estado: si contribuyen a la 
formación de una ciudadanía y condiciones para la democracia, o bien, si 
la ausencia de estas organizaciones tiene como efecto el autoritarismo esta-
tal (Mendoza, 2021). Por supuesto, estas discusiones obvian el origen neo-
liberal y burócrata de las osc, que predispone sus alcances, pero atrae a la 
sociedad como el nuevo eje del debate. Por lo que podríamos preguntarnos 
si las osc son estructuras que pueden cargar los movimientos sociales y los 
agentes de cambio, tal como actualmente están configurados.

Como lo mencionamos en páginas anteriores, a nivel global, las osc 
podrían estar evolucionando a una cuarta etapa, marcada por el retorno de 
la militancia y la búsqueda de agendas flexibles. Observamos elementos 
financieros y políticos, tanto globales como locales que acompañan esta 
transición. 

El primero de ellos es la reducción o eliminación de los presupuestos 
internacionales destinadas a las osc en países del continente africano y 
americano, como es el caso del reciente anuncio emitido por el secretario 
de Estado de EE. UU., Marco Rubio, sobre la desaparición del 83 % de los 
programas coordinados por usaid (Dzokom y Kodji, 2025; Camhaji et al., 
2025).

La falta de arraigo social en la pretendida construcción de la democra-
cia que sostenía la lucha de las osc en la década de los noventa, ahora es 
coyuntural. Para Canto (cuc, 2021) la construcción de la democracia estri-
bó en la constitución de instituciones, más que en una amplia base social, 
por lo que el desmantelamiento del Instituto Nacional Electoral (ine) o de 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh) no provoca su defen-
sa social, o bien, lo hace solo entre integrantes de la clase alta mexicana. 

Esto último no es casualidad, Olvera (2002) sostiene que, durante esa 
misma década, en México se formó una sociedad civil de élite que fundó 
distintas osc, que atrajo tanto a líderes populares como empresariales y que, 
con estas herramientas, fue un agente protagónico en el triunfo del pan. De 
ahí que el gobierno de AMLO haya ubicado las osc como conservadoras.
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Cacho (2021) también identifica algunas características comunes en los 
gobiernos que lideran esta transformación. Se trata de gobiernos populistas, 
autoritarios o semiautoritarios, que sostienen un discurso social restaura-
cionista, nacionalista y arraigado en el pueblo, pero que no se refleja en 
reformas sociales. 

Tanto en México como en países africanos estas características se cum-
plen. Los tres momentos que planteamos al comienzo de este texto tiene, 
en primer plano, el recorte presupuestal a las osc y el combate a la corrup-
ción, sin embargo, en segundo plano, defiende que todo recurso político o 
financiero para el desarrollo debe ser administrado por el Estado, entablan-
do una relación directa con la ciudadanía.

De acuerdo con Martínez (2019), AMLO proyectó dos opciones para 
resolver la relación entre la sociedad y su gobierno: la sana colaboración con 
el empresariado mexicano y la apuesta por la democracia directa y plebis-
citaria, la cual tiene como argumento la confianza en el “pueblo sabio”. 

En consecuencia, el gobierno de AMLO marcó una serie de polariza-
ciones, como la categoría fifí contra la categoría pueblo, que afianzaron la 
legitimidad social de la 4T en detrimento de otros agentes sociales (Martí-
nez, 2019), como es el caso de los movimientos campesinos e indígenas cuya 
crítica al Estado y su lucha son históricas, o también, del movimiento femi-
nista que el 8M del 2019 fue llamado por el expresidente para unirse al 
proyecto nacional, en virtud de que el mayor de los males, el neoliberalismo, 
fue abolido por su gobierno.

Durante el sexenio, toda crítica a su gobierno fue entendida como par-
te de la estrategia de la derecha conservadora, Mendoza (2021), inspirada 
en Harvey (2007) y Olvera (1999), propone entender esta política de la si-
guiente forma:

El populismo desarrollista coincide con lo que Harvey denomina el “miedo a 
la democracia” (2007, p. 78-79), por el cual se asume —como lo plantea Ol-
vera para el caso de México (1999b, p. 49)— que cualquier idea de auto-orga-
nización de la sociedad y poder popular para influenciar y/o limitar al Estado 
es contraria al proceso de modernización y justicia social (Mendoza, 2021).



	  P O L Í T I C A  D E  C E R O  I N T E R M E D I A R I O S :  ¿ F I N  D E  L A S  O R G A N I Z A C I O N E S  D E  L A  S O C I E D A D  C I V I L  E N  M É X I C O ? � 195

El populismo desarrollista de AMLO guarda parecido con lo que Girar-
do (2008) explica que sucedió con la relación entre sociedad civil y gobier-
no, durante las décadas priistas. Para la autora, las políticas estatales de 
bienestar inhibieron el crecimiento organizativo de la sociedad civil, lo que 
sigue teniendo consecuencias 25 años más tarde. El proyecto político que 
defendió AMLO giró en torno a esta misma política, en la que el Estado es 
el protagonista

La pregunta vigente es con qué herramientas y bajo qué forma de orga-
nización el capitalismo atenderá a los sujetos que ha venido construyendo 
durante las últimas décadas, como población objetivo de las osc, y si gobier-
nos con políticas restauracionistas y centradas en el Estado, como el proyec-
to de la 4T, son capaces de hacer frente a los movimientos sociales que en 
los setenta fueron repelidos con el neoliberalismo. Un argumento funda-
mental en contra de esta lógica que las osc señalan es el carácter individua-
lista con el que resurge este Estado benefactor en las políticas de AMLO.

Implicaciones de la eliminación de los intermediarios 

La política de la 4T inició con un cambio drástico en la manera de imple-
mentar la política social en el país. Por un lado, el eslogan “por el bien de 
México, primero los pobres” y, por otro lado, el fin de programas de políti-
ca social focalizados como Oportunidades y en su lugar la puesta en marcha 
de programas ligados a derechos, como la Pensión para el Bienestar de 
Adultos Mayores, Programa de Becas de Educación Básica para el Bienestar 
Benito Juárez y Jóvenes Construyendo el Futuro, dejando de lado la focali-
zación de población objetivo (Martínez Espinoza, 2023).

De acuerdo con algunos autores, la política social durante el gobierno 
de AMLO tuvo como principal característica la contradicción entre el eslo-
gan y la realidad, es decir, los beneficios de los diversos programas sociales 
siguieron siendo transferencias condicionadas, (ligadas al empleo o a la 
asistencia a la escuela) y regresivas a beneficiar a menos hogares pobres 
(Martínez, 2023; Jaramillo-Molina 2020, 2021).

En este sentido es que Jaramillo-Molina (2020, 2021) señala que los 
efectos de la pandemia no pudieron ser aminorados por la política social 
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en México dado que esta estuvo orientada a promover el endeudamiento 
por parte de las personas con empleos informales o aquellas que perdieron 
su empleo. 

Así, según Martínez Espinoza (2023), los resultados revelaron que la 
pobreza y la pobreza extrema aumentaron en el país y la llamada universa-
lidad de los programas sociales puede ser cuestionada en tanto que no be-
nefició a quienes más lo necesitaban. Sin mencionar que se perdió la pers-
pectiva de género al otorgar los mismos apoyos a mujeres y hombres, 
siendo que antes se les beneficiaba más a ellas para impulsar que pudieran 
estudiar, principalmente a través del programa Progresa-Oportunida-
des-Prospera.

Las osc jugaron un papel muy importante en la coadyuvancia de la 
política social en México, puesto que llegaban ahí donde el Estado no podía 
hacerlo, especialmente atendiendo a poblaciones en condiciones de pobre-
za, exclusión y/o vulnerabilidad. No obstante, cuando la política de AMLO 
eliminó a los intermediarios, también eliminó la posibilidad de que las osc 
pudieran seguir atendiendo a estas poblaciones, las cuales, como mencionó 
Martínez (2023), muchas de las ocasiones no eran atendidas por los pro-
gramas sociales federales.

Conclusiones

La relación entre el gobierno de la 4T y las osc ha estado tensionada porque 
estas fueron vistas como entidades que fomentan prácticas corruptas y gol-
peteo político en contra del Estado. No obstante, como se pudo apreciar, las 
osc son heterogéneas, es decir, tienen tamaños, enfoques o poblaciones 
objetivas diversas y financiamiento distinto. 

Por un lado, esto implica que las osc más grandes en número y finan-
ciamiento se beneficiaran de las políticas implementadas en sexenios ante-
riores, y posteriormente, hicieron uso de su mayor capacidad política para 
cuestionar las políticas federales implementadas por AMLO. 

La eliminación de los intermediarios en la implementación de la política 
social en el país no significó que los programas federales fueran más pro-
gresivos. Así, las poblaciones con mayores necesidades y peores condiciones 
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de pobreza no necesariamente fueron beneficiadas, lo cual implicó que los 
niveles de pobreza siguieran aumentando. Con lo que se podría cuestionar 
si la política social, así como las políticas de combate de la pandemia fueron 
las mejores. Además, estos programas uniformizan a la población, haciendo 
a un lado otros sistemas de opresión que, incluso, se recrudecen bajo con-
diciones de empobrecimiento. 

Por último, la población objetivo de las osc ha sido construida para ser 
atendida por estas organizaciones durante décadas, tanto a nivel interna-
cional como nacional, por lo que arrancar los programas que les atienden 
sin proponer políticas que acompañen la salida de los intermediarios, im-
plica el abandono de estas poblaciones, que se enfrentan a otros sistemas de 
opresión y que la heterogeneidad de las osc ha atendido. 
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